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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò.- 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- PODER LEGISLATIVO. LV 

LEGISLATURA.- 2021-2024. 

CUAUHTÉMOC BLANCO BRAVO, GOBERNADOR 

CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE MORELOS A SUS HABITANTES 

SABED:  

La Quincuagésima Quinta Legislatura del 

Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 

ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II, del 

artículo 40, de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 

siguiente: 

Los integrantes de las Comisiones unidas de 

Puntos Constitucionales y Legislación, y de Igualdad 

de Género  de la LV Legislatura, presentaron a 

consideración del Pleno el DICTAMEN CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UN 

TITULO DÉCIMO SEGUNDO BIS, REFORMA Y 

ADICIONA DOS CAPÍTULOS RESPECTIVAMENTE Y 

TRES ARTÍCULOS, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

ESTADO DE MORELOS; ASÌ COMO, REFORMA 

UNA FRACCIÓN DEL ARTÍCULO 20, DE LA LEY DE 

ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 

VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE MORELOS; Y 

REFORMA Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 24 BIS, 

24 TER Y 225 DEL CÓDIGO FAMILIAR PARA EL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, EN 

MATERIA DE VIOLENCIA OBSTÉTRICA Y 

VIOLENCIA VICARIA., en los siguientes términos: 

ñ I.- ANTECEDENTES LEGISLATIVOS 

a) Mediante Sesión Ordinaria de la Asamblea de 

la LV Legislatura, llevada a cabo el treinta de 

septiembre del año 2021, la diputada Luz Dary 

Quevedo Maldonado, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Movimiento Ciudadano de la 

Quincuagésima Quinta Legislatura del Congreso del 

Estado de Morelos, al rubro citada. 

b) En consecuencia, el diputado Francisco Erik 

Sánchez Zavala, Presidente de la Mesa Directiva de la 

LV Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, 

dio cuenta de la iniciativa citada al epígrafe, 

ordenando su turno a la Comisión de Puntos 

Constitucionales y Legislación, por medio del oficio 

con número SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.1/051/21, para 

su análisis y dictamen correspondiente; 

c) Para efectos de poder contar con opiniones y 

sugerencias en relación al proyecto legislativo que nos 

ocupa, se remitieron sendos oficios con número 

CPCyL/126/AÑO1/2022-3, CPCyL/127/AÑO1/2022-3 y 

CPCyL/129/AÑO1/2022-3, al Presidente del Tribunal 

Superior de Justicia, al Fiscal General de Justicia y al 

Director del Instituto de Investigaciones Legislativas, a 

quienes se les dio copia fotostática de la iniciativa en 

comento, acuses que obran en el archivo. 
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d) Con fecha 07 de abril del 2022, se recibió el 

oficio JPG/IIL/210/IV/2022, suscrito por el Director del 

Instituto de Investigaciones Legislativas
1
 y en fecha 10 

de junio del 2022, se recibió el oficio 

OF.FGMOR.SE.991.2022-06, signado por Luis Gize 

Goytia Pacheco, Secretario Ejecutivo de la Fiscalía 

General del Estado de Morelos
2
, mediante los cuales 

remitieron sus opiniones con relación a la iniciativa de 

análisis que nos ocupa. 

e) En Sesión Ordinaria del día 23 de marzo de 

2022, el diputado Julio César Solís Serrano, 

coordinador del grupo parlamentario del Partido 

Movimiento Ciudadano, de la LV Legislatura presentó 

la iniciativa con proyecto de decreto citada al rubro, en 

consecuencia, el Diputado Francisco Erik Sánchez 

Zavala, Presidente de la Mesa Directiva de la LV 

Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, en 

sesión del 23 de marzo del dos mil veintidós, dio 

cuenta de la iniciativa, ordenando su dictaminación y 

turnándose a Comisiones Unidas de Puntos 

Constitucionales y Legislación y de Igualdad de 

Género, bajo el número de oficio 

SSLyP/DPLyP/AÑO2/P.O.2/1272/23/23. 

f) Mediante Decreto Número Setecientos 

Cuatro, publicado en el Periódico Oficial ñTierra y 

Libertadò, ejemplar número 6166, de fecha 01 de 

febrero de 2023, se publica la reforma a las fracciones 

IX así como la X, por lo que el contenido de la actual 

fracción X, se recorre, para ser la fracción XI del 

artículo 20 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, en 

el inciso f), del capítulo I ñDel proceso Legislativoò, se 

establece la reserva que realizan las Comisiones 

Unidas de Puntos Constitucionales y Legislación, y de 

Igualdad de Género, para el análisis y dictamen 

inherente a las propuestas de reforma al Código Penal 

como al Código Familiar para el Estado de Morelos, 

presentadas por el diputado Julio César Solís 

Serrano
3
. 

                                                      
1 De fojas 027 a 044 del expediente. 
2
 De fojas 046 a 058 del expediente. 

3
 Se inserta a la letra: f) En sesión extraordinaria de trabajo de las 

comisiones dictaminadoras, misma que se llevó a cabo el día 

primero de diciembre del año dos mil veintidós, y existiendo quorum 

legal, los integrantes de las mismas analizaron, discutieron y 

aprobaron el presente dictamen que contiene la iniciativa de mérito, 

estableciendo que se dejaría en reserva el análisis y dictamen 

inherente a las propuestas de reforma al Código Penal como al 

Código Familiar para el Estado de Morelos, por lo que se abocarían 

exclusivamente a la reforma propuesta al artículo 20 de la Ley de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado 

de Morelos. 

g) En sesión ordinaria de fecha 13 de junio de 

2023, la diputada María Paola Cruz Torres, integrante 

del Grupo Parlamentario de Morena en la LV, 

mencionada en el preámbulo del presente dictamen, 

presenta iniciativa de Ley. 

h) En consecuencia, el diputado Francisco Erik 

Sánchez Zavala, presidente de la Mesa Directiva de la 

LV Legislatura del Congreso del Estado de Morelos, 

en sesión del 13 de junio del dos mil veintidós, dio 

cuenta de la iniciativa, ordenando su dictaminación y 

turnándose a Comisiones Unidas de Puntos 

Constitucionales y Legislación y de Igualdad de 
Género, bajo el número de oficio 

SSLyP/AÑO2/P.O.2/1272/23/23, con la finalidad de 

realizar el análisis y dictamen correspondiente. 

i) En sesión extraordinaria de las comisiones 

unidas de Puntos Constitucionales y Legislación y de 

Igualdad de Género, de fecha veintidós de junio de 

dos mil veintitrés, existiendo quorum legal, de las 

diputadas y diputados integrantes determinaron la 

aprobación del presente dictamen. 

II.- MATERIA DE LA INICIATIVAS. 

1. La iniciativa propuesta por la diputada Luz 

Dary Quevedo Maldonado, tiene como propósito 
reformar el Código Penal para el Estado de Morelos, 

para efecto de incorporar como tipo penal el delito de 

violencia obstétrica y el de esterilidad provocada, 

relacionado éste último con una modalidad de 

derechos reproductivos, a efecto de que pueda 

sancionarse punitivamente a cualquier profesionista, 

técnico o auxiliar de los servicios de salud de 

instituciones públicas o privadas, incluyendo las 

parteras tradicionales, que intencionalmente realicen 

cualquiera de los procedimientos médicos 

mencionados causando una afectación a las mujeres. 

2. Respecto a la iniciativa presentada por el 
diputado Julio César Solís Serrano y en atendiendo a la 

reserva mencionada en el inciso b), del apartado que 

antecede, es respecto a incorporar en el Código Familiar, 

el concepto de violencia vicaria como una forma de 

reconocer ese tipo de conducta, y en su caso para exigir la 

reparación del daño a quien incurra en la misma o para 

solicitar el cambio de custodia cuando se cometió dicha 

acción, relativo a la propuesta para modificar el Código 

Sustantivo Penal, es para tipificar la violencia vicaria en 

dicho ordenamiento. 

3. La iniciativa de la diputada María Paola Cruz 

Torres, es para ampliar el concepto de violencia 
vicaria en la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia y para tipificar el delito de retención 

y sustracción de menores efectuada por familiares 

como una forma de violencia vicaria. 

III.- CONTENIDOS DE LAS INICIATIVAS. 

La iniciativa presentada por la diputada Luz 

Dary Quevedo Maldonado, a la cual se le adhirieron 

diversos legisladores, como ha quedado asentado ut 

supra, tiene la siguiente exposición de motivos y 

propuestas que a continuación se transcriben:  
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Todas las mujeres tienen derecho a recibir el 

más alto nivel de cuidados en salud, que incluye el 

derecho a una atención digna y respetuosa en el 

embarazo y en el parto, así como garantizar el 

derecho a no sufrir violencia ni discriminación. 

El maltrato, la negligencia o la falta de respeto 

en el parto pueden constituirse en una violación de los 

derechos humanos fundamentales de las mujeres, 

descritos en las normas y los principios internacionales 

de derechos humanos, entre los que se cuentan la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, la Convención sobre la eliminación de 

todas las formas de discriminación contra la mujer y la 

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o Degradantes. 

En la actualidad el trato irrespetuoso y ofensivo 

durante el parto en centros de salud, hace mención a 

un evidente maltrato físico, una profunda humillación y 

maltrato verbal, procedimientos médicos sin 

consentimiento o coercitivos (incluida la esterilización), 

falta de confidencialidad, incumplimiento con la 

obtención del consentimiento informado completo, 

negativa a administrar analgésicos, violaciones 

flagrantes de la privacidad, rechazo de la admisión en 

centros de salud, negligencia hacia las mujeres 

durante el parto lo que deriva en complicaciones 

potencialmente mortales, pero evitables, y retención 

de las mujeres y de los recién nacidos en los centros 

de salud debido a su incapacidad de pago. 

Según la Encuesta Nacional sobre la Dinámica 

de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 2016, 

primera encuesta nacional que incluye una sección 

para valorar la atención obstétrica, que las mujeres 

recibieron durante su último parto por parte del 

personal que las atendió, denominado ñMaltrato en la 

Atención Obstétricaò, arrojó los siguientes resultados: 

De un Universo de 32.8 millones de mujeres de 

15 años y más, que tienen entre 15 y 49 años de edad 

(70.7% del total). 

¶  8.7 millones (26.7%), tuvieron al menos un 

parto en los últimos 5 años, de octubre de 2011 a 

octubre de 2016. 

¶  3.7 millones (42.8%), reportó que el 

nacimiento de su último hijo/a fue por cesárea. 

Dando como resultado que, en los últimos 5 

años, 33.4% de las mujeres de 15 a 49 años que 

tuvieron un parto, sufrió algún tipo de maltrato por 

parte de quienes las atendieron en el parto. 

Resultando Morelos con un porcentaje de 36.0 a 

39.5, encontrándose dentro de los 5 estados con 

mayor proporción de incidencia en Violencia 

Obstétrica a nivel Nacional, tal y como lo muestra la 

siguiente gráfica: 

Las siguientes tablas muestran de manera 
precisa las situaciones mediante las cuales las 
mujeres experimentaron violencia obstétrica, así como 
el lugar donde fueron atendidas durante su parto y el 
tipo de maltrato que sufrieron: 

Ahora bien, en lo que respecta al Estado de 
Morelos, en agosto de 2020, fue noticia Nacional, el 
municipio de Tlaltizapan, ya que la médica que debía 
atender a una joven de 29 años, que estaba a punto 
de dar a luz, le indicó que aún no era tiempo y la envió 
a su casa con la indicación de volver a las cuatro de la 
mañana. Él cuñado de la afectada narró: ñEntré a 
avisar de inmediato, pero no me creyeron, le dije ya 
está dando a luz y la respuesta fue ñpues tráiganla, 
¿qué, no la pueden meter?ò, y hasta que escucharon 
el llanto de la pequeña accedieron a salirò. 

De acuerdo a los familiares la pequeña estuvo 
expuesta en la intemperie por lo menos cinco minutos 
hasta que personal de la clínica la llevó adentro para 
valorarla. 

A la madre la dejaron en el piso e indicaron que 
la familia la metiera a la clínica. 
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La afectada lamentó que falta de sensibilidad 

del personal de salud y que tanto su hija como ella 
haya estado expuesta en la calle. 

Lo anterior, fueron hechos narrados por 
diversos medios periodísticos locales y nacionales. 

Por lo que mediante un comunicado, 
autoridades de Servicios de Salud Morelos (SSM) 

confirmaron el nacimiento afuera de la clínica y 
aseguraron que personal médico y de enfermería 

intervino para salvaguardar el bienestar tanto de la 
madre como de la recién nacida. 

Aunado a lo anterior, se advierte la importancia 
y necesidad de que, en el estado de Morelos, deba 

garantizarse el acceso universal a una salud sexual y 
reproductiva segura, aceptable y de buena calidad, 

especialmente la atención de la salud materna, ya que 
esto puede reducir drásticamente los índices de 

morbimortalidad materna. 
En particular, las embarazadas tienen derecho a 

recibir un trato igual de digno que otras personas, a 
tener la libertad de solicitar, recibir y transmitir 

información, a no sufrir discriminación y a obtener el 
más alto nivel de salud física y mental, incluida la 

salud sexual y reproductiva. 
Según la Ley de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, 
menciona los siguiente: 

CAPÍTULO VII 
DE LOS TIPOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS 

MUJERES 
Artículo 20.  Los tipos de violencia contra las 

mujeres que pueden encontrarse en sus diferentes 
modalidades son: é 

VI.- Violencia obstétrica.- Es toda conducta, 
acción u omisión que ejerza el personal de salud, de 

manera directa o indirecta, y que afecte a las mujeres 
durante los procesos de embarazo, parto puerperio, 

expresados en: 
a. Trato deshumanizado; 

b. Prácticas que no cuenten con el 
consentimiento informado de la mujer, como la 

esterilización forzada. 
c. Omisión de una atención oportuna y eficaz en 

urgencias obstétricas; 
d. No propiciar el apego precoz del niño con la 

madre, sin causa medica justificada. 
e. Alterar el proceso natural del parto de bajo 

riesgo, mediante su patologización, abuso de 
medicación, uso de técnicas de aceleración, sin que 

ellas sean necesarias; y, 
f. Practicar el parto vía cesárea cuando existan 

condiciones para el parto natural, sin obtener el 
consentimiento expreso e informado de la mujer 

embarazada; 
La violencia obstétrica, así como otras formas 

de violencia contra la mujer, representa un problema 
importante en el marco de los derechos de las mujeres 

y la lucha contra todas las formas de violencia de 
género. 

Por lo expuesto y fundado, tengo a bien someter 

a esta Soberanía la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 

POR EL CUAL SE ADICIONAN EL ARTÍCULO 213 

SEPTIES Y ARTICULO 213 OCTIES DEL CÓDIGO 

PENAL DEL ESTADO DE MORELOS, CON EL 

OBJETO DE TIPICAR EL DELITO DE VIOLENCIA 

OBSTÉTRICA. 

UNICO. Se adiciona un Capítulo VI denominado 

ñDE LA VIOLENCIA OBSTÉTRICA. al Título DÉCIMO 

SEGUNDO, con los Artículos 213 SEPTIES Y 213 

OCTIES, al Código Penal para el Estado de Morelos, 

para quedar como sigue (sic): 

CAPÍTULO VI 

ñDE LA VIOLENCIA OBSTÉTRICAò 

ARTÍCULO 213 SEPTIES. - . La violencia 

obstétrica se configura por parte del personal médico, 

paramédico, de enfermería y administrativo de las 

instituciones de salud públicas o privadas, cuando se 

dañe o denigre a la mujer durante el embarazo, el 

parto, puerperio o en emergencias obstétricas y 

atención médica que se exprese en un trato cruel y 

deshumanizado, en un abuso de medicalización y 

patologización de los procesos naturales, trayendo 

consigo consecuencias como: la pérdida de la 

autonomía y capacidad de decidir libremente sobre 

sus cuerpos y su sexualidad, la pérdida de la vida de 

la mujer o, en su caso, del producto de la gestación o 

del recién nacido. 

Comete el delito de violencia obstétrica el 

personal de salud que: 

I. No atienda o no brinde atención oportuna y 

eficaz a las mujeres en el embarazo, parto, puerperio 

o en emergencias obstétricas. 

II. Aún cuando existan los medios necesarios 

para la realización del parto vertical, obligue a la mujer 

a parir acostada sobre su columna y con las piernas.  

III. Sin causa médica justificada, obstaculice el 

apego del niño o niña con su madre, a través de la 

negación a ésta de la posibilidad de cargarlo o 

cargarla y amamantarlo o amamantarla 

inmediatamente al nacer. 

IV. Alterar el proceso natural del parto de bajo 

riesgo, a través del uso de técnicas de aceleración, sin 

obtener el consentimiento voluntario, expreso e 

informado de la mujer 

V. No obstante existir condiciones para el parto 

natural, practique el parto por vía de cesárea, sin 

obtener el consentimiento voluntario, expreso e 

informado de la mujer. 

VI. Acose o presione psicológica u 

ofensivamente a una parturienta, con el fin de inhibir 

la libre decisión de su maternidad. 

VII. Ingrese, atienda o intervenga durante la 

atención médica sin contar con la acreditación 

correspondiente, la justificación médica en el proceso, 

o sin que medie el consentimiento voluntario de la 

paciente. 
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VIII. Violente a la mujer física, sexual o 
emocionalmente, incluyendo el maltrato verbal, 
durante el embarazo, parto o puerperio; 

IX. Cualesquiera otras formas análogas que 
lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, 
integridad o libertad de las mujeres. 

A quien ejecute las conductas señaladas en las 
fracciones I, II, III, VI y VIII, se le impondrán de tres a 
seis años de prisión y de cincuenta a trescientos días 
multa, quien incurra en los supuestos descritos en las 
fracciones IV, V, VI, VII, y IX será sancionado con 
prisión de seis meses a tres años y de cincuenta a 
doscientos días multa. 

Si el sujeto activo del delito fuere servidor 
público, además de las penas señaladas se le 
impondrá destitución e inhabilitación, hasta por dos 
años para ejercer otro empleo, cargo o comisión 
públicos. 

ARTICULO 213 OCTIES.- Se le impondrán de 
cinco a diez años de prisión y de 300 a 1000 veces el 
importe del valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización vigente en el momento de la comisión 
del delito, así como la suspensión del empleo o 
profesión por un plazo igual al de la pena de prisión 
impuesta a quien intencionalmente por cualquier 
medio prive a la mujer de su capacidad reproductiva, 
sin brindarle la debida información, ni obtener 
previamente su conocimiento expreso, voluntario e 
informado no existiendo razón médica o quirúrgica 
debidamente comprobada que lo justifique. 

Si el procedimiento de esterilización es 
reversible se reducirá una tercera parte de la pena 
señalada, en ambos casos se le impondrán además 
el pago total de la reparación de los daños y 
perjuicios ocasionados que incluirán los gastos de 
hospitalización, y en su caso los gastos del 
procedimiento quirúrgico correspondiente para 
revertir la esterilidad y tratamiento médico. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERO.- Remítase al ejecutivo del estado 

para que realice la publicación correspondiente en el 
Periódico Oficial ñTierra y Libertadò. 

SEGUNDA.- El presente decreto entrara en 
vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial ñTierra y Libertadò, órgano de difusión del 
Gobierno del Estado. 

El iniciador diputado Julio Cesar Solís Serrano, 
sustenta su propuesta legislativa en los siguientes 
términos: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El divorcio o la separación son actos a los que 

acuden las mujeres víctimas de violencia familiar, pues 
se asume que estando lejos del agresor se corre 
menor riesgo e incluso podría desaparecer la violencia 
familiar. Sin embargo, la evidencia muestra que el 
distanciamiento, la amenaza de divorcio o la 
separación propiamente, son circunstancias en las 
cuales, la voluntad o posibilidad de separación, 
provoca un aumento en la misma violencia, pudiendo 
llegar al extremo del feminicidio. 

Un ejemplo de ello, es el reciente y conocido 
caso acontecido hace una semana, en el que dos 
niñas, Gal y Maya, fueron separadas de su madre, en 
el intento ilegítimo del padre por llevarlas contra su 
voluntad al país de Israel. 

A pesar de que, estadísticamente, la mujer es la 
víctima en casos de violencia familiar, no es la única 
afectada. La evidencia muestra que la violencia hacia 
la mujer afecta significativamente tanto la salud mental 
como física, de las hijas e hijos. 

Las hijas e hijos presentan a lo largo del tiempo, 
dificultades emocionales y conductuales, además de 
síntomas traumáticos relacionados a los malos tratos 
contra sus madres, ejercidos durante la relación de 
pareja y tras la finalización de la misma. 

Si bien, el solo hecho de ser expuestos a la 
violencia que ejerce el padre sobre la madre afecta el 
normal desarrollo de dichos infantes, no es la única 
forma de daño que reciben. Un alto porcentaje de las 
hijas e hijos son víctimas directas de maltrato físico, 
psicológico y sexual observándose consecuencias 
físicas, cognitivas, emocionales, interpersonales y 
conductuales. 

Este tipo de maltrato infantil, dentro del contexto 
de la violencia hacia la mujer, ha sido denominado 
Violencia Vicaria. 

La Violencia Vicaria se define como aquella 
violencia que se ejerce sobre las hijas e hijos para 
dañar a la mujer. Es una violencia secundaria a la 
víctima principal, ya que, si bien el objetivo es dañar a 
la mujer, el daño se hace a través de terceros, por 
interpósita persona. Al dañar a los hijos, y en su grado 
extremo, asesinarlos, el agresor se asegura un daño 
irreparable en la mujer.   

El término Violencia Vicaria, fue acuñado desde 
2012 por la Psicóloga Clínica y Forense, Sonia 
Vaccaro, tras más de cuarenta años como especialista 
en la prevención y atención de la violencia contra las 
mujeres.  

Vaccaro define a la Violencia Vicaria como una 
violencia secundaria a la víctima principal, que es la 
mujer. Es a la mujer a la que se quiere dañar y el daño 
se hace a través de terceros, por interpósita persona. 
El maltratador sabe que dañar, asesinar a los 
hijos/hijas, es asegurarse de que la mujer no se 
recuperará jamás.  

La violencia vicaria es violencia de género. En 
ella se sustituye a la persona en la acción directa física 
o psicológica de la violencia para causar un daño 
mayor y permanente a la mujer. El objetivo es la 
mujer. 

El adjetivo ñVicarioò tiene su raíz etimológica de 
Vicarius, que en latín corresponde a ñsuplenteò o 
ñsustitutoò. 

La Real Academia de la lengua Española, 
define los adjetivos vicario o vicaria como: que tiene 
las veces, poder y facultades de otra persona o la 
sustituye.   Esta definición ha sido aceptada por la 
Legislación Española, al ser éste país el único en el 
cual se ha legislado respecto a éste tipo de violencia. 
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El parlamento de Andalucía, en su artículo 3, 

numeral 4, inciso n), define este tipo de violencia, en 

los términos siguientes: ñn) La violencia vicaria es la 

ejercida sobre los hijos e hijas, así como sobre las 

personas contempladas en las letras c y d del 1 bis, 

que incluye toda conducta ejercida por el agresor que 

sea utilizada como instrumento para dañar a la mujerò.   

Por otro lado, el artículo 7, inciso c) de la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer, conocida 

también como la Convención Belém do Pará, dispone 

la obligación de México para incluir en su legislación 

interna normas penales, civiles y administrativas, así 

como las de otra naturaleza que sean necesarias para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 

mujeres y adoptar las medidas administrativas 

apropiadas que sean del caso. 

En cuanto al análisis de casos, en México, de 

acuerdo a los resultados de la encuesta nacional de 

víctimas, realizada por la organización Frente Nacional 

Contra Violencia Vicaria, en colaboración con la 

empresa Altermind; se identificaron 205 casos de 

violencia que de acuerdo a las características, 

cumplen con la definición de Violencia Vicaria. De 

estos casos, el estudio en comento logro identificar 

que el promedio de edad de las víctimas es de 39 

años, todas son madres y en promedio tienen 1.9 

hijos, siendo la edad promedio de los hijos, 10 años. 

Además, en el 92% de los casos, el agresor 

cuenta con recursos que le permiten favorecerse de 

los procesos legales y que impiden a la víctima el 

acceso inmediato a la justicia. 

Otro resultado importante es que 9 de cada 10 

agresores cuentan con facilidades de bloquear los 

procesos legales de la víctima y/o los recursos que 

favorecen en los fallos a su favor. Dentro de estas 

facilidades de bloqueo se identificaron cargos públicos 

(21% de los agresores), tráfico de influencias (50%), 

alargamiento del proceso legal (72%), recursos 

económicos (82%). 

El cien por ciento de las víctimas entrevistadas 

declararon haber sufrido violencia psicológica, física, 

patrimonial y económica, de manera previa a la 

violencia vicaria. Y el 71% de ellas declararon haber 

sufrido también violencia institucional dentro de sus 

procesos. 

Además, otro patrón identificado en la 

investigación, es que 9 de cada 10 agresores han 

iniciado trámites legales en contra de las víctimas, de 

los cuales 44% han sido por proceso civil, 48% por 

procesos civil y penal, y el 6% por proceso penal. 

Por su parte el Secretariado Ejecutivo del 

Sistema Nacional de Seguridad y Protección 

Ciudadana, en materia de ñpresuntos delitos de 

violencia familiar: tendencia nacionalò, en la cual se 

muestran delitos cometidos en contra de hombres y 

mujeres, registró un total de 210, 188 casos en el año 

2019, 220,031 casos en el año 2020 y 233,978 casos 

a noviembre de 2021, lo que significó un incremento 

del 11.3% en tres años. 

Por lo anterior, la presente iniciativa es 

elaborada como complemento a la legislación vigente 

a fin de contribuir en la lucha contra la violencia que se 

genera en todos los niveles en contra de la mujer, en 

este caso, la violencia que se ejerce utilizando a los 

hijos con el objetivo de dañar a la mujer a través de 

sus seres queridos y especialmente de sus hijas e 

hijos.  

Lo anteriormente expuesto, se plasma en el 

siguiente cuadro de compulsa entre las normas 

vigentes y las que se pretenden reforma o adicionar 

con la presente iniciativa, lo cual se ilustra de la 

siguiente manera: 

Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia para el Estado de Morelos 

Texto normativo vigente. Texto normativo que se 

propone. 

Artículo *20.- Los tipos de 

violencia contra las 

mujeres que pueden 

encontrarse en sus 

diferentes modalidades 

son: 

I  a la VIII.... 

IXé; y 

X.- Cualesquiera otras 

formas análogas que 

lesionen o sean 

susceptibles de dañar la 

dignidad, integridad o 

libertad de las mujeres.  

 

Sin correlativo 

Artículo *20.- Los tipos de 

violencia contra las 

mujeres que pueden 

encontrarse en sus 

diferentes modalidades 

son: 

I  a la VIII.... 

IXé; 

X. Violencia Vicaria: 

aquella violencia contra la 

mujer que ejerce el 

hombre que mantenga o 

haya mantenido una 

relación de hecho o de 

pareja con la víctima y 

que por sí o por 

interpósita persona, utilice 

como medio a las hijas e 

hijos de ésta, para 

causarle daño, generando 

una consecuente 

afectación 

psicoemocional e incluso 

física a los menores; y 

XI.- Cualesquiera otras 

formas análogas que 

lesionen o sean 

susceptibles de dañar la 

dignidad, integridad o 

libertad de las mujeres.  
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Código Familiar para el Estado Libre y 

Soberano de Morelos 

Texto normativo vigente. Texto normativo que se 

propone. 

  

 

ARTÍCULO 24 Bis.-  Para 

los efectos de este Código 

se considera violencia 

vicaria al acto abusivo 

contra la mujer que ejerce 

el hombre que mantenga 

o haya mantenido una 

relación de hecho o de 

pareja con la víctima y que 

por sí o por interpósita 

persona, utilice como 

medio a las hijas e hijos 

de ésta, para causarle 

daño; generando una 

consecuente afectación 

psicoemocional e incluso 

física a los menores. 

 ARTÍCULO 24 Ter.-  Los 

integrantes de la familia 

que incurran en violencia 

familiar y/o violencia 

vicaria, deben reparar los 

daños y perjuicios que se 

ocasione con dicha 

conducta, con autonomía 

de otro tipo de sanciones 

que éste y otros 

ordenamientos legales 

establezcan. 

ARTÍCULO 225.- 

CAMBIO DE CUSTODIA. 

El juez de lo familiar 

podrá decretar el cambio 

de custodia de los 

menores previo el 

procedimiento respectivo, 

cuando quien tenga 

decretada judicialmente 

la custodia provisional o 

definitiva sobre ellos, 

realice conductas 

reiteradas para evitar la 

convivencia de los 

menores con la persona 

o personas que tengan 

parentesco 

consanguíneo en línea 

recta ascendente.  

(Sin correlativo para 

confrontar.)  

225.- é 

 

Así mismo, el Juez puede, 

en beneficio de los 

menores, modificar el 

ejercicio de la patria 

potestad o custodia 

cuando la tenga decretada 

judicialmente, ya sea 

provisional o definitiva 

sobre ellos. 

Cuando se acredite que 

los menores han sido o 

están siendo utilizados 

como medio para cometer 

violencia vicaria, contra la 

madre de los mismos. 

Código Penal para el Estado de Morelos 

Texto normativo vigente. Texto normativo que se 
propone. 

(Sin correlativo para 
confrontar.) 

ARTÍCULO *202 
SEXTUS.- Comete el 
delito de violencia vicaria, 
el hombre que mantenga 
o haya mantenido una 
relación de hecho o de 
pareja con la mujer, y que 
dolosamente dañe a ésta, 
por sí o por interpósita 
persona, utilizando como 
medio a las hijas e hijos 
de la víctima y generando 
un consecuente daño 
psicoemocional e incluso 
físico, a los menores.  
Se considera que existe 
la finalidad de dañar a la 
madre, utilizando como 
medio a las hijas e hijos 
de ésta, cuando concurra 
cualquiera de las 
circunstancias siguientes:  
I. Cuando existan 
antecedentes de violencia 
familiar contra la mujer; 
II. Cuando sin orden de la 
autoridad competente, se 
sustraiga de la custodia o 
guarda de la madre a las 
hijas o hijos de ésta;  
III. Existan amenazas del 
agresor hacía la víctima, 
de no volver a ver a las 
hijas o hijos, o tener la 
custodia de éstos;  
IV. Se evite la convivencia 
de los menores con la 
madre, teniendo ésta la 
custodia o guarda de los 
mismos; 
V. Exista cualquier acto 
de manipulación o 
alienación parental que 
tenga por objeto que las 
hijas o hijos menores de 
edad rechacen, generen 
rencor, antipatía, 
desagrado o temor contra 
la madre; y, 
VI. Dilatación de los 
procesos jurídicos 
existentes con la 
intención de romper el 
vínculo materno filial, y  
VII. Muerte o suicidio de 
la madre y/o de sus hijas 
e hijos.  
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A quien cometa el delito 
de violencia vicaria se le 
impondrá de cuatro a 
ocho años de prisión.  
Las penas previstas se 
incrementarán hasta en 
una tercera parte en su 
mínimo y máximo si se 
incurre en daño físico a 
las hijas o hijos de la 
víctima.  
Si el agresor devuelve a 
los menores a la madre 
en cualquier parte del 
proceso, la pena se podrá 
reducir de uno a cinco 
años de prisión.  
Además de las sanciones 
descritas en este artículo, 
el sujeto activo perderá 
todos los derechos con 
relación a la víctima y a 
las hijas e hijos de ésta.  
Este delito se perseguirá 
de oficio.  

(Sin correlativo para 
confrontar.) 

ARTÍCULO *202 
SEPTIMUS.- Al servidor 
público que retarde o 
entorpezca 
maliciosamente o por 
negligencia la procuración 
o administración de 
justicia, cuando se trate 
de la investigación de un 
delito de violencia vicaria, 
sustracción de menores o 
violencia familiar, se le 
impondrán de tres a ocho 
años de prisión y de 
quinientos a mil 
quinientos días multa, 
además será destituido e 
inhabilitado de seis a diez 
años para desempeñar 
otro empleo, cargo o 
comisión públicos. 

Por lo expuesto y fundado, con objeto de 

garantizar la protección a las mujeres víctimas de 

violencia vicaria en el Estado de Morelos, tengo a bien 

someter a esta Soberanía la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 

POR EL CUAL SE ADICIONAN Y MODIFICAN 

DIVERSOS ARTÍCULOS A LA LEY DE ACCESO DE 

LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA 

PARA EL ESTADO DE MORELOS, AL CÓDIGO 

FAMILIAR PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 

DE MORELOS Y AL CÓDIGO PENAL PARA EL 

ESTADO DE MORELOS, EN MATERIA DE 

VIOLENCIA VICARIA. 

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman las 

facciones IX, X, y se adiciona la fracción XI del artículo 
20 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia para el Estado de Morelos, para 
quedar como sigue: 

Artículo 20.- Los tipos de violencia contra las 
mujeres que pueden encontrarse en sus diferentes 
modalidades son: 

I a IXé;  
X.- Violencia vicaria: aquella violencia contra la 

mujer que ejerce el hombre que mantenga o haya 
mantenido una relación de hecho o de pareja con la 
víctima y que por sí o por interpósita persona, utilice 

como medio a las hijas e hijos de ésta, para causarle 
daño, generando una consecuente afectación 
psicoemocional e incluso física a los menores; y, 

XI.- Cualesquiera otras formas análogas que 
lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, 
integridad o libertad de las mujeres. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adicionan, los 
artículos 24 Bis, 24 Ter y se modifica el artículo 225, 
del Código de Familia para el Estado Libre y Soberano de 
Morelos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 24 Bis.- Para los efectos de este 
Código se considera violencia vicaria al acto abusivo 

contra la mujer que ejerce el hombre que mantenga o 
haya mantenido una relación de hecho o de pareja con 
la víctima y que por sí o por interpósita persona, utilice 
como medio a las hijas e hijos de ésta, para causarle 
daño; generando una consecuente afectación 
psicoemocional e incluso física a los menores. 

ARTÍCULO 24 Ter.-  Los integrantes de la 
familia que incurran en violencia familiar y/o violencia 
vicaria, deben reparar los daños y perjuicios que se 
ocasione con dicha conducta, con autonomía de otro 
tipo de sanciones que éste y otros ordenamientos 
legales establezcan. 

ARTÍCULO 225.- é 
Así mismo, el Juez puede, en beneficio de los 

menores, modificar el ejercicio de la patria potestad o 
custodia cuando la tenga decretada judicialmente, ya 
sea provisional o definitiva sobre ellos. 

Cuando se acredite que los menores han sido o 
están siendo utilizados como medio para cometer 
violencia vicaria, contra la madre de los mismos. 

ARTÍCULO TERCERO.- Se adicionan los 
artículos 202 Sextus y 202 Septimus al Código Penal 
del Estado de Morelos, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 202 Sextus.- Comete el delito de 

violencia vicaria, el hombre que mantenga o haya 
mantenido una relación de hecho o de pareja con la 
mujer, y que dolosamente dañe a ésta, por sí o por 
interpósita persona, utilizando como medio a las hijas 
e hijos de la víctima y generando un consecuente 
daño psicoemocional e incluso físico, a los menores.  

Se considera que existe la finalidad de dañar a 
la madre, utilizando como medio a las hijas e hijos de 
ésta, cuando concurra cualquiera de las circunstancias 
siguientes:   
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I. Cuando existan antecedentes de violencia 
familiar contra la mujer; 

II. Cuando sin orden de la autoridad 
competente, se sustraiga de la custodia o guarda de la 
madre a las hijas o hijos de ésta;  

III. Existan amenazas del agresor hacía la 
víctima, de no volver a ver a las hijas o hijos, o tener la 
custodia de éstos;  

IV. Se evite la convivencia de los menores con 
la madre, teniendo ésta la custodia o guarda de los 
mismos; 

V. Exista cualquier acto de manipulación o 
alienación parental que tenga por objeto que las hijas 
o hijos menores de edad rechacen, generen rencor, 
antipatía, desagrado o temor contra la madre;  

VI. Dilatación de los procesos jurídicos 
existentes con la intención de romper el vínculo 
materno filial; y, 

VII. Muerte o suicidio de la madre y/o de sus 
hijas e hijos.  

A quien cometa el delito de violencia vicaria se 
le impondrá de cuatro a ocho años de prisión.  

Las penas previstas se incrementarán hasta en 
una tercera parte en su mínimo y máximo si se incurre 
en daño físico a las hijas o hijos de la víctima.  

Si el agresor devuelve a los menores a la madre 
en cualquier parte del proceso, la pena se podrá 
reducir de uno a cinco años de prisión.  

Además de las sanciones descritas en este 
artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos 
con relación a la víctima y a las hijas e hijos de ésta.  

Este delito se perseguirá de oficio.  
ARTÍCULO 202 Septimus.- Al servidor público 

que retarde o entorpezca maliciosamente o por 
negligencia la procuración o administración de justicia, 
cuando se trate de la investigación de un delito de 
violencia vicaria, sustracción de menores o violencia 
familiar, se le impondrán de tres a ocho años de 
prisión y de quinientos a mil quinientos días multa, 
además será destituido e inhabilitado de seis a diez 
años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión 
públicos. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERO.- Aprobado el presente Decreto por 

los Diputados integrantes del Congreso, remítase al 
Titular del Poder Ejecutivo del Estado, para su 
publicación en el Periódico Oficial ñTierra y Libertadò, 
órgano de difusión del Gobierno del Estado de 
Morelos, en términos de lo dispuesto por los artículos 
44 y 70, fracción XVII inciso a) de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos.  

SEGUNDO.- El presente decreto entrara en 
vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico 
Oficial ñTierra y Libertadò, Órgano de Difusión del 
Gobierno del Estado. 

TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones 
legales de igual o menor rango que se opongan a las 
disposiciones de este Decreto. 

Se inserta a la letra la iniciativa presentada por 
la diputada María Paola Cruz Torres: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El interés superior de la niñez además de estar 

reconocido en el artículo 4 de la Constitución Federal
4
 

es un principio de la Convención sobre los Derechos 

del Niño (CDN) cuya aplicación exige a los estados 

miembros adoptar un enfoque basado en derechos 

que permita garantizar el respeto y protección a la 

dignidad, integridad física, psicológica, moral y 

espiritual de las niñas, niños y adolescentes.  

Es decir, con dicha Convención aprobada por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas en su 

resolución 44/25, el 20 de noviembre de 1989 y de la 

cual México ratificó en septiembre de 1990, nuestro 

país quedó obligado a adoptar todas las medidas 

administrativas, legislativas y de cualquier otra índole 

para dar efectividad a los derechos reconocidos en 

ella a favor de todos los niños, niñas y adolescentes 

en el país. 

Por tanto, el interés superior debe ser la 

consideración primordial de todo Poder en sus 

distintos niveles en la toma de decisiones relativas a 

niñas, niños y adolescentes, teniendo en 

consecuencia el adoptar aquellas medidas que sean lo 

mejor para proteger los bienes jurídicos tutelados en 

favor de nuestras infancias y con ello promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos de las 

personas menores de edad de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. 

Asimismo, las niñas, niños y adolescentes por 

su simple condición (al encontrarse en proceso de 

formación y desarrollo) dependen de las personas 

responsables de su cuidado para la realización de sus 

derechos ya sea quienes cuenten con la patria 

potestad, así como la respectiva guarda y custodia; sin 

embargo, esta circunstancia puede llegar a limitar sus 

posibilidades de defender sus intereses. 

Si bien, existe un amplio marco Constitucional y 

normativo relativo a las obligaciones del Estado para 

hacer efectivos la protección y derechos de las niñas, 

niños y adolescentes consideramos que es necesario 

ampliar la protección del interés superior a partir de la 

base Constitucional que alude el artículo 4:  
                                                      
4 ñé 
En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, 
garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas 
tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, 
seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la 
niñez 
Los ascendientes, tutores y custodios, tienen el deber de preservar 
estos derechos. El Estado proveerá lo necesario para propiciar el 
respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus 
derechos.  
El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven 
al cumplimiento de los derechos de la ni¶ez.ò 
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ñLos ascendientes, tutores y custodios, tienen el 

deber de preservar estos derechos. El Estado 

proveerá lo necesario para propiciar el respeto a la 

dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus 

derechos.  

El Estado otorgará facilidades a los particulares 

para que coadyuven al cumplimiento de los derechos 

de la niñez.ò 

La protección a la que nos referimos abarca el 

ámbito penal relativo a las figuras de retención y 

sustracción de menores y al mismo tiempo extender 

dicha protección para evitar violencia en contra de las 

mujeres ya sean madres o que tengan lazos de 

afectividad de dicha índole con los menores.   

Al respecto, y por cuanto hace a la sustracción 

de menores, se destaca en el ámbito internacional el 

CONVENIO DE LA HAYA DE 25 DE OCTUBRE 
1980 SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE 
MENORES5, instrumento en el cual se denomina 

sustracción, retención u ocultamiento ilícito a la 

separación unilateral e injustificada de una niña, niño o 

adolescente de la persona que legalmente detenta su 

guarda y custodia, ocultándolo o trasladándolo lejos de 

su lugar de residencia habitual. 
ñArtículo 3 
El traslado o la retención de un menor se 

considerarán ilícitos: 
a) Cuando se hayan producido con infracción de 

un derecho de custodia atribuido, separada o 

conjuntamente, a una persona, a una institución, o a 

cualquier otro organismo, con arreglo al derecho 

vigente en el Estado en que el menor tenía su 

residencia habitual inmediatamente antes de su 

traslado o retención; y 

b) Cuando este derecho se ejercía en forma 

efectiva, separada o conjuntamente, en el momento 

del traslado o de la retención, o se habría ejercido de 

no haberse producido dicho traslado o retención.ò 

Estas conductas atentan contra el equilibrio 
vital de las niñas, niños o incapaces pues alteran 
sus condiciones afectivas, sociales y culturales; 
por tanto, constituyen un atentado contra sus 
derechos humanos. Vivir en condiciones de 
bienestar, a tener un sano desarrollo integral y 
una vida libre de violencia, son DDHH los cuales 
están reconocidos en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, los tratados 
internacionales de los que México es parte, y en 
la Ley General de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes. (NNA). 

                                                      
5
 CONVENIO DE LA HAYA DE 25 DE OCTUBRE 1980 SOBRE 

LOS ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN 
INTERNACIONAL DE MENORES 
http://www.oas.org/dil/esp/convenio_de_la_haya_sobre_los_aspecto
s_civiles_de_la_sustraccion_internacional_de_menores.pdf 

Por tanto, y por cuanto hace al ámbito penal 
morelense, proponemos modificar el nombre del tipo 
penal, específicamente que concuerde con lo 
expuesto por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, respecto a que el término menor es 
discriminante para el sujeto pasivo del delito

6
.  

Lo anterior, en virtud de que ese vocablo implica 
una situación relacional de jerarquías, en la que 
siempre habrá un mayor, es decir, hace referencia a 
una comparación con algo que se considera superior, 
como se señala en el protocolo para juzgar con 
perspectiva de infancia y adolescencia, emitido por la 
suprema corte de justicia de la nación; en el ámbito 
jurídico, revela una visión tutelar hacia las personas 
que las limita en su autonomía, por lo que 
reconocerlas con el término niñas, niños o 
adolescentes, según sea el caso, resulta fundamental 
para estimarlas titulares de derechos. Además, que las 
personas juzgadoras les nombren en sus resoluciones 
como personas con autonomía propia, ayuda a 
comunicar a la sociedad la necesidad de un cambio en 
la visión de las relaciones que se establecen entre 
infancia, adolescencia y adultez, lo que implica 
respetar el principio del interés superior y el derecho a 
la igualdad y no discriminación de niñas, niños o 
adolescentes.  

Por cuanto hace a la efectividad de la 
sustracción y retención de menores relacionada a los 
familiares (madre o padre) se observa un vacío 
jurídico en las hipótesis normativas que se encuentran 
redactadas en el ordinal 203, de la Ley sustantiva 
penal de la materia, ya que de acuerdo a la redacción 
se advierte que un progenitor ïmadre y/o padre- 
pueda retener o sustraer a un menor o incapaz, sin 
que sea sancionado y por ende se genere impunidad y 
con ello un malestar social.  

Por tanto, y atendiendo a que el bien jurídico 
que se tutela en el presente delito lo es el derecho del 
infante a convivir con sus progenitores, las conductas 
que tiendan a limitar o restringir los derechos de los 
infantes deben ser sancionadas.  

No obstante, lo anterior, como se ha dicho 
atendiendo al principio de taxatividad existe una 
omisión legislativa para investigar y sancionar la 
conducta en mención, de ahí que sea de imperiosa 
necesidad realizar la adecuación normativa.  

A manera de recordatorio, debe indicarse que 
en su momento la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, después de estudiar las 
figuras de la guarda y custodia y el derecho de visitas, 
concluyó que éstas fueron creadas con el objetivo de 
que, al complementarse, garanticen el derecho de los 
infantes y adolescentes a vivir en familia y a convivir 
con ambos padres, a pesar de que debido a una crisis 
familiar éstos últimos se encuentren separados.  

                                                      
6
 Registro digital: 2026465 Instancia: Tribunales Colegiados de 

Circuito Undécima Época Materias(s): Constitucional Tesis: I.9o.P. 

J/18 CS (11a.) Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tipo: 

Jurisprudencia 

http://www.apple.com/la
http://www.apple.com/la
http://www.apple.com/la
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Así las cosas, si bien la Primera Sala ya 

mencionada, consideró que se debe incentivar y 
preservar la convivencia de la familia, también es 
cierto que se debe proteger en todo momento el 
interés superior del infante, por lo que el régimen de 
convivencia no puede estar sujeto a la simple voluntad 
de los padres. De esta manera, se estimó que el 
quebranto del régimen de convivencia puede poner en 
peligro el sano desarrollo de los infantes, por lo que lo 
que busca la tipificación del delito de sustracción es 
justamente proteger a los infantes y adolescentes 
involucrados en una controversia familiar de los daños 
que puede acarrear el ser objeto de la disputa entre 

los padres, sin que se respete lo que es mejor para 
ellos.  

No obstante, lo anterior, debe resaltarse (tal 
como fue mencionado al inicio de la exposición de 
motivos) que la convención sobre los derechos del 
niño, adoptada y por la asamblea general el 20 de 
noviembre de 1989, reconoce que el niño, debe crecer 
en el seno de la familia y debe privilegiarse su interés 
superior.  

Para el caso de separación de uno o de ambos 
padres, la Convención señala que debe respetarse el 
derecho del niño a mantener relaciones personales y 

contacto directo con ambos padres de manera regular, 
salvo que esa relación sea contraria a su interés 
superior. La decisión unilateral del padre o la madre de 
un menor de llevarse a su hijo o hijos a través del 
engaño o de la simple sustracción, trae como 
consecuencia que los infantes y adolescentes sean 
usados como medio de castigo o para producirse daño 
entre las parejas o exparejas ïviolencia vicaria- y 
privar a los infantes y adolescentes de crecer con la 
sana convivencia con sus padres. 

En consecuencia y atendiendo al interés 
superior del infante es que es necesario la adecuación 

y/o modificación al tipo penal contemplado en el 
ordinal 203, del Código Penal vigente en el Estado de 
Morelos, ya que la sustracción de un menor o 
adolescente sin consentimiento del padre o la madre 
que tiene legalmente la guarda o la custodia, es un 
hecho hasta ahora, que no es motivo de sanción por la 
autoridad judicial. 

El tipo penal vigente contempla que para que 
este delito se configure y pueda sancionarse la 
persona que sustraiga o retenga a un menor, tiene que 
ser una distinta al padre o madre que, aunque no 
tenga la guarda y custodia si tenga de manera 

compartida la patria potestad, por tanto, la presente 
iniciativa tiene por efecto preservar la convivencia del 
pasivo con la familia ya sea materna o paterna, y que 
su convivencia no esté sujeto a voluntad de los 
padres. 

Paralelo a lo anterior, consideramos que la 
sustracción y retención de menores se encuentra 
íntimamente relacionado a las maternidades, 
condición que es vulnerable frente a la violencia por 
razones de género. 

Actualmente la violencia familiar representa el 
segundo delito de mayor impacto en México con un 
promedio de 750 carpetas de investigación todos los 
días de acuerdo a los reportes del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema de Seguridad Pública, lo cual 
deja en relieve diversos aspectos sobre la ruptura del 
tejido social al romperse la principal célula como la 
familia donde resaltan diversos y graves factores 
como:  

¶ Violencia contra las mujeres por razones de 
género;  

¶ Lesióneles dolosas; 
¶ Feminicidio en grado de tentativa; y, 
¶ Violencia sexual infantil. 
Este último representa un grave índice de 

violencia sexual mundialmente, violaciones graves a 
los derechos humanos de las niñas y niños, así como 
la despolitización y deshumanización de las y los 
menores como sujetos de derechos, convirtiéndolos 
en rehenes de diversos conflictos donde convergen 
otros tipos y modalidades de violencia, así como un 
inventario de comisión de delitos como lo que 
actualmente conocemos como violencia vicaria, la cual 
tiene como objetivo ñdañar a la o las mujeres a través 
de sus seres queridos, especialmente de sus hijas e 
hijosò. 

Es destacar que gran medida de los casos, el 
padre ejerce una violencia extrema contra sus hijas o 
hijos, llegando incluso a causarles la muerte y 
utilizando recursos de particular crueldad, con el 
ánimo de causar daño a su pareja o ex pareja, 
secuestrándolos, sustrayéndolos o generando 
escenarios donde es habitual la manipulación 
psicoemocional de las o los menores para que se 
pongan en contra de la madre o incluso la agredan. 
Invisibilizar este tipo de violencia tiene repercusiones 
graves en la vida de las mujeres madres, así como en 
sus hijas e hijos que sufren un daño irreparable y son 
también víctimas de violencia de género. El objetivo de 
la violencia vicaria es también ejercer un mecanismo 
de control y el dominio sobre la mujer, en un alarde 
máximo de posesión en una relación de poder que se 
sustenta en la desigualdad. 

Reconocer y ampliar esta modalidad de 
violencia en el marco de la Ley de Acceso de las 
Mujeres a Una Vida Libre de Violencia para el Estado 
de Morelos permitirá en un primer momento visibilizar 
este tipo de violencia como una violencia de género, 
pero también, en un segundo momento 
correlacionarlos con tipos penales relativos a la 
sustracción y retención de menores que en su 
conjunto buscan otorgar medidas efectivas de 
protección. 

De acuerdo a la Red por los Derechos de la 
Infancia en México REDIM a la fecha no existe un dato 
oficial sobre el número de víctimas de violencia vicaria 
en México, aunque la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos (CNDH) se encuentra estudiando 
más de 150 casos de violencia vicaria en diferentes 
entidades del país. 
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Por su parte, la Secretaría de Salud lleva un 

registro de las víctimas de violencia atendidas en 

hospitales del país en sus Registros de lesiones 2020-

2021. Esta Secretaría no especifica si una niña, niño o 

adolescente ha sido víctima de violencia vicaria; 

aunque es posible en su plataforma identificar cuántas 

personas de entre 0 y 17 años han sido víctima de 

violencia por parte de sus padres o padrastros. Ya que 

las niñas y niños que han sido víctima de formas de 

violencia que en algunos casos podrían consistir en 

violencia vicaria como las que anteriormente se 

mencionaron (familiar, sexual, psicológica, física). 
En dicho tenor, consideramos necesario realizar 

reformas al Código Penal para establecer tipos 

penales y sanciones que contemplen la retención y 

sustracción de menores efectuada por familiares 

sancionando severamente y suspendiendo derechos 

como la patria potestad y/o la guarda y custodia, al 

tiempo de llevar a cabo reformas a la  Ley de Acceso 

de las Mujeres a Una Vida Libre de Violencia para el 

Estado de Morelos para ampliar la definición de la 

Violencia Vicaria como una violencia que por igual 

afecta a mujeres, niños, niñas y adolescentes. 

Con la presente iniciativa que reforma el artículo 
203 y adiciona un artículo 203 Bis al Código Penal del 

Estado de Morelos proponemos proteger y privilegiar 

el interés superior del menor estableciendo tipos 

penales y sanciones que oscilan desde uno a seis 

años de prisión y de cien a mil Unidades de Medida y 

Actualización en contra de aquellas personas que 

siendo o no familiares de un menor de edad o incapaz 

los RENTENGAN O SUSTRAIGAN sin el 

consentimiento de sus tutores o de quienes ostenten 

la legal guardia y custodia, destacando que las 

referidas sanciones se proponen duplicar cuando se 

trate de menores de DOCE AÑOS DE EDAD. 
Asimismo, con estas reformas además 

sancionar ejemplarmente proponemos suspender los 

derechos de aquellos familiares hasta el cuarto grado 

que RETENGAN O SUSTRAIGAN a menores de edad 

o incapaces que se encuentren en los siguientes 

supuestos:  

Uno: Que no permitan las convivencias 

decretadas por resolución judicial o convenio;  

Dos: Que hayan perdido la patria potestad o 

ejerciendo ésta se encuentre suspendida o limitada;  

Tres:  Que no tengan la guarda y custodia 

provisional o definitiva o la tutela sobre él menor o 
incapaz; y, 

Cuatro: teniendo la guarda y custodia 

compartida, no devuelva al menor de edad o incapaz 

en los términos de la resolución o el convenio que se 

haya dictado para ello. 

No es de más señalar que esta problemática, 

que lamentablemente es tan común en la entidad 

también genera daños a la integridad física, 

emocional, económica, patrimonial y familiar en 

detrimento de las mujeres morelenses. 

Se afirma lo anterior ya que, en gran parte de 

los casos de retención o sustracción de menores se 

hace violentando a las mujeres, y en muchos de los 

casos se utilizan a los menores para causar dolor y 

sufrimiento al retenerlos, sustraerlos, ocultarlos, 

amenazarlos y al promover mecanismos jurídicos y no 

jurídicos que retrasen, obstaculicen, limiten e impidan 

la convivencia con el propósito de dominar, someter, 

manipular, controlar o agredir de manera física, verbal 

psicológica, patrimonial, económica o sexual a las 

mujeres e incluso provocar el suicidio, feminicidio u 

homicidio de las madres de sus hijas e hijos. 

Por ello, proponemos definir mediante una 

modificación a la fracción X de la Ley de acceso de las 

mujeres a una vida libre de violencia para el estado de 

Morelos el concepto de violencia vicaría la cual se 

resume en la utilización, retención y sustracción de 

menores para ocasionar un daño directo una mujer. 

Asimismo, en dicha propuesta establecemos 

que la Fiscalía del estado, las autoridades 

jurisdiccionales y cualquier otra autoridad que conozca 

de un asunto de violencia vicaria, en el ámbito de su 

competencia, deberán de manera pronta realizar todos 

los actos necesarios para salvaguardar la integridad 

física y psicológica de las mujeres, sus hijas e hijos. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, 

someto a la consideración de esta Honorable 

Asamblea, la siguiente Iniciativa con Proyecto de 

Decreto para quedar como sigue:   
CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS 

CAPÍTULO II 
SUSTRACCIÓN O RETENCIÓN DE MENORES O 

INCAPACES 

TEXTO VIGENTE 
PROYECTO DE 

INICIATIVA 

ARTÍCULO 203.- Al que 

sin tener relación familiar 

o de tutela con un menor 

de edad o incapaz, lo 

sustraiga o lo retenga, sin 

el consentimiento de 

quien tenga su legítima 

custodia o guarda, se le 

impondrá de uno a cinco 

años de prisión.  

Si el agente es familiar 

del menor, pero no ejerce 

la patria potestad o la 

tutela sobre él, se le 

aplicará hasta la mitad de 

la sanción prevista en el 

párrafo anterior.  

Sin correlativo. 

Cuando quien sustrae o 

retiene indebidamente al 

menor o al incapaz lo 

devuelve 

ARTÍCULO 203.- A quien, 

sin tener relación de 

parentesco, ya sea al 

ascendiente, 

descendiente, pariente 

colateral o afín hasta el 

cuarto grado o de tutela 

con un menor de edad o 

incapaz lo retenga sin el 

consentimiento de quien 

tenga su legítima custodia 

o guarda, se le impondrá 

de uno a cinco años de 

prisión y de cien a mil 

Unidades de Medida y 

Actualización. 

A quien bajo los mismos 

supuestos del párrafo 

anterior sustraiga a un 

menor de edad o incapaz 

de su custodia legítima o 

su guarda, se le impondrá 
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espontáneamente dentro 

de los tres días siguientes 

a la consumación del 

delito, se le impondrá 

hasta una tercera parte 

de la sanción señalada.  

El juez podrá prescindir 

de dicha sanción si lo 

considera pertinente, en 

vista de las circunstancias 

del caso. Los delitos 

previstos en este artículo 

se perseguirán por 

querella de quien tenga 

derechos familiares o de 

tutela con respecto al 

menor o al incapaz. 

de dos a seis años de 

prisión y de doscientos a 

mil Unidades de Medida y 

Actualización. 

Si el agente que retenga 

o sustraiga de su custodia 

legítima o su guarda 

ostenta parentesco, ya 

sea ascendiente, 

descendiente, pariente 

colateral o afín hasta el 

cuarto grado del menor, 

pero no ejerce la patria 

potestad o la tutela sobre 

él, se le aplicará hasta la 

mitad de la sanción 

prevista en el párrafo 

anterior.  

Si la retención o 

sustracción se realiza en 

contra de una persona 

menor de doce años de 

edad, las penas previstas 

en los párrafos anteriores 

se incrementarán en una 

mitad. 

Cuando quien sustrae o 

retiene indebidamente al 

menor o al incapaz lo 

devuelve 

espontáneamente dentro 

de los tres días siguientes 

a la consumación del 

delito, se le impondrá 

hasta una tercera parte 

de la sanción señalada.  

El juez podrá prescindir 

de dicha sanción si lo 

considera pertinente, en 

vista de las circunstancias 

del caso. Los delitos 

previstos en este artículo 

se perseguirán por 

querella de quien tenga 

derechos familiares o de 

tutela con respecto al 

menor o al incapaz. 

Sin correlativo. Artículo 203. Bis. Se 

impondrá de dos a seis 

años de prisión, multa de 

cien a mil Unidades de 

Medida y Actualización, y 

suspensión de los 

derechos respecto de la 

víctima, en su caso, al 

ascendiente, 

descendiente, pariente 

colateral o afín hasta el 

cuarto grado, que retenga 

o sustraiga a una persona 

menor de edad o incapaz, 

en los siguientes casos:  

I. Que haya perdido la 

patria potestad o 

ejerciendo ésta se 

encuentre suspendida o 

limitada;  

II. No tenga la guarda y 

custodia provisional o 

definitiva o la tutela sobre 

él;  

III. No permita las 

convivencias decretadas 

por resolución judicial o 

convenio; o  

IV. Teniendo la guarda y 

custodia compartida, no 

devuelva a la persona 

menor de edad o incapaz 

en los términos de la 

resolución o convenio que 

se haya dictado para ello.  

Si la retención o 

sustracción se realiza en 

contra de una persona 

menor de doce años de 

edad, las penas previstas 

en el presente artículo se 

incrementarán en una 

mitad. 

Cuando quien sustrae o 

retiene indebidamente al 

menor o al incapaz lo 

devuelve 

espontáneamente dentro 

de los tres días siguientes 

a la consumación del 

delito, se le impondrá 

hasta una tercera parte 

de la sanción señalada.  

El juez podrá prescindir 

de dicha sanción si lo 

considera pertinente, en 

vista de las circunstancias 

del caso. Los delitos 

previstos en este artículo 

se perseguirán por 

querella de quien tenga 

derechos familiares o de 

tutela con respecto al 

menor o al incapaz. 
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PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMA LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 20 DE 

LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA 

LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE 

MORELOS PARA AMPLIAR LA DEFINICIÓN 

VIOLENCIA VICARIA  

CAPÍTULO VII DE LOS TIPOS DE VIOLENCIA 

CONTRA LAS MUJERES 

TEXTO VIGENTE PROYECTO DE 

INICIATIVA 

Artículo *20.- Los tipos de 

violencia contra las 

mujeres que pueden 

encontrarse en sus 

diferentes modalidades 

son: 

X.- Violencia Vicaria. -Es la 

violencia psicológica 

ejercida en contra de la 

mujer por quien sea o haya 

sido su cónyuge, 

concubino o pareja 

sentimental, quien por sí o 

por interpósita persona 

genere violencia sobre 

cualquier ascendiente o 

descendiente de la víctima, 

lo cual le provoca 

afectaciones o daño 

psicoemocional; y, 

 

Artículo *20.- Los tipos 

de violencia contra las 

mujeres que pueden 

encontrarse en sus 

diferentes modalidades 

son: 

X.- Violencia Vicaria.- Es 

la  acción u omisión 

cometida en contra de 

una mujer, con quien 

tenga o haya tenido una 

relación de matrimonio, 

concubinato o relación 

de hecho o de cualquier 

otro tipo, por si o por 

interpósita persona, que 

provoque o tenga la 

intención de causarle 

cualquier tipo de daño o 

sufrimiento al propiciar la 

separación de la madre 

con sus hijas e hijos o 

persona vinculada 

significativamente a la 

mujer, a través de la 

retención, sustracción, 

ocultamiento, maltrato, 

amenaza, puesta en 

peligro o promoviendo 

mecanismos jurídicos y 

no jurídicos que 

retrasen, obstaculicen, 

limiten e impidan la 

convivencia con el 

propósito de dominar, 

someter, manipular, 

controlar o agredir de 

manera física, verbal 

psicológica, patrimonial, 

económica o sexual a 

las mujeres e incluso 

provocar el suicidio, 

feminicidio u homicidio 

de las madres de sus 

hijas e hijos. 

La Fiscalía, las 

autoridades 

jurisdiccionales y 

cualquier otra autoridad 

que conozca de un 

asunto de violencia 

vicaria, en el ámbito de 

su competencia, 

deberán realizar todos 

los actos necesarios 

para salvaguardar la 

integridad física y 

psicológica de las 

mujeres, sus hijas e 

hijos, de manera 

inmediata una vez 

teniendo conocimiento 

formal de la 

configuración de la 

Violencia Vicaria.   

Debido a las precisiones legislativas antes 
señaladas presentamos la siguiente INICIATIVA CON 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 
REFORMA EL ARTÍCULO 203 Y SE ADICIONA UN 
ARTÍCULO 203 BIS AL CÓDIGO PENAL PARA EL 
ESTADO DE MORELOS EN RELACIÓN A LA 
SUSTRACCIÓN Y RETENCIÓN DE MENORES; ASÍ 
COMO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN X 
DEL ARTÍCULO 20 DE LA LEY DE ACCESO DE LAS 
MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA 
EL ESTADO DE MORELOS PARA AMPLIAR LA 
DEFINICIÓN DENOMINADA VIOLENCIA VICARIA; lo 
anterior para quedar de la siguiente manera:  
CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS 

[é] 
ñCAPÍTULO II 

SUSTRACCIÓN O RETENCIÓN DE MENORES O 
INCAPACES 

ARTÍCULO 203.- A quien, sin tener relación de 
parentesco, ya sea al ascendiente, descendiente, 
pariente colateral o afín hasta el cuarto grado o de 
tutela con un menor de edad o incapaz lo retenga, sin 
el consentimiento de quien tenga su legítima custodia 
o guarda, se le impondrá de uno a cinco años de 
prisión y de cien a mil Unidades de Medida y 
Actualización. 

A quien bajo los mismos supuestos del párrafo 
anterior sustraiga a un menor de edad o incapaz de su 
custodia legítima o su guarda, se le impondrá de dos a 
seis años de prisión y de doscientos a mil Unidades de 
Medida y Actualización. 

Si el agente que retenga o sustraiga de su 
custodia legítima o su guarda ostenta parentesco, ya 
sea ascendiente, descendiente, pariente colateral o 
afín hasta el cuarto grado del menor, pero no ejerce la 
patria potestad o la tutela sobre él, se le aplicará hasta 
la mitad de la sanción prevista en el párrafo anterior.  

Si la retención o sustracción se realiza en contra 
de una persona menor de doce años de edad, las 
penas previstas en los párrafos anteriores se 
incrementarán en una mitad. 
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Cuando quien sustrae o retiene indebidamente 

al menor o al incapaz lo devuelve espontáneamente 

dentro de los tres días siguientes a la consumación del 

delito, se le impondrá hasta una tercera parte de la 

sanción señalada.  

El juez podrá prescindir de dicha sanción si lo 

considera pertinente, en vista de las circunstancias del 

caso. Los delitos previstos en este artículo se 

perseguirán por querella de quien tenga derechos 

familiares o de tutela con respecto al menor o al 

incapaz. 

Artículo 203. Bis. Se impondrá de dos a seis 

años de prisión, multa de cien a mil Unidades de 

Medida y Actualización, y suspensión de los derechos 

respecto de la víctima, en su caso, al ascendiente, 

descendiente, pariente colateral o afín hasta el cuarto 

grado, que retenga o sustraiga a una persona menor 

de edad o incapaz, en los siguientes casos:  

I. Que haya perdido la patria potestad o 

ejerciendo ésta se encuentre suspendida o limitada;  

II. No tenga la guarda y custodia provisional o 

definitiva o la tutela sobre él;  

III. No permita las convivencias decretadas por 

resolución judicial o convenio; o  

IV. Teniendo la guarda y custodia compartida, 

no devuelva a la persona menor de edad o incapaz en 

los términos de la resolución o convenio que se haya 

dictado para ello.  

Si la retención o sustracción se realiza en contra 

de una persona menor de doce años de edad, las 

penas previstas en el presente artículo se 

incrementarán en una mitad. 

Cuando quien sustrae o retiene indebidamente 

al menor o al incapaz lo devuelve espontáneamente 

dentro de los tres días siguientes a la consumación del 

delito, se le impondrá hasta una tercera parte de la 

sanción señalada.  

El juez podrá prescindir de dicha sanción si lo 

considera pertinente, en vista de las circunstancias del 

caso. Los delitos previstos en este artículo se 

perseguirán por querella de quien tenga derechos 

familiares o de tutela con respecto al menor o al 

incapaz. 

[é] 

LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA 

LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE 

MORELOS PARA AMPLIAR LA DEFINICIÓN 

VIOLENCIA VICARIA 

[é] 

ñCAPÍTULO VII DE LOS TIPOS DE VIOLENCIA 

CONTRA LAS MUJERES 

Artículo *20.- Los tipos de violencia contra las 

mujeres que pueden encontrarse en sus diferentes 

modalidades son: 

I ï IX. é 

X.- Violencia vicaria.- Es la  acción u omisión 
cometida en contra de una mujer, con quien tenga o 
haya tenido una relación de matrimonio, concubinato o 
relación de hecho o de cualquier otro tipo, por si o por 
interpósita persona, que provoque o tenga la intención 
de causarle cualquier tipo de daño o sufrimiento al 
propiciar la separación de la madre con sus hijas e 
hijos o persona vinculada significativamente a la 
mujer, a través de la retención, sustracción, 
ocultamiento, maltrato, amenaza, puesta en peligro o 
promoviendo mecanismos jurídicos y no jurídicos que 
retrasen, obstaculicen, limiten e impidan la convivencia 
con el propósito de dominar, someter, manipular, 
controlar o agredir de manera física, verbal 
psicológica, patrimonial, económica o sexual a las 
mujeres e incluso provocar el suicidio, feminicidio u 
homicidio de las madres de sus hijas e hijos. 

La Fiscalía, las autoridades jurisdiccionales y 
cualquier otra autoridad que conozca de un asunto de 
violencia vicaria, en el ámbito de su competencia, 
deberán realizar todos los actos necesarios para 
salvaguardar la integridad física y psicológica de las 
mujeres, sus hijas e hijos, de manera inmediata una 
vez teniendo conocimiento formal de la configuración 
de la Violencia Vicaria.   

[é] 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

PRIMERO. - Remítase el presente decreto al 
Titular del Poder Ejecutivo del Estado, para su 
promulgación y publicación respectiva de conformidad 
con los artículos 44, 47 y 70 fracción XVII, inciso a) de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos.  

SEGUNDO. - El presente decreto, entrará en 
vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial ñTierra y Libertadò, Órgano de 
difusión Oficial del Gobierno del Estado de Morelos.  

TERCERO. Se derogan las disposiciones de 
igual o menor grado que se opongan a la presente 
reforma. 

CUARTO. Una vez vigente el presente decreto, 
las reformas y adiciones previstas en los artículos 203 
y 203 BIS no tendrá efecto retroactivo en perjuicio 
alguno, por lo que todas aquellas actuaciones 
efectuadas por autoridades ministeriales y 
jurisdiccionales llevadas a cabo previo a la vigencia 
del presente Decreto continuarán con el marco 
normativo aplicable al momento de su respectivo 
inicio. 

Suscrito en salón de sesiones del H. Congreso 
del Estado de Morelos, a 13 de junio de 2023.  

IV. VALORACIÓN DE LAS INICIATIVAS. 
Derivado del análisis realizado por las y los 

integrantes de las comisiones dictaminadoras, de las 
iniciativas que tenemos a la vista, coincidimos en 
emitir un dictamen en sentido positivo, realizando un 
dictamen conjunto. 

Cabe mencionar que, se consideraran en el 
presente dictamen las opiniones técnicas-jurídicas que 
en su caso haya remitido el Instituto de 
Investigaciones Legislativas del Congreso del Estado 
de Morelos y de la Fiscalía General del Estado de 
Morelos. 
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Por cuanto a la iniciativa de la diputada Luz 

Dary Quevedo Maldonado, relacionada con ñviolencia 

obstétricaò, se realiza el siguiente análisis y valoración. 

En la República Mexicana, actualmente algunas 

entidades federativas contemplan en su legislación 

penal la figura del tipo delictivo de la violencia 

obstétrica, como es el caso del artículo 157, del 

Código Penal para el Estado de Aguascalientes, 

artículos 183 Ter y 183 Quater, del Código Penal para 

el Estado de Chiapas, artículos 202 y 203, fracción III, 

del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de 

Guerrero, artículo 243 Quinquies, Código Penal del 

Estado de Yucatán, artículo 356 Bis, del Código Penal 

del Estado Libre y Soberano de Puebla, artículo 112 

bis, del Código Penal para el Estado Libre y Soberano 

de Quintana Roo, artículo 363, del Código Penal para 

el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, artículo 

276, del Código Penal del Estado de México. 

Como lo argumenta la iniciadora en su 

exposición de motivos, se han reportado y registrado 

en los últimos años diversos maltratos, humillaciones y 

acciones denigrantes hacia las mujeres durante el 

embarazo, el parto así como en el puerperio, suscitado 

por el personal que labora en los nosocomios y demás 

centros de salud, al caso, se recuerda el incidente 

vergonzoso que fue noticia a nivel internacional el 

ocurrido en el mes de agosto en el año 2020, de la 

mujer en el estado de Morelos, a la que se le negó la 

atención médica oportuna por parte del personal que 

laboraba en ese momento en la clínica de salud que 

se encuentra ubicada en el municipio de Tlaltizapán, 

Morelos, quien dio a luz en las cercanías de la clínica 

en la noche y bajo la lluvia. 

Ahora bien, respecto al delito contra los 

derechos reproductivos de las mujeres, el mismo se 

encuentra tipificado desde junio del año 2012, en los 

artículos del 199 ter al 199 sextus del Código Penal 

Federal y algunas legislaciones penales en el país han 

comenzado a incorporar como delitos la violación a los 

mismos, entre los que se encuentran el Estado de 

México, Guerrero, y Veracruz, contemplan en su 

legislación el tipo penal de referencia. 

Cabe mencionar que, en cuanto a los delitos 

relacionados a los derechos reproductivos de las 

mujeres, se encuentran tales como la fecundación a 

través de medios clínicos, la inseminación artificial 

indebida, la esterilidad provocada, la procreación 

asistida y en algunos casos el aborto provocado sin el 

consentimiento de la mujer embarazada
7
, en la 

iniciativa de estudio y materia del presente dictamen 

es el relativo a la esterilidad provocada. 
                                                      
7 Patricia Olamendi Torres, ñDelitos contra las mujeresò, an§lisis de 
la clasificación mexicana de delitos, UNIFEM, 2007, consultable en: 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/26389.pdf  

Actualmente el Código Penal para el Estado de 

Morelos, carece de un capítulo, así como de artículos 

en los cuales se contemple el tipo base y las posibles 

modalidades del delito de violencia obstétrica, ante lo 

cual, es necesario y prudente que la presente 

legislatura se aboque al análisis y estudio del caso.  

De conformidad con la información obtenida de 

las páginas oficiales del Instituto Nacional de Salud 

Pública (INSP), se tiene el reporte de que millones de 

mujeres en el país, entre el año 2011 y 2016, el 33.4% 

de las mujeres de 15 a 49 años, que tuvieron un parto, 

sufrió algún tipo de maltrato por parte del personal que 

la atendió, estableciendo en dicho reporte que la 

mayor proporción de casos reportados se encontraron 

en los estados de Morelos, México, Tlaxcala, Ciudad 

de México y Querétaro.
8
  

Del mencionado estudio realizado por el INSP 

antes referido, además del maltrato físico y verbal, 

otras de las formas de violencia en la atención 

obstétrica es la práctica injustificada de cesáreas, de 

ahí que de las 3.7 millones de mujeres a las que se les 

práctico este procedimiento quirúrgico, el 10.3% no fue 

informada de la razón, y el 9.7% no le pidieron su 

autorización para realizarla. 

Por otra parte, es importante establecer en este 

capitulado el resultado de la Encuesta Nacional sobre 

la Dinámica de las Relaciones en los Hogares 

(ENDIREH) 2016, primera encuesta nacional que 

incluye una sección para valorar la atención obstétrica, 

que las mujeres recibieron durante su último parto por 

parte del personal que las atendió, denominado 

ñMaltrato en la Atención Obstétricaò, arrojó los 

siguientes resultados: 

De un universo de 32.8 millones de mujeres de 

15 años y más, que tienen entre 15 y 49 años de edad 

(70.7% del total). 

¶  8.7 millones (26.7%), tuvieron al menos un 

parto en los últimos 5 años, de octubre de 2011 a 

octubre de 2016. 

¶  3.7 millones (42.8%), reportó que el 

nacimiento de su último hijo/a fue por cesárea. 

Dando como resultado que, en los últimos 5 

años, 33.4% de las mujeres de 15 a 49 años que 

tuvieron un parto, sufrió algún tipo de maltrato por 

parte de quienes las atendieron en el parto. 

Resultando Morelos con un porcentaje de 36.0 a 

39.5, encontrándose dentro de los 5 estados con 

mayor proporción de incidencia en Violencia 

Obstétrica a nivel nacional. 

Con base en este reporte, observamos que este 

tipo de violencia es de lo más común en perjuicio de 

las mujeres, por consiguiente, es sumamente oportuna 

la iniciativa que se estudia en este momento. 

                                                      
8 https://www.insp.mx/avisos/5138-dia-violencia-mujer-obstetrica.html. 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/26389.pdf
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Aportando mayor datos de información con 
relación a la iniciativa que nos ocupa, la violencia 
contra las mujeres es una violación a los derechos 
humanos reconocidos en instrumentos internaciones 
como la Convención Belém do Pará, la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación en contra de la Mujer (CEDAW por sus 
siglas en inglés), y a nivel nacional en la Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, y la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia para el Estado de Morelos, los 
cuales protegen de cualquier tipo de violencia a las 
mujeres, tanto en el ámbito público como el privado, 
incluyendo la violencia obstétrica. 

Como se ha expuesto, la violencia obstétrica se 
genera con el maltrato que sufre la mujer embarazada 
al ser juzgada, atemorizada, humillada o lastimada 
física y psicológicamente. Se presenta en los lugares 
que prestan servicios médicos y se da en todas las 
esferas de la sociedad. 

Estos son algunos actos constitutivos de 
violencia obstétrica: 

¶ Practicar el parto por cesárea, existiendo las 
condiciones para realizar un parto natural, sin el 
consentimiento voluntario, expreso e informado de la 
mujer. 

¶ Obligar a parir acostada y/o inmovilizada; 
¶ Negar u obstaculizar la posibilidad de cargar y 

amamantar al bebé o la bebé inmediatamente al 
nacer; y, 

¶ No atender oportuna y eficazmente las 
emergencias obstétricas. 

Con base en todo lo antes expuesto, se debe 
garantizar en el Estado de Morelos el acceso a la 
salud sexual y reproductiva segura, aceptable y de 
buena calidad, primordialmente en la atención de la 
salud materna, ya que esto puede reducir 
drásticamente los índices de morbimortalidad materna. 
Las mujeres embarazadas tienen derecho a recibir un 
trato igual de digno que otras personas, a contar con 
la libertad de solicitar y recibir información, a no ser 
víctima de la discriminación y a obtener el más alto 
nivel de salud física y mental, incluida la salud sexual y 
reproductiva.  

Cabe mencionar, que se recibieron 
observaciones de la representación de la y los 
diputados del grupo parlamentario de acción nacional, 
en esta comisión legislativa, mismas que fueron 
valoradas al momento de dictaminar la misma. 

Respecto a las iniciativas de los diputados Julio 
César Solís Serrano y María Paola Cruz Torres, en 
materia de violencia vicaria, es de destacarse que, 
como se mencionó en el inciso f) del apartado I 
denominado ñAntecedentes Legislativosò, del presente 
dictamen, en fecha 01 de febrero del 2023, se publicó 
la reforma que adiciona la fracción X del artículo 20 de 
la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia para el Estado de Morelos, definir, incorporar 
y reconocer a la violencia vicaria como una forma de 
violencia en contra de la mujer. 

No obstante, que, en la Ley General de Acceso 

de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, aun no 

se encuentra la incorporación del concepto de 

violencia vicaria, en fecha 08 de marzo del 2023, se 

aprobó el dictamen del Comisión de Igualdad de 

Género, de la Cámara de Diputados LXV Legislatura 

del H. Congreso de la Unión
9
, para reformar y 

adicionar la Ley General de Acceso de las mujeres a 

una vida libre de Violencia. 

A continuación, se insertarán a la letra tanto el 

texto legislativo mencionado en el párrafo que 

antecede, como el texto propuesto por la iniciadora la 

diputada María Paola Cruz Torres y el contenido 

actual de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia para el Estado de Morelos: 
Dictamen 

comisión de 
igualdad de 

género, cámara 
de diputados 
del Congreso 
de la Unión 

iniciativa 
presentada por la 

diputada María 
Paola Cruz 

Torres 

Ley de Acceso 
de las Mujeres 

a una Vida 
Libre de 

Violencia para 
el estado de 

Morelos 
ARTÍCULO 7 
Bls. Violencia 
vicaria es la 
acción u 
omisión 
cometida en 
contra de una 
mujer, por la 
persona con la 
que tenga o 
haya tenido una 
relación de 
matrimonio, 
concubinato o 
relación de 
hecho, con la 
intención de 
causarle 
cualquier tipo 
de daño o 
sufrimiento, 
separarla de 
sus hijas e hijos 
y causar 
desapego en el 
vínculo 
materno-filial, 
utilizando la 
violencia. 
Incurre en 
violencia vicaria 
quien sustraiga, 
retenga, oculte, 
maltrate, 
amenace, 

Artículo 20.- Los 
tipos de violencia 
contra las 
mujeres que 
pueden 
encontrarse en 
sus diferentes 
modalidades son: 
X-Violencia 
Vicaria.- Es la 
acción u omisión 
cometida en 
contra de una 
mujer, con quien 
tenga o haya 
tenido una 
relación de 
matrimonio, 
concubinato o 
relación de hecho 
o de cualquier 
otro tipo, por si o 
por Interposita 
persona, que 
provoque o tenga 
la intención de 
causarte 
cualquier tipo de 
daño o 
sufrimiento al 
propiciar la 
separación de la 
madre con sus 
hijas e hijos o 
persona 

Artículo 20.- 
Los tipos de 
violencia contra 
las mujeres que 
pueden 
encontrarse en 
sus diferentes 
modalidades 
son: 
X.- violencia 
vicaria.- Es la 
violencia 
psicológica 
ejercida en 
contra de la 
mujer por quien 
sea o haya sido 
su cónyuge, 
concubino o 
pareja 
sentimental, 
quien por sí o 
por interpósita 
persona genere 
violencia sobre 
cualquier 
ascendiente o 
descendiente 
de la víctima, lo 
cual le provoca 
afectaciones o 
daño 
psicoemocional; 

                                                      
9 Gaceta Parlamentaria, Palacio Legislativo de San Lázaro, 

miércoles 8 de marzo de 2023, consultable en: 

http://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2023/mar/20230308-VI.pdf  

http://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2023/mar/20230308-VI.pdf
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ponga en 
peligro la 
integridad y 
salud, violente 
fisica, 
económica, 
psicológica o 
sexualmente a 
las hijas e hijos 
de las mujeres; 
interponga 
procedimientos 
judiciales falsos 
o conductas 
procesales 
dilatorias para 
impedir la 
convivencia o 
guarda y 
custodia con el 
propósito de 
dominar, 
someter, 
manipular, 
controlar o 
agredir de 
manera fisica, 
verbal, 
psicológica, 
patrimonial, 
económica o 
sexual a las 
mujeres e 
incluso 
provocar el 
suicidio, 
feminicidio u 
homicidio de 
las madres y de 
sus hijas e 
hijos. 
El ministerio 
público, las 
autoridades 
jurisdiccionales, 
y cualquier otra 
autoridad que 
conozca de un 
asunto de 
violencia 
vicaria, en el 
ámbito de su 
competencia, 
deberán 
realizar todos 
los actos 
necesarios para 
salvaguardar la 
integridad fisica 
y psicológica de 
las mujeres, 
sus hijas e 
hijos, de 
manera 
inmediata 

vinculada 
significativamente 
a la mujer, a 
través de la 
retención, 
sustracción, 
ocultamiento, 
maltrato, 
amenaza puesta 
en peligro o 
promoviendo 
mecanismos 
jurídicos y no 
jurídicos que 
retrasen, 
obstaculicen, 
limiten e impidan 
la convivencia 
con el propósito 
de dominar, 
someter, 
manipular, 
controlar o 
agredir de 
manera fisica, 
verbal 
psicológica, 
patrimonial, 
económica o 
sexual a las 
mujeres e incluso 
provocar el 
suicidio, 
feminicidio u 
homicidio de las 
madres de sus 
hijas e hijos. 
La Fiscalía, las 
autoridades 
jurisdiccionales y 
cualquier otra 
autoridad que 
conozca de un 
asunto de 
violencia vicaria, 
en el ámbito de 
su competencia, 
deberán realizar 
todos los actos 
necesarios para 
salvaguardar la 
integridad física y 
psicológica de las 
mujeres, sus 
hijas e hijos de 
manera 
inmediata una 
vez teniendo 
conocimiento 
formal de la 
configuración de 
la Violencia 
Vicaria. 

Cabe resaltar que aproximadamente 22 

entidades federativas han incorporado y reconocido la 

violencia vicaria en su respectiva Ley de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia y algunas otras 

en sus códigos penales y civiles tales como: Puebla, 

Zacatecas, Yucatán, Zacatecas, Baja California Sur, 

San Luis Potosí e Hidalgo 

A continuación, se inserta el contenido de 

algunos textos legislativos que regulan la violencia 

vicaria: 

LEGISLACIÓN PENAL 

Entidad Contenido: 

Código Penal para el 

Estado de Hidalgo. 

Artículo 243 Bis.- Comete el 

delito de violencia familiar 

quien ejerza cualquier tipo 

de violencia física, 

psicológica, sexual, 

económica, patrimonial o 

vicaria que ocurra o haya 

ocurrido dentro o fuera del 

domicilio o lugar que habite, 

en contra de: 

I.- El o la cónyuge, el o la ex-

cónyuge, la concubina, ex-

concubina, el concubinario o 

ex concubinario; 

II.- El pariente consanguíneo 

en línea recta ascendente o 

descendente sin límite de 

grado o el pariente colateral 

consanguíneo o afín hasta el 

cuarto grado; 

III.- El adoptante o adoptado; 

o 

IV.- El incapaz sobre el que 

se es tutor. 

A quién cometa el delito de 

violencia familiar, se le 

impondrá de uno a seis años 

de prisión, multa de 50 a 100 

días y perderá el derecho de 

pensión alimenticia. 

Asimismo, se sujetará a 

tratamiento psicoterapéutico 

reeducativo especializado 

para personas agresoras 

que refiere la Ley de Acceso 

de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia para el 

Estado de Hidalgo, el que en 

ningún caso excederá del 

tiempo impuesto en la pena 

de prisión. En caso de que la 

víctima sea menor de edad, 

incapaz o persona mayor de 

sesenta años, se aumentará 

en una mitad la pena que 

corresponda. No se justifica 



Página 20  PERIÓDICO OFICIAL  02 de agosto de 2023 

en ningún caso como 

tratamiento médico o 

rehabilitación la violencia 

hacia cualquier persona con 

algún trastorno mental o 

adicción. 

Artículo 243 Quáter.- 

Independientemente de que 

resulte otro delito, para los 

efectos del presente 

Capítulo se entiende por: 

VI.- Violencia Vicaria: Es el 

daño provocado a una mujer 

a través de una acción u 

omisión que afecte física o 

psicológicamente a sus 

hijas, hijos, persona con la 

que tenga otro parentesco o 

relación afectiva. La persona 

generadora de esta violencia 

será aquella con quien la 

mujer mantenga o haya 

mantenido una relación de 

hecho, matrimonio, 

concubinato, o de 

parentesco por 

consanguinidad o afinidad, 

con o sin convivencia. 

Código Penal del 

Estado Libre y 

Soberano de Puebla 

Artículo 284 Bis. 

é. 

Independientemente de lo 

establecido en el párrafo 

anterior, la pena podrá 

incrementarse hasta en un 

tercio, cuando de cometerse 

en contra de una niña, niño o 

adolescente, se realice 

utilizándoles como 

instrumento para causar daño 

a la madre. 

Código Penal del 

Estado de Yucatán 

CAPÍTULO VIII 
Violencia Vicaria contra la 
Mujer 
Artículo 230 Bis. Comete el 
delito de violencia vicaria, el o 
la cónyuge; la concubina o 
concubinario, o la persona 
que mantenga o haya 
mantenido una relación de 
hecho, de pareja o similares 
de afectividad con la víctima, 
aún sin convivencia, que 
ejerza por sí misma o por 
interpósita persona, cualquier 
acto u omisión intencional 
contra una mujer, utilizando 
como medio a las hijas e 
hijos, familiares, personas 
mayores de sesenta años de 
edad, con discapacidad, 
mascotas o bienes de la 

víctima, para causarle algún 
tipo de daño o afectación 
psicoemocional, física, 
económica, patrimonial o de 
cualquier tipo tanto a la 
víctima como a quienes 
fungieran como medio. 
Artículo 230 Ter. Se 
considera que existe la 
finalidad de causar daño a la 
persona víctima, cuando 
utilizando como medio a las 
hijas e hijos, personas 
mayores de sesenta años de 
edad, con discapacidad, 
mascotas o bienes de 
aquella, concurran cualquiera 
de las circunstancias 
siguientes: 
I. Cuando existan denuncias 
de violencia familiar por parte 
de las personas utilizadas 
contra la persona víctima. 
II. Cuando interponga por sí o 
a través de un tercero alguna 
denuncia, querella, queja, 
demanda o algún otro 
procedimiento ante autoridad 
competente, contra ella, o 
alguno de sus parientes por 
consanguinidad o afinidad 
hasta el cuarto grado, en 
ambas líneas, pariente civil o 
su nueva pareja sentimental 
o de cualquier otro que se 
encuentre sujeto a la 
custodia, guarda, protección, 
o aquella con la que tenga 
estrecha amistad; 
III. Cuando sin orden de la 
autoridad competente, se 
sustraiga de la custodia o 
guarda de quien la ejerza a 
las hijas o hijos de ésta. 
IV. Existan amenazas 
verbales o escritas de la 
persona agresora hacia la 
víctima, de no volver a ver a 
las hijas o hijos, o tener la 
custodia de éstos. 
V. Se evite la convivencia de 
las niñas, niños y 
adolescentes, según sea el 
caso, con la 
madre, teniendo la custodia o 
guarda de los mismos. 
VI. Exista cualquier acto de 
manipulación parental que 
tenga por objeto que las hijas 
o hijos 
menores de edad o con 
discapacidad, rechacen, 
generen rencor, antipatía, 
desagrado o 
temor contra la madre. 
VII. Dilatación de los 
procesos jurídicos existentes 
con la intención de romper el 
vínculo 
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filial. 
VIII. Cuando la persona 
agresora suspenda 
tratamientos médicos, 
consultas, sin 
autorización médica o alguna 
actividad o deporte del que 
sea afín. 
IX. Cause muerte o suicidio 
de la madre y/o de sus hijas e 
hijos. 
Artículo 230 Quáter. A quien 
cometa el delito de violencia 
vicaria se le impondrá de 
cuatro a ocho años de 
prisión. 
Las penas previstas se 
incrementarán hasta en una 
tercera parte en su mínimo y 
máximo si se incurre en daño 
físico a las hijas o hijos, 
personas mayores de 
sesenta años de edad, con 
discapacidad, mascotas o 
bienes de la víctima, sin 
perjuicio de las sanciones 
descritas en este Código en 
el caso de concurso de 
delitos. 
Artículo 230 Quinquies. Al 
servidor público que retarde o 
entorpezca maliciosamente o 
por negligencia la 
procuración o administración 
de justicia, cuando se trate de 
la investigación de un delito 
de violencia vicaria, 
sustracción de niñas, niños o 
adolescente, o violencia 
familiar, se le impondrán de 
tres a ocho años de prisión y 
de quinientos a mil quinientos 
días multa, además será 
destituido e inhabilitado de 
seis a diez años para 
desempeñar otro empleo, 
cargo o comisión públicos. 

Código Penal para el 

Estado de Zacatecas 

CAPÍTULO VIII VIOLENCIA 
FAMILIAR 
Art²culo 254 Bisé 
Los delitos previstos en este 
Capítulo, se considerarán 
graves y se perseguirán de 
oficio cuando: 
VIII. Exista imposibilidad 
material de la víctima de 
denunciar o se cometa 
violencia vicaria. 
é 

Código Penal para el 

Estado Libre y 

Soberano de Baja 

California Sur 

CAPÍTULO I 
VIOLENCIA FAMILIAR 

Artículo 200. Violencia 
familiaré. 
La pena referida en el párrafo 
que antecede se 
incrementará hasta en una 
mitad, cuando se utilice a 
personas menores de edad, a 

las hijas e/o hijos, y/o a 
familiares, y/o personas 
apreciadas, y/o mascotas o 
cualquier otra persona con 
lazos familiares, vínculos 
afectivos o de dependencia, 
utilizándoles como 
instrumento para causar daño 
a alguna de las personas 
unidas por una relación de 
matrimonio, concubinato, por 
un lazo de parentesco 
consanguíneo o parentesco 
colateral. 

Código Penal del 
Estado de San Luis 
Potosí 
 

CAPÍTULO V 
Robo de Infante; Sustracción 
de Menores, o de Incapaces 
ARTÍCULO 160. Comete el 
delito de sustracción de 
persona menor, o incapaz, 
cuando la conducta señalada 
en el artículo anterior, la 
realice el ascendiente, 
descendiente, cónyuge o 
pariente colateral o afín hasta 
el cuarto grado, que no ejerza 
la patria potestad; la tutela; la 
guarda o custodia de hecho o 
por derecho, de la persona 
menor, o incapaz. 
é 
Se impondrán en una mitad 
las penas a que se refiere 
este artículo, al padre o 
madre que sustraiga, retenga 
sin causa justificada, u oculte 
a un hijo o hija menor de 
edad, con la finalidad de 
obligar al otro a dar, hacer o 
dejar de hacer algo, en 
beneficio propio. 

LEGISLACIÓN CIVIL 
Entidad Contenido 

Código Civil para el 
Estado Libre y 
Soberano de Puebla 

Artículo 291. ... 
Como violencia contra las 
mujeres en el ámbito familiar, 
se contempla la violencia 
vicaria, entendida como todo 
acto u omisión intencional, 
con el objeto de causar daño 
a la víctima a través del 
perjuicio, maltrato, descuido 
y/o manipulación de las hijas 
y los hijos; así como el daño 
o menoscabo del vínculo filial 
con la víctima. Es una 
manifestación de violencia 
por parte de quien mantiene 
o mantuvo una relación 
afectiva o sentimental de 
pareja con la víctima, que por 
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sí o por interpósita persona, 
utiliza a las hijas y los hijos 
de la víctima como 
instrumento para causarle 
daño. Se considera como 
violencia vicaria equiparada 
la que se realice hacia un, 
ascendiente directo por 
consanguinidad o afinidad 
hasta el tercer grado, 
dependiente económico de la 
víctima, o un adulto mayor 
que se encuentre al cuidado 
de la víctima. Para efectos de 
la violencia vicaria se 
entenderá como víctima a la 
mujer, en términos de la Ley 
para el Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia del Estado de 
Puebla. 
Artículo 634.- El Juez puede 
en beneficio de las niñas, 
niños y adolescentes 
modificar el ejercicio de la 
patria 
potestad o custodia cuando la 
tenga decretada 
judicialmente, ya sea 
provisional o definitiva sobre 
ellos, en los siguientes casos: 
I. Cuando quien la ejerce 
realice conductas reiteradas 
para evitar la convivencia de 
las niñas, niños y 
adolescentes con la persona 
o personas que tengan 
reconocido judicialmente su 
derecho a la misma; y 
II. Cuando se acredite que las 
niñas, niños y adolescentes 
han sido víctimas indirectas 
de violencia vicaria. 

Código Civil del 
Estado de Campeche 

Art. 301 BIS. La o el juez 
podrá, en beneficio de los 
menores, modificar el 
ejercicio de la patria potestad 
y custodia o cuidado de éstos 
cuando la tenga decretada 
judicialmente, ya sea de 
manera provisional o 
definitiva, cuando se acredite 
que los menores han sido o 
están siendo utilizados para 
cometer violencia vicaria, en 
los términos que establece la 
Ley de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia del Estado de 
Campeche y el Código Penal 
del Estado de Campeche. 

El término violencia vicaria fue un tipo de 

violencia identificado y conceptualizado en el 2012, 

por Sonia Vaccaro, psicóloga clínica, perita judicial, 

experta en victimología y violencia contra las mujeres, 

sus hijas e hijos
10

, la primera vez que fue reconocida 

fue en España hace aproximadamente siete años y en 

México es un concepto relativamente nuevo, que se 

ha dado a conocer por el Frente Nacional contra la 

Violencia Vicaria (FNVV), organización fundada a 

inicios del 2022, y a partir de ese momento es que las 

entidades federativas empiezan a incluir y a reconocer 

el concepto de violencia vicaria en sus respectivas 

legislaciones. 

Atendiendo a lo anterior, y derivado del análisis 

realizado a la iniciativa de la diputada María Paola 

Cruz Torres, respecto a la reforma de la fracción X, del 

artículo 20 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, 

estas comisiones dictaminadoras la consideran viable 

en los términos propuestos por la promovente, en 

virtud de que se trata de una actualización normativa, 

y que es coincidente con los elementos de la que se 

encuentra aprobada en la Comisión de Igualad de 

Género de la LXV Legislatura de la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión, proponiéndose 

completar en el segundo párrafo el nombre de la 

Fiscalía General del Estado de Morelos. 

Relativo a la propuesta a la adición y reforma 

del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano 

de Morelos, se consideran viables en sus términos los 

artículos 24 Bis y 225, reservándose el artículo 24 Ter, 

para argumentar la modificación que se considera 

realizar, para ajustar sus términos y correlacionarla 

con el texto de la fracción X, del artículo 20 de la Ley 

de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia para el Estado de Morelos, materia de la 

reforma del presente dictamen. 

                                                      
10 Estudios sobre el análisis de datos de casos de violencia vicaria 

extrema, (2021), pp. 10 y 11, consultable en: 

https://psicologiafeminista.com/wp-content/uploads/AMPF-

Informe_V_Vicaria-DIGITAL.pdf 

https://psicologiafeminista.com/wp-content/uploads/AMPF-Informe_V_Vicaria-DIGITAL.pdf
https://psicologiafeminista.com/wp-content/uploads/AMPF-Informe_V_Vicaria-DIGITAL.pdf
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Por lo anteriormente expuesto y atendiendo por 

un lado al estudio, opinión jurídica y recomendación 

que en su momento realizó el Instituto de 

Investigaciones Legislativas del Congreso del Estado 

de Morelos, en marzo del 2022, en el cual recomendó 

las modificaciones al Código Penal y Familiar, ambos 

para el Estado de Morelos y a que en diversas 

entidades del país se empieza a incorporar la violencia 

vicaria tanto en los código civiles, como en los códigos 

penales y aunando a que, en el dictamen aprobado en 

la Comisión de Igualdad de Género de la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión, en el artículo 9
11

, 

mandata que los poderes legislativos locales 

considerarán la violencia vicaria en sus legislación 

local. 

En tal sentido, es que es necesario seguir 

legislando en materia de violencia vicaria, como una 

estrategia de protección a nuestras infancias y a las 

mujeres, que padecen una de las formas más 

cobardes y crueles de maltrato, se requiere que 

continuamente se estén revisando los marcos legales 

en materia de violencia vicaria para hacer los cambios 

necesarios en los mismos, pero también se requiere 

que las juezas y jueces juzguen con perspectiva de 

género y con perspectiva de derechos de las niñas, 

niños y adolescentes. 

Por lo anteriormente expuesto y derivado del 

análisis exhaustivo realizado a cada una de las 

iniciativas, se consideran procedentes en lo general; 

sin embargo, se advierte que son susceptibles de 

modificación a propuesta de estas comisiones 

ponentes, por tanto, se argumentaran los cambios en 

el siguiente apartado. 

                                                      
11

 ARTÍCULO 9.- Con el objeto de contribuir a la erradicación de la 

violencia contra las mujeres dentro de la familia, los Poderes 

Legislativos, Federal y Locales, en el respectivo ámbito de sus 

competencias, considerarán: 

1. Tipificar el delito de violencia familiar y violencia vicaria, que 

incluya como elementos del tipo los contenidos en la definición 

prevista en el artículo 7 y 7 Bis. de esta ley; 

II. Establecer la violencia familiar y violencia vicaria como causal de 

divorcio, de pérdida de la patria potestad y de restricción para el 

régimen de visitas, así como impedimento para la guarda y custodia 

de niñas y niños; 

III. Disponer que cuando la pérdida de la patria potestad sea por 

causa de violencia familiar, violencia vicaria y/o incumplimiento de 

obligaciones alimentarias o de crianza, no podrá recuperarse la 

misma; 

IV. Incluir como parte de la sentencia, la condena al Agresor a 

participar en servicios reeducativos integrales, especializados y 

gratuitos; 

V. Legislar para que previo al otorgamiento de visitas de guarda o 

custodia provisional o definitiva, la autoridad competente tome las 

medidas precautorias necesarias para protegerlos de la violencia 

familiar o vicaria, cuando así lo amerite el caso en particular, con la 

finalidad de salvaguardar el interés superior de la niñez, y 

VI. Estipular las sanciones para las personas servidoras públicas 

que por negligencia retarden, entorpezca o no atienda con debida 

diligencia los asuntos donde exista violencia familiar, violencia 

vicaria, sustracción o retención de niñas, niños o adolescentes. 

V. MODIFICACIONES DE LAS INICIATIVAS 
Con fundamento en la fracción III, del artículo 

106
12

 del Reglamento para el Congreso del Estado de 

Morelos y derivado del análisis efectuado a las 

iniciativas de estudio, estas comisiones legislativas 

consideran necesario y oportuno, realizar las 

modificaciones y adecuaciones pertinentes a las 

propuestas planteadas para modificar el Código Penal 

para el Estado de Morelos. 

Al presente caso y por analogía de aplicación 

específica a la competencia constitucional local es 

aplicable mutatis mutandis la Tesis de jurisprudencia 

de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, tomo XXXIII-abril de 2011, 

página 228, de rubro siguiente: PROCESO 

LEGISLATIVO. LAS CÁMARAS QUE INTEGRAN EL 

CONGRESO DE LA UNIÓN TIENEN LA FACULTAD 

PLENA DE APROBAR, RECHAZAR, MODIFICAR O 

ADICIONAR EL PROYECTO DE LEY O DECRETO, 

INDEPENDIENTEMENTE DEL SENTIDO EN EL QUE 

SE HUBIERE PRESENTADO ORIGINALMENTE LA 

INICIATIVA CORRESPONDIENTE.
13

 
                                                      
12

 ARTÍCULO *106.- Los dictámenes deberán contener: 

é 

III. La expresión pormenorizada de las consideraciones resultantes 

del análisis y estudio de la iniciativa, el sustento de la misma, así 

como la exposición precisa de los motivos y fundamentos legales 

que justifiquen los cambios, consideraciones o cualquier otra 

circunstancia que afecte a los motivos y al texto de la iniciativa en 

los términos en que fue promovida; 
é 
13

 Cuyo texto refiere: La iniciativa de ley o decreto, como causa que 

pone en marcha el mecanismo de creación de la norma general 

para satisfacer las necesidades que requieran regulación, fija el 

debate parlamentario en la propuesta contenida en la misma, sin 

que ello impida abordar otros temas que, en razón de su íntima 

vinculación con el proyecto, deban regularse para ajustarlos a la 

nueva normatividad. Así, por virtud de la potestad legislativa de los 

asambleístas para modificar y adicionar el proyecto de ley o decreto 

contenido en la iniciativa, pueden modificar la propuesta dándole un 

enfoque diverso al tema parlamentario de que se trate, ya que la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no prohíbe al 

Congreso de la Unión cambiar las razones o motivos que lo 

originaron, sino antes bien, lo permite. En ese sentido, las facultades 

previstas en los artículos 71 y 72 de la Constitución General de la 

República, específicamente la de presentar iniciativas de ley, no 

implica que por cada modificación legislativa que se busque 

establecer deba existir un proyecto de ley, lo cual permite a los 

órganos participantes en el proceso legislativo modificar una 

propuesta determinada. Por tanto, las Cámaras que integran el 

Congreso de la Unión tienen la facultad plena para realizar los actos 

que caracterizan su función principal, esto es, aprobar, rechazar, 

modificar o adicionar el proyecto de ley, independientemente del 

sentido en el que hubiese sido propuesta la iniciativa 

correspondiente, ya que basta que ésta se presente en términos de 

dicho artículo 71 para que se abra la discusión sobre la posibilidad 

de modificar, reformar o adicionar determinados textos legales, lo 

cual no vincula al Congreso de la Unión para limitar su debate a la 

materia como originalmente fue propuesta, o específica y 

únicamente para determinadas disposiciones que incluía, y poder 

realizar nuevas modificaciones al proyecto. 



Página 24  PERIÓDICO OFICIAL  02 de agosto de 2023 

Ahora bien, por cuanto hace a la iniciativa de la 

diputada Luz Dary Quevedo Maldonado, relativo a 

violencia obstétrica, se modifica el tipo penal 

propuesto por la iniciadora para establecer que 

ñcualquier personaò, podrá cometer violencia 

obstétrica, quitando la redacción original que refiere 

ñpersonal médico, paramédico, de enfermería y 

administrativoò; asimismo, se considera procedente 

realizar modificaciones al texto del tipo base de la 

propuesta del artículo 213 Septies, para efectos de no 

generar confusión al momento de aplicar la 

normatividad, toda vez que el texto que propone la 

iniciadora, generaría atenuaciones para otro tipo de 

delitos, como lo es el homicidio, por consiguiente, la 

parte in fine del texto propuesto se suprime, quedando 

únicamente las fracciones I a la VI y respecto al 

artículo 213 Octies, se escinde la misma para que sea 

analizada en un dictamen por separado. 

Relacionado con las iniciativas en materia de 

violencia vicaria, se consideran procedentes las 

siguientes modificaciones: 

Para una mejor ilustración se insertan a la letra 

las dos propuestas de reforma: 

Código Penal para el Estado de Morelos 

Iniciativa diputado Julio 

César Solís Serrano 

Iniciativa de la diputada 

María Paola Cruz Torres 

Adiciona los artículos 

202 sextus y 202 

septimus. 

CAPÍTULO I BIS 

VIOLENCIA FAMILIAR 

ARTICULO 202 Sextus,- 

Comete el delito de 

violencia vicaria el 

hombre que mantenga o 

haya mantenido une 

relación de hecho o de 

pareja con la mujer, y 

que dolosamente dañe a 

ésta, por si o por 

interpósita persona, 

utilizando como medio a 

los hijos e hijos de la 

víctima y generando un 

consecuente daño 

psicoemocional e incluso 

físico, a los menores. 

  

Se considera que existe 

la finalidad de dañar a la 

madre, utilizando como 

medio las hijas e hijos de 

ésta, cuando concurra 

cualquiera de las 

circunstancias 

siguientes: 

Reforma artículo 203 y 

adiciona un artículo 203 

Bis 

CAPITULO II 

SUSTRACCIÓN O 

RETENCIÓN DE 

MENORES O 

INCAPACES 

ARTÍCULO 203.- A quien, 

sin tener relación de 

parentesco, ya sea al 

ascendiente, 

descendiente, pariente 

colateral o afín hasta el 

cuarto grado o de tutela 

con un menor de edad o 

incapaz lo retenga, sin el 

consentimiento de quien 

tenga su legitima custodia 

a guarda, se le impondrá 

de uno a cinco años de 

prisión y de cien a mil 

Unidades de Medida y 

Actualización. 

A quien bajo los mismos 

supuestos del párrafo 

anterior sustraiga a un 

menor de edad o incapaz 

de su custodia legitima o 

su guarda, se le impondrá 

I. Cuando existan 

antecedentes de 

violencia familiar contra 

la mujer  

II. Cuando sin orden de 

la autoridad competente, 

se sustraiga de la 

custodia o guarda de la 

madre a las hijas o hijos 

de ésta, 

III. Existan amenazas del 

agresor hacia la víctima, 

de no volver a ver a las 

hijas e hijos, o tener la 

custodia de éstos, 

IV. Se evite la 

convivencia de los 

menores con la madre, 

teniendo ésta la custodia 

o guarda de los mismos; 

V. Exista cualquier acto 

de manipulación o 

alienación parental que 

tenga por objeto que las 

hijas o hijos menores de 

edad rechacen, generen 

rencor, antipatía, 

desagrado o temor 

contra la madre; 

VI. Dilatación de los 

procesos jurídicos 

existentes con la 

intención de romper el 

vínculo materno filial; y 

VII. Muerte o suicidio de 

la madre y/o de sus hijas 

e hijos. 

A quien cometa el delito 

de violencia vicaria se le 

impondrá de cuatro a 

ocho años de prisión. 

Las penas previstas se 

incrementarán hasta en 

una tercera parte en su 

mínimo y máximo si se 

incurre en daño físico a 

las hijas o hijos de la 

víctima. 

Si el agresor devuelve a 

los menores a la madre 

en cualquier parte del 

proceso, la pena se 

podrá reducir de uno a 

cinco años de prisión. 

Además de las 

sanciones descritas en 

de dos a seis años de 

prisión y de doscientos a 

mil Unidades de Medida y 

Actualización 

Si el agente que retenga o 

sustraiga de su custodia 

legitima o su guarda 

ostenta parentesco, ya sea 

ascendiente, 

descendiente, poniente 

colateral o afín hasta el 

cuarto grado del menor, 

pero no ejerce la patria 

potestad o la tutela sobre 

él se le aplicará hasta la 

mitad de lo sanción 

previsto en el párrafo 

anterior. 

Si la retención a 

sustracción se realiza en 

contra de una persona 

menor de doce años de 

edad, las penas previstas 

en los párrafos anteriores 

se incrementarán en una 

mitad. 

Cuando quien sustrae o 

retiene indebidamente al 

menor o al incapaz lo 

devuelve 

espontáneamente dentro 

de los tres días siguientes 

a la consumación del 

delito, se le impondrá 

hasta una tercera parte de 

la sanción señalada. 

El juez podrá prescindir de 

dicha sanción si lo 

considera pertinente, en 

vista de las circunstancias 

del caso. Los delitos 

previstos en este artículo 

se perseguirán por 

querella de quien tenga 

derechos familiares o de 

tutela con respecto al 

menor o al incapaz. 

Artículo 203. Bis. Se 

impondrá de dos a seis 

años de prisión, multa de 

cien a mil Unidades de 

Medida y Actualización, y 

suspensión de los 

derechos respecto de la 

víctima, en su caso, al 

ascendiente, 
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este artículo, el sujeto 

activo perderá todos los 

derechos con relación a 

la víctima y a las hijas e 

hijos de ésta 

Este delito se perseguirá 

de oficio. 

ARTÍCULO 202 

Septimus.- Al servidor 

público que retarde o 

entorpezca 

maliciosamente o por 

negligencia la 

procuración o 

administración de 

justicia, cuando se trate 

de la investigación de un 

delito de violencia 

vicaria, sustracción de 

menores o violencia 

familiar, se lo impondrán 

de tres a ocho años de 

prisión y de quinientos a 

mil quinientos días multa, 

además será destituido e 

inhabilitado de seis diez 

años para desempeñar 

otra empleo, cargo o 

comisión públicos. 

 

descendiente, pariente 

colateral o afín hasta el 

cuarto grado, que retenga 

o sustraiga a una persona 

menor de edad o incapaz, 

en los siguientes casos: 

I. Que haya perdido la 

patria potestad o 

ejerciendo ésta se 

encuentre suspendida o 

limitada. 

II. No tenga lo guarda y 

custodia provisional o 

definitiva o la tutela sobre 

él: 

III. No permita las 

convivencias decretadas 

por resolución judicial o 

convenio; o 

IV. Teniendo la guarda y 

custodia compartido, no de 

vuelva a la persona menor 

de edad o incapaz en los 

términos de la resolución o 

convenio que se haya 

dictado para ello. 

Si la retención o 

sustracción se realiza en 

contra de una persona 

menor de doce años las 

penas previstas en el 

presente artículo se 

incrementarán en una 

mitad. 

Cuando quien sustrae o 

retiene indebidamente al 

menor o al incapaz lo 

devuelve 

espontáneamente dentro 

de los tres días siguientes 

a la consumación del 

delito, se le impondrá 

hasta una tercera parte de 

la sanción señalada.  

  

El juez podrá prescindir de 

dicha sanción si lo 

considera pertinente, en 

vista de las circunstancias 

del caso. Los delitos 

previstos en este artículo 

se perseguirán por 

querella de quien tenga 

derechos familiares o de 

tutela con respecto al 

menor o al incapaz. 

Ahora bien, las aportaciones o modificaciones 
que realizan estas comisiones dictaminadoras son del 
tenor siguiente: 

1. Es importante que la reforma al Código Penal 
Local, contenga los elementos descriptivos del 
contenido de la propuesta de definición que prevé la 
reforma de la fracción X del artículo 20 de la Ley de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
para el Estado de Morelos, contenida en el presente 
dictamen, para efecto de correlacionar los términos de 
los diferentes ordenamientos reformados en el 
presente dictamen. 

2. Partiendo de la afirmación de que lo que no 
se nombra no existe, resulta necesario que de manera 
expresa se reconozca a la violencia vicaria como un 
tipo con la finalidad de visibilizar el problema y 
atenderlo. 

3. Al ser la violencia vicaria en la que confluyen 
conductas de violencia familiar, física, psicológica y 
emocional, de género, económica, patrimonial e 
institucional, se tienen que incorporar elementos de 
este tipo de violencias. 

4. Además de identificar que los agresores de 
este tipo de violencia principalmente son personas con 
las que se tenga o haya tenido una relación de 
matrimonio, concubinato o relación de hecho, pero 
también poder cualquier persona que sustraiga y 
retenga a las hijas e hijos de las mujeres. 

5. También las autoridades de procuración y 
administración de justicia cometen violencia vicaria al 
conocer los casos puestos a su consideración y omitir 
preservar los derechos de las víctimas y violentando 
principalmente el interés superior de las niñas, niños y 
adolescentes. 

6. Considerar que a quien se violenta es a las 
hijos e hijos y a las mujeres. 

7. Toda vez que la violencia vicaria es una 
forma de violencia de género y se encuentra ya 
dictaminado el delito de violencia obstétrica, en cual se 
dio vida Título Décimo Segundo y se estableció su 
denominación como ñdelitos de violencia contra la 
mujer en razón de su géneroò, es que se propone 
adicionar un capítulo VII intitulado ñDe la Violencia 
Vicariaò, con los artículos 213 Nonies y 213 Decies, 
del Código Penal para el Estado de Morelos. 

8. Respecto al artículo 24 ter del Código 
Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos, 
se considera que, además de los integrantes de la 
familia que incurra en violencia vicaria, también se 
debe establecer que: ñquien tenga o haya tenido un 
vínculo por matrimonio, concubinato o de hechoò. 

Aunado a lo anterior, se advierte que, al 
momento de realizar el respectivo análisis, se advirtió 
que, el Título Décimo Segundo, fue derogado 
mediante Decreto número 821, publicado en el 
Periódico Oficial ñTierra y Libertadò No. 4625, de fecha 
09 de julio de 2008, sin embargo, se encuentran 
vigentes los capítulos IV y V, denominado el primero 
de los mencionados ñFeminicidioò y el segundo 
ñViolencia política por condición de géneroò. 
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En ese sentido, es que se propone corregir ese 
error normativo, adicionando un Título Décimo 
Segundo Bis, con la denominación ñDELITOS DE 
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER EN RAZÓN DE 
GÉNEROò; e incorporar los capítulos mencionados en 
el párrafo que anteceden, y los capítulos motivo de las 
iniciativas de estudio en el presente dictamen, 
quedando como CAPITULO I ñFEMINICIDIOò 
CAPITULO II ñVIOLENCIA POLÍTICA POR 
CONDICIÓN DE GÉNEROò, dejando intocados sus 
respectivos artículos y adicionando el CAPITULO III 
ñVIOLENCIA OBSTETRICAò, con la adición del 
artículo 213 Septies y el CAPÍTULO IV ñDE LA 
VIOLENCIA VICARIAò, con la adición de los artículos 
213 Octies y 213 Nonies, del Código Penal para el 
Estado de Morelos. 

En consecuencia, de lo anterior, se tiene que las 
modificaciones propuestas por estas comisiones 
ponentes, son para determinar con más claridad las 
disposiciones normativas para que la autoridad 
jurisdiccional tenga parámetros claros en cuanto a su 
aplicación, sin que ello quebrante el espíritu de las 
diputadas iniciadoras y del diputado iniciador. 

VI. IMPACTO PRESUPUESTAL. 
De conformidad con lo previsto en la reforma al 

artículo 43 de la Constitución Local, mediante la 
publicación del Decreto número mil ochocientos treinta 
y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Morelos, en el Periódico Oficial ñTierra y Libertadò, 
número 5487, el 07 de abril de 2017, en el que se 
estableció que las Comisiones encargadas del estudio 
de las iniciativas, en la elaboración de los dictámenes 
con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación 
sobre el impacto presupuestario del mismo, debe 
estimarse que dicha disposición deviene del contenido 
del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de 
las Entidades Federativas y los Municipios, que tiene 
como objetivos el incentivar la responsabilidad 
hacendaria y financiera para promover una gestión 
responsable y sostenible de las finanzas públicas y 
fomentar su estabilidad, con política de gasto con 
planeación desde la entrada en vigor de la legislación 
para no ejercer gasto que no se contemple en el 
presupuesto, mediante la contención del crecimiento 
del gasto en servicios personales, consolidando el 
gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de 
nómina. 

Con base en lo antes manifestado, estas 
comisiones dictaminadoras, advierten que, se omite en 
el dictamen el análisis del impacto presupuestal, toda 
vez que la reforma y la adición legal propuesta no 
genera ningún impacto presupuestal en las finanzas 
estatales ni municipales. 

En mérito de lo anterior, y atendiendo a la 
valoración y modificación del dictamen, se aprueba en 
lo general y particularéò 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 
LV Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 
bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO MIL DOSCIENTOS 
CINCUENTA Y TRES 

QUE ADICIONA UN TITULO DÉCIMO 
SEGUNDO BIS, REFORMA Y ADICIONA DOS 
CAPÍTULOS RESPECTIVAMENTE Y TRES 
ARTÍCULOS, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 
ESTADO DE MORELOS; ASÌ COMO, REFORMA 
UNA FRACCIÓN DEL ARTÍCULO 20, DE LA LEY DE 
ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 
VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE MORELOS; Y 
REFORMA Y ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 24 BIS, 
24 TER Y 225 DEL CÓDIGO FAMILIAR PARA EL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, EN 
MATERIA DE VIOLENCIA OBSTÉTRICA Y 
VIOLENCIA VICARIA. 

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma la fracción X, 
del artículo 20, de la Ley de Acceso de las Mujeres a 
una Vida Libre de Violencia para el Estado de Morelos, 
para quedar como más adelante se indica: 

Artículo 20.- Los tipos de violencia contra las 
mujeres que pueden encontrarse en sus diferentes 
modalidades son: 

I. a la IX é 
X. Violencia Vicaria.- Es la acción u omisión 

cometida en contra de una mujer, con quien tenga o 
haya tenido una relación de matrimonio, concubinato o 
relación de hecho o de cualquier otro tipo, por si o por 
Interpósita persona, que provoque o tenga la intención 
de causarle cualquier tipo de daño o sufrimiento al 
propiciar la separación de la madre con sus hijas e 
hijos o persona vinculada significativamente a la 
mujer, a través de la retención, sustracción, 
ocultamiento, maltrato, amenaza puesta en peligro o 
promoviendo mecanismos jurídicos y no jurídicos que 
retrasen, obstaculicen, limiten e impidan la convivencia 
con el propósito de dominar, someter, manipular, 
controlar o agredir de manera física, verbal 
psicológica, patrimonial, económica o sexual a las 
mujeres e incluso provocar el suicidio, feminicidio u 
homicidio de las madres de sus hijas e hijos. 

La Fiscalía General del Estado de Morelos, las 
autoridades jurisdiccionales y cualquier otra autoridad 
que conozca de un asunto de violencia vicaria, en el 
ámbito de su competencia, deberán realizar todos los 
actos necesarios para salvaguardar la integridad física 
y psicológica de las mujeres, sus hijas e hijos de 
manera inmediata una vez teniendo conocimiento 
formal de la configuración de la Violencia Vicaria. 

é 
é 
ARTÍCULO SEGUNDO. Se adicionan los 

artículos 24 Bis y 24 Ter y se reforma el artículo 225, 
del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano 
de Morelos, para quedar como sigue: 

LIBRO SEGUNDO DEL DERECHO DE FAMILIA 
TÍTULO ÚNICO 

DISPOSICIONES PRELIMINARES 
CAPÍTULO I 

DE LA FAMILIA 
é 
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ARTÍCULO 24 Bis.- Para los efectos de este 
Código se considera violencia vicaria al acto abusivo 
contra la mujer que ejerce quien mantenga o haya 
mantenido una relación de hecho o de pareja con la 
víctima y que por sí o por interpósita persona, utilice 
como medio a las hijas e hijos de ésta, para causarle 
daño; generando una consecuente afectación 
psicoemocional e incluso física a los menores. 

ARTÍCULO 24 Ter.-  Quien tenga o haya tenido 
un vínculo por matrimonio, concubinato o relación de 
hecho o los integrantes de la familia que incurran en 
violencia familiar y/o violencia vicaria, deben reparar 
los daños y perjuicios que se ocasione con dicha 
conducta, con autonomía de otro tipo de sanciones 
que éste y otros ordenamientos legales establezcan. 

ARTÍCULO 225.- é 
Así mismo, el Juez puede en beneficio de los 

menores, modificar el ejercicio de la patria potestad o 
custodia cuando la tenga decretada judicialmente, ya 
sea provisional o definitiva sobre ellos. 

Cuando se acredite que los menores han sido o 
están siendo utilizados como medio para cometer 
violencia vicaria, contra la madre de los mismos. 

ARTÍCULO TERCERO. ï Se adiciona el Título 
Décimo Segundo Bis, denominado ñDELITOS DE 
VIOLENCIA CONTRA LA MUJER EN RAZÓN DE 
GÉNEROò, perteneciente al libro segundo, para 
trasladar el contenido de los capítulos IV y V, 
pertenecientes al derogado Título Décimo Segundo; 
para que sean CAPÍTULO I ñFEMINICIDIOò y su 
artículo 213 Quintus, CAPÍTULO II ñVIOLENCIA 
POLÍTICA POR CONDICIÓN DE GÉNERO y su 
artículo 213 Sextus; se adiciona el CAPÍTULO III ñDE 
LA VIOLENCIA OBSTÉTRICA y el artículo 213 septies 
y el CAPITULO IV ñDE LA VIOLENCIA VICARIAò, con 
los artículos 213 Octies y 213 Nonies;  todos del 
Código Penal para el Estado de Morelos, para quedar 
de la siguiente forma: 

LIBRO SEGUNDO 
é 

TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO BIS 
DELITOS DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER EN 

RAZÓN DE GÉNERO 
CAPÍTULO I 

FEMINICIDIO 
Artículo 213 Quintus.- é 

CAPÍTULO II 
VIOLENCIA POLÍTICA POR CONDICIÓN DE 

GÉNERO 
Artículo 213 Sextus.- é 

CAPÍTULO III 
DE LA VIOLENCIA OBSTÉTRICA 

ARTÍCULO 213 Septies. ï Comete el delito de 
violencia obstétrica, cualquier persona que, durante el 
embarazo, el parto, puerperio o en emergencias 
obstétricas, dañe, denigre, realice un abuso de 
medicalización y patologización de los procesos 
naturales o cuando en la prestación de sus labores 
vulnere derechos por medio de tratos crueles o 
inhumanos. 

Se considera que existe violencia obstétrica 
cuando se presente alguna de las siguientes  
circunstancias: 

I. Se abstenga de atender o brindar atención 
oportuna y eficaz a las mujeres en el embarazo, parto, 
puerperio, o en emergencias obstétricas; 

II. Teniendo los medios necesarios para la 
realización del parto vertical, obligue a la mujer a parir 
acostada sobre su columna y con las piernas 
levantadas, o en forma distinta a la que sea propia de 
sus usos, costumbres y tradiciones obstétricas; 

III. Cuando se obstaculice sin causa médica 
justificada, el apego del niño o niña con su madre a 
través de la negación a ésta de la posibilidad de 
cargarlo o cargarla y amamantarlo o amamantarla 
inmediatamente al nacer; 

IV. Alterar el proceso natural del parto de bajo 
riesgo, a través del uso de técnicas de aceleración, sin 
obtener el consentimiento voluntario, expreso e 
informado de la mujer; 

V. Cuando practique el parto por vía de cesárea 
a pesar de existir condiciones para el parto natural, sin 
obtener el consentimiento voluntario, expreso e 
informado de la mujer; y, 

VI. Acose o presione psicológica, emocional u 
ofensivamente a una parturienta, con el fin de inhibir 
su maternidad. 

A quien ejecute las conductas señaladas en las 
fracciones I, II, III y VI, se le impondrán de tres a seis 
años de prisión y de cincuenta a trescientos días multa 
y quien incurra en los supuestos descritos en las 
fracciones IV y V será sancionado con prisión de seis 
meses a tres años y de cincuenta a doscientos días 
multa. 

Si el sujeto activo del delito fuere servidor 
público, además de las penas señaladas se le 
impondrá destitución e inhabilitación, hasta por dos 
años para ejercer otro empleo, cargo o comisión 
públicos. 

CAPÍTULO IV 
DE LA VIOLENCIA VICARIA 

ARTÍCULO 213 Octies.- Comete el delito de 
violencia vicaria quien mantenga o haya mantenido 
una relación de matrimonio, concubinato o relación de 
hecho o de cualquier otro tipo con la mujer y que por sí 
o por interpósita persona, con la intención de causarle 
algún tipo de daño o sufrimiento propicie la separación 
de la madre con sus hijas e hijos, a través de la 
retención, sustracción, ocultamiento, maltrato, 
amenaza, puesta en peligro o promoviendo 
mecanismos jurídicos y no jurídicos que retrasen, 
obstaculicen, limiten e impidan la convivencia con el 
propósito de dominar, someter, manipular, controlar o 
agredir de manera física, verbal psicológica, 
patrimonial, económica o sexual a las mujeres e 
incluso provocar el suicidio, feminicidio u homicidio de 
las madres de sus hijas e hijos. 

Se considera que existe la finalidad de dañar a 
la madre, utilizando como medio las hijas e hijos de 
ésta, cuando concurra cualquiera de las circunstancias 
siguientes: 

I.  Cuando existan antecedentes de violencia 
familiar contra la mujer; 

II.  Cuando sin orden de la autoridad 
competente, se sustraiga de la custodia o guarda de la 
madre a las hijas o hijos de ésta; 

III.  Existan amenazas del agresor hacia la 
víctima, de no volver a ver a las hijas e hijos, o tener la 
custodia de éstos; 

IV.  Se evite la convivencia de los menores con 
la madre, teniendo ésta la custodia o guarda de los 
mismos; 

V.  Exista cualquier acto de manipulación o 
alienación parental que tenga por objeto que las hijas 
o hijos menores de edad rechacen, generen rencor, 
antipatía, desagrado o temor contra la madre; 
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VI.  Dilatación de los procesos jurídicos 
existentes con la intención de romper el vínculo 
materno filial;  

VII.  Muerte o suicidio de la madre y/o de sus 
hijas e hijos; y, 

VIII. Cuando la persona agresora suspenda 
tratamientos médicos, consultas, sin autorización 
médica o alguna actividad o deporte del que sea afín. 

A quien cometa el delito de violencia vicaria se 
le impondrá de dos a seis años de prisión. 

Las penas previstas se incrementarán hasta en 
una tercera parte en su mínimo y máximo si se incurre 
en daño físico a las hijas o hijos de la víctima. 

Si la retención o sustracción se realiza en contra 
de una persona menor de doce años de edad, las 
penas previstas en el presente artículo se 
incrementarán hasta en una mitad. 

Si el agresor devuelve a los menores a la madre 
en cualquier parte del proceso, la pena se podrá 
reducir de uno a cuatro años de prisión. 

Además de las sanciones descritas en este 
artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos 
con relación a la víctima y a las hijas e hijos de ésta. 

Este delito se perseguirá de oficio. 
ARTÍCULO 213 Nonies.- Al servidor público que 

por su negligencia retarde, entorpezca, 
maliciosamente la procuración o administración de 
justicia, cuando se trate de la investigación de un 
delito de violencia vicaria, sustracción o retención de 
niñas, niños o adolescentes o de violencia familiar, se 
lo impondrán de tres a ocho años de prisión y de 
quinientos a mil quinientos días multa, además será 
destituido e inhabilitado de seis diez años para 
desempeñar otra empleo, cargo o comisión públicos. 

TRANSITORIOS 
ARTÍCULO PRIMERO.- Remítase el presente 

Decreto al titular del Poder Ejecutivo del Estado para 
su publicación de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 44, 47 y 70, fracción XVII, incisos a) y c), de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente Decreto 
entrara en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Periódico Oficial ñTierra y Libertadò. 

ARTÍCULO TERCERO. - Se derogan todas las 
disposiciones de igual o menor jerarquía normativa que 
se opongan al presente Decreto. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 
Ordinaria de Pleno, iniciada el primero de julio de dos 
mil veintitrés. 

Diputados integrantes de la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado de Morelos. Dip. Francisco Erik 
Sánchez Zavala, presidente. Dip. Andrea Valentina 
Guadalupe Gordillo Vega, secretaria. Dip. Alberto 
Sánchez Ortega, secretario. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 
del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 
de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 
veintiuno días del mes de julio del dos mil veintitrés.  

ñSUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓNò 
GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 
CUAUHTÉMOC BLANCO BRAVO 

SECRETARIO DE GOBIERNO 
SAMUEL SOTELO SALGADO 

RÚBRICAS. 

Al margen superior un escudo del estado de 

Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò.- LA 

TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON 

SUS MANOS.- MORELOS.- 2018-2024, y un logotipo 

que dice: MORELOS ANFITRIÓN DEL MUNDO.- 

Gobierno del Estado.- 2018-2024. 

CUAUHTÉMOC BLANCO BRAVO, 

GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS, CON 

FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 57, 70, 

FRACCIONES XVII Y XXVI, 74 Y 76 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE MORELOS; 2, 3, 6, 8, 9, 

FRACCIONES II Y IV, 11, 13, FRACCIONES III Y VI, 

22, FRACCIÓN XXVI, Y 24 DE LA LEY ORGÁNICA 

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS; Y CON BASE 

EN LA SIGUIENTE: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Con motivo de la reforma constitucional en 

materia de justicia laboral, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación del 24 de febrero de 2017, se 

crearon los tribunales laborales en sustitución de las 

juntas de conciliación federal y locales; siendo que 

dichos tribunales formarán parte ahora de los poderes 

judiciales.  

Por medio de dicha reforma, a nivel federal, se 

creó el organismo público descentralizado 

denominado Centro Federal de Conciliación Laboral y 

Registro Laboral el cual tiene por objeto sustanciar el 

procedimiento de conciliación que deben agotar los 

trabajadores y patrones, en asuntos individuales y 

colectivos del orden federal, conforme a lo establecido 

en la fracción XX, cuarto párrafo, del artículo 123, 

apartado A, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y artículos 684-A a 684-E de la Ley 

Federal del Trabajo. 

Por su parte, en las entidades federativas se 

determinó constitucionalmente que también se 

erigirían centros de conciliación laboral estatales, 

quienes estarían encargados de la función 

conciliatoria, de conformidad con lo dispuesto por el 

artículo 123, apartado A, fracción XX, segundo 

párrafo, de la misma constitución. 

Derivado de lo anterior, en nuestra entidad, el 

09 de septiembre de 2021, se publicó en el Periódico 

Oficial ñTierra y Libertadò, n¼mero 5984, la Ley 

Orgánica del Centro de Conciliación Laboral del 

Estado de Morelos, a fin de crear y regular a dicho 

centro como un organismo público descentralizado, 

especializado e imparcial, con personalidad jurídica y 

patrimonio propios, el cual tiene por objeto brindar el 

servicio público de conciliación laboral para la 

resolución de los conflictos entre patrones y 

trabajadores en asuntos del orden local y, con ello, 

procurar el equilibrio social entre los factores de la 

producción, mediante el diálogo y la concertación de 

las partes interesadas.  
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Cabe señalar que la reforma constitucional al 
sistema de justicia laboral expuesta, representa una 
de las modificaciones de mayor trascendencia jurídica 
en nuestro país, y ha generado, a su vez, la necesidad 
de homologar diversas normas federales y estatales, 
por lo que en el caso que nos ocupa se realizan 
diversas adecuaciones al Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Económico y del Trabajo, de 
manera que con este instrumento se ajusta su 
respectiva estructura orgánica, ya que se cambia de 
adscripción a la Procuraduría de la Defensa del 
Trabajo que ahora se adscribirá directamente a la 
Coordinación del Trabajo y Previsión Social. 

Además, resulta pertinente modificar las 
funciones de la Coordinación del Trabajo y Previsión 
Social con la finalidad de alinearse al nuevo modelo de 
justicia laboral y evitar duplicidad de funciones, de 
manera que a raíz de esta reforma contará, entre 
otras, con atribuciones que esencialmente le permitan: 

¶ Establecer un proceso coordinado con la Junta 
Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de 
Morelos, para facilitar la conclusión de los asuntos en 
trámite, de acuerdo con lo establecido en la estrategia 
nacional para la implementación del sistema de justicia 
laboral;  

¶ Coordinar la recopilación de datos y 
estadísticas correspondientes en materia laboral y 
analizar esa información; 

¶ Implementar trabajos coordinados para dar 
seguimiento a las estadísticas de los trabajos 
ejecutados que deriven de sus atribuciones en el 
ámbito laboral; 

¶ Supervisar que se presten los servicios de 
asesoría y representación jurídica en los asuntos de 
competencia de la procuraduría; 

¶ Coadyuvar en el desarrollo de planeación y 
proyectos del servicio que brinda la procuraduría; y, 

¶ Fomentar reuniones del sector laboral federal 
y local con la finalidad de atender puntualmente las 
reformas federales y conservar la correcta 
homologación en el ámbito laboral local. 

Cabe destacar que la expedición del presente 
decreto se rige por los principios de simplificación, 
agilidad, economía, información, precisión, legalidad, 
transparencia, austeridad e imparcialidad; cumpliendo 
así, además, con lo dispuesto por el artículo 8 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado 
Libre y Soberano de Morelos. 

Finalmente, no pasa desapercibido que el 
presente decreto resulta apegado y congruente con el 
Plan Estatal de Desarrollo 2019-2024, mismo que en 
su eje rector n¼mero 3, denominado ñJusticia Social 
para las y los Morelensesò, a trav®s de su estrategia 
3.14.1, establece el fortalecimiento, la inspección y 
vigilancia en los centros de trabajo, asesorar a 
patrones y a las y los trabajadores, y validar las 
consultas de los contratos colectivos de trabajo activos 
en Morelos, además de que en la estrategia número 
3.14.2, prevé representar de manera legal a las y los 
trabajadores del estado de Morelos.  

Por lo expuesto y fundado, tengo a bien expedir 
el siguiente:  

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, 
ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DEL REGLAMENTO INTERIOR DE 
LA SECRETARÍA DE DESARROLLO ECONÓMICO Y 
DEL TRABAJO. 

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman los incisos 
a) y b) de la fracción II del artículo 7 y el artículo 12, 
todo en el Reglamento Interior de la Secretaría de 
Desarrollo Económico y del Trabajo, para quedar 
como adelante se indica. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adiciona el inciso c) 
a la fracción II del artículo 7 del Reglamento Interior de 
la Secretaría de Desarrollo Económico y del Trabajo, 
para quedar como adelante se indica.  

ARTÍCULO TERCERO. Se deroga la fracción III 
del artículo 6 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Económico y del Trabajo, para quedar 
como sigue: 

Artículo 6. é  
I. a II. é 
III. Derogada; 
IV. a V. é  
é 
Art²culo 7. é  
I. é 
a) a c) é 
II. é 
a) La Dirección General de Inspección del 

Trabajo;  
b) La Dirección General de Servicio Nacional de 

Empleo Morelos; y, 
c) La procuraduría. 
Artículo 12. A la persona titular de la 

Coordinación del Trabajo y Previsión Social le 
corresponden las siguientes atribuciones específicas: 

I. Implementar medidas de previsión social en 
los centros de trabajo del estado; 

II. Coordinar la relación interinstitucional de las 
distintas áreas en materia de trabajo existentes en la 
secretaría; 

III. Promover acciones, en su materia, que 
contribuyan al mejoramiento de la condición social, 
cultural, económica y humana de los trabajadores 
morelenses; 

IV. Presentar la denuncia ante el Ministerio 
Público correspondiente, cuando del ejercicio de su 
función advierta la comisión de algún delito; 

V. Auxiliar a las autoridades federales, cuando 
lo soliciten, en materia laboral, en las ramas o 
actividades de jurisdicción y competencia local; 

VI. Participar y coordinarse con la autoridad 
laboral federal para la eficaz implementación de 
prevención de conflictos laborales en el estado; 

VII. Proporcionar a las autoridades del Poder 
Ejecutivo Federal competentes para aplicar la Ley 
Federal del Trabajo, la información que soliciten para 
cumplir con sus funciones; 

VIII. Vigilar y supervisar, de conformidad con la 
normativa y en apego a las instrucciones o 
lineamientos establecidos por el secretario, el 
cumplimiento de las disposiciones que prohíban la 
discriminación laboral y la explotación infantil en el 
estado; así como de las disposiciones que procuren la 
igualdad de género; 
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IX. Verificar la existencia de las condiciones 
para el funcionamiento de la política pública en 
materia laboral y de previsión social en el estado; 

X. Verificar la adecuada atención, procuración y 
administración de la justicia laboral en el estado, en 
coordinación con la autoridad jurisdiccional 
competente, de conformidad con la normativa 
aplicable; 

XI. Controlar y administrar la comunicación 
entre las unidades administrativas en materia laboral 
de la secretaría, para la revisión y homologación de 
criterios jurídicos que serán utilizados en la impartición 
de la justicia laboral en el estado; 

XII. Difundir criterios jurídicos en materia de 
justicia laboral, dirigido a los entes gubernamentales, 
especialistas jurídicos en la materia, usuarios, y la 
población en general; 

XIII. Acordar con la UEJ, cualquier opinión sobre 
los proyectos de iniciativas de leyes, reglamentos, 
decretos, acuerdos y demás ordenamientos jurídicos 
que en materia del trabajo sean turnados a la 
secretaría por otras dependencias y entidades de la 
Administración pública; 

XIV. Revisar jurídicamente, en coordinación con 
la UEJ, las propuestas, convenios y contratos en 
materia laboral en los que participe la secretaría; 

XV. Conciliar, en la vía administrativa y en 
representación de la secretaría, los intereses de los 
trabajadores, patrones y sindicatos en los asuntos de 
trabajo, individuales y colectivos en materia 
burocrática, así como en aquellos asuntos que se 
encuentren en trámite ante las juntas de conciliación y 
arbitraje, y auxiliarse para esta facultad de la unidad 
administrativa o área correspondiente; 

XVI. Promover entre los sectores productivos 
del estado, relaciones obrero-patronales basadas en el 
respeto a la dignidad de la persona y su desarrollo 
integral; 

XVII. Orientar y proporcionar a los trabajadores, 
patrones y sindicatos información referente a metas y 
objetivos en materia laboral, así como a las unidades 
administrativas de la secretaría que la requieran; 

XVIII. Establecer un proceso coordinado con la 
Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de 
Morelos, para facilitar la conclusión de los asuntos en 
trámite, de acuerdo con lo establecido en la estrategia 
nacional para la implementación del sistema de justicia 
laboral; 

XIX. Coordinar el proceso de designación de los 
representantes obreros y patronales ante cada una de 
las juntas que integran la local de conciliación y 
arbitraje, por el periodo que resulte necesario y 
conforme a la normativa aplicable; 

XX. Coadyuvar, en coordinación con las 
diversas autoridades y organismos públicos, privados 
y sociales, en la difusión, elaboración y adopción de 
medidas de seguridad e higiene, capacitación y 
adiestramiento y medio ambiente de trabajo en las 
empresas; 

XXI. Colaborar, con autoridades federales, en el 
ámbito de su competencia, en la promoción y 
orientación para el cumplimiento de las disposiciones 
constitucionales en materia de seguridad e higiene, así 
como las de la ley y demás disposiciones obligatorias 
en los centros de trabajo, en cuanto a previsión social; 

XXII. Coordinar con las unidades administrativas 
de la secretaría, la recopilación de datos y estadísticas 
en materia laboral que sean de utilidad para el 
secretario; 

XXIII. Analizar la información recopilada por las 
unidades administrativas en materia laboral de la 
secretaría, que concentren temas vulnerables en 
materia laboral para dar seguimiento a las políticas 
públicas existentes en la materia; 

XXIV. Implementar trabajos coordinados con las 
unidades administrativas adscritas, para dar 
seguimiento a las estadísticas de los trabajos 
ejecutados, que deriven de sus atribuciones en el 
ámbito laboral correspondiente; 

XXV. Supervisar que se presten los servicios de 
asesoría y representación jurídica, en los asuntos de 
competencia de la procuraduría; 

XXVI. Coadyuvar en el desarrollo de planeación 
y proyectos del servicio que brinda la procuraduría, de 
conformidad con las normas aplicables y sus 
atribuciones correspondientes; 

XXVII. Validar los criterios y lineamientos 
emitidos al interior de la procuraduría, con la finalidad 
de lograr su aplicación homologada en las unidades 
administrativas de la secretaría; 

XXVIII. Vigilar que la información del estado 
procesal de los juicios representados por la 
procuraduría que se proporcione a los usuarios, se 
preste con eficiencia y en estricto apego a las 
disposiciones legales; y, 

XXIX. Fomentar reuniones del sector laboral 
federal y local con la finalidad de atender 
puntualmente las reformas federales y conservar la 
correcta homologación en el ámbito laboral local, con 
el objeto de que las unidades administrativas de la 
secretaría mantengan actualizadas sus funciones. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERA. El presente decreto iniciará su 

vigencia al día siguiente de su publicación en el 
Peri·dico Oficial ñTierra y Libertadò, ·rgano de difusi·n 
oficial del Gobierno del Estado de Morelos.  

SEGUNDA. Se derogan todas las disposiciones 
de igual o menor rango que se opongan al presente 
decreto.  

TERCERA. Dentro de un plazo de noventa días 
hábiles, contados a partir de la entrada en vigor del 
presente decreto, la Secretaría de Desarrollo 
Económico y del Trabajo, deberá actualizar los 
manuales administrativos, descriptivos de puestos y 
demás instrumentos administrativos que 
correspondan. 

Dado en la sede oficial del Poder Ejecutivo 
Estatal, en la ciudad de Cuernavaca, capital del estado 
de Morelos; a los 06 días del mes de julio de 2023.  

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL  
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS  

CUAUHTÉMOC BLANCO BRAVO  
EL SECRETARIO DE GOBIERNO  

SAMUEL SOTELO SALGADO 
LA SECRETARIA DE DESARROLLO  

ECONÓMICO Y DEL TRABAJO  
ANA CECILIA RODRÍGUEZ GONZÁLEZ 

RÚBRICAS.  
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Al margen superior un escudo del estado de 
Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò.- LA 
TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON 
SUS MANOS.- MORELOS.- 2018-2024, y un logotipo 
que dice: MORELOS ANFITRIÓN DEL MUNDO.- 
Gobierno del Estado.- 2018-2024. 

HOSPITAL DEL NIÑO MORELENSE 
DIRECCIÓN DE DIVISIÓN ADMINISTRATIVA 

COORDINACIÓN DE RECURSOS MATERIALES Y 
CONTROL PATRIMONIAL 

CONVOCATORIA: 001/2023 
RESUMEN DE CONVOCATORIA DE LA LICITACIčN 
PĐBLICA NACIONAL PRESENCIAL NO. LE-
917038987-E1-2023, REFERENTE A LA 

CONTRATACIčN ABIERTA  MULTIANUAL DEL 
SERVICIO DE ALIMENTACIčN PARA PACIENTES Y 
PERSONAL CON DERECHO DEL HOSPITAL DEL 

NI¤O MORELENSE 
De conformidad con la Ley Sobre Adquisiciones, 

Enajenaciones, Arrendamientos  y Prestación de 
Servicios del Poder Ejecutivo del Estado Libre y 
Soberano de Morelos, se convoca a los interesados a 
participar en la licitación pública nacional presencial 
No. LE-917038987-E1-2023, cuyas bases de 
participación, así como la descripción de los requisitos 
de participación y el modelo de contrato específico, se 
encuentra disponible para su consulta, en la página: 
https://www.hnm.org.mx, o bien, en el domicilio de la 
convocante en: Av. de la Salud No. 1 Col. Benito 
Juárez, Emiliano Zapata, Morelos, C.P. 62765, tel. 01 
(777) 362 11 70  ext. 2100 y 1300, a partir del día 02 al 
11 de agosto del año en curso de las 9:00 a 15:00 hrs, 
de lunes a viernes, cuya información relevante es: 

Carácter y No. de licitación: 

Licitación pública 
nacional 
presencial No. 
LE-917038987-
E1-2023 

Objeto de la licitación:  

Contrataci·n 
abierta multianual 
del servicio de 
alimentaci·n para 
pacientes y 
personal con 
derecho del 
Hospital del 
Ni¶o Morelense 

Volumen a adquirir: 
Se detalla en 
bases. 

Fecha de publicación en 
https://www.hnm.org.mx/transparen
cia/licitaciones:  

02 agosto 2023 

Visita técnica: 
08 agosto 2023,   
9:00 a 14:00 
horas. 

Junta de aclaraciones: 
11 agosto 2023,  
10:00 horas. 

Presentación y apertura de 
proposiciones: 

17 agosto 2023,    
11:00 horas. 

Fallo: 
04 septiembre 
2023,  14:00 
horas. 

Costo de las bases:  

$ 1,800.00 (mil 
ochocientos 
pesos 00/100 
M.N.), debiendo 
realizar el pago 
en la  Instituci·n 

Financiera 
ñBanco 
Mercantil del 
Norte S. A. B. 
de C.V.ò  en la 
cuenta 
correspondiente
, a nombre del 
Hospital del 
Ni¶o Morelense, 
No. cuenta 
0460017594, 
clave 
interbancaria 
0725400046001
75942. 

Monto de Garantía de Seriedad de 
Propuestas: 

5% (cinco por 
ciento) del 
monto total de la 
propuesta 
econ·mica, sin 
incluir el impuesto 
al valor agregado 
(IVA), cuya 
vigencia ser§ de 
90 d²as naturales 
contados a 
partir de la 
presentaci·n de 
la misma. 

Anticipo: 
No se 
proporcionará 
anticipo. 

No podrán asistir al presente 
procedimiento: 

La personas 
que se 
encuentren en 
los supuestos 
del Art²culo 40 
Fracci·n XVI de 
la Ley Sobre 
Adquisiciones, 
Enajenaciones, 
Arrendamientos  
y Prestaci·n de 
Servicios del 
Poder Ejecutivo 
del Estado Libre 
y Soberano de 
Morelos 

Podrán Asistir: 

Quienes cumplan 
con los requisitos 
del Art²culo 39 
Fracci·n IX de 
Ley Sobre 
Adquisiciones, 
Enajenaciones, 
Arrendamientos  
y Prestaci·n de 
Servicios del 
Poder Ejecutivo 
del Estado Libre 
y Soberano de 
Morelos 

Emiliano Zapata, Morelos, a 27 de julio de 2023. 
Rubrica  

Dra. María Soledad Millán Lizárraga 
Directora General del Hospital Del Niño Morelense 

Rúbrica.  

https://www.hnm.org.mx/
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Al margen superior un escudo del estado de 

Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò.- LA 

TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN CON 

SUS MANOS.- MORELOS.- 2018-2024, y un logotipo 

que dice: MORELOS ANFITRIÓN DEL MUNDO.- 

Gobierno del Estado.- 2018-2024. 

DR. HÉCTOR BARÓN OLIVARES, DIRECTOR 

GENERAL DE SERVICIOS DE SALUD DE 

MORELOS, EN EL EJERCICIO DE LAS 

FACULTADES QUE ME CONFIEREN LOS 

ARTICULOS 64 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE MORELOS; 9 DEL DECRETO 

NÚMERO OCHOCIENTOS VEINTICUATRO QUE 

CREA EL ORGANISMO PÚBLICO 

DESCENTRALIZADO DENOMINADO SERVICIOS DE 

SALUD DE MORELOS; 15 DEL ESTATUTO 

ORGÁNICO DEL ORGANISMO PÚBLICO 

DESCENTRALIZADO DENOMINADO SERVICIOS DE 

SALUD DE MORELOS Y CON BASE EN LA 

SIGUIENTE: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 

109, fracción III, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, los servidores públicos 

deben sujetarse a los principios de legalidad, 

honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, en el 

ejercicio de sus funciones, empleos, cargos y 

comisiones.  

De igual manera, la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Morelos, establecen que los servidores públicos 

observarán en el desempeño de su empleo, cargo o 

comisión, los principios de disciplina, legalidad, 

objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, 

imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, 

eficacia y eficiencia que rigen en el servicio público.  

Respecto del Sistema Local Anticorrupción en 

Morelos, fue publicado en el Peri·dico Oficial ñTierra y 

Libertadò, n¼mero 5514, el 19 de julio de 2017, el 

ñDecreto N¼mero Dos Mil Ciento Noventa y Tres, por 

el que se expiden la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Morelos; la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Morelos; la Ley 

de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de 

Morelos; se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones del Código Penal para el Estado de 

Morelos; de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 

Estado de Morelos; y de la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de Morelosò, en el cual se establecieron 

obligaciones dirigidas a diversos entes públicos en la 

Entidad; en particular, se incluyó lo referente a la 

expedición del código de ética. 

En Morelos, se publicó el ocho de febrero del 

a¶o dos mil diecinueve, en el Peri·dico Oficial ñTierra y 

Libertadò, n¼mero 5674, el código de ética y reglas de 

integridad a las que deben constreñirse los servidores 

públicos de la Administración pública estatal, con el 

objeto de emitir y dar a conocer los principios, valores 

y reglas de integridad que deben regir el quehacer de 

los servidores públicos, sujetándose para ello, a las 

disposiciones del acuerdo por el que se dan a conocer 

los lineamientos para el código de ética a que se 

refiere el artículo 16 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. 

No obstante, partiendo de las necesidades de la 

sociedad actual, relacionadas con la equidad de 

género y una vida libre de violencia, mediante decreto 

de fecha 5 de octubre de 2022, se abrogó por el titular 

del Poder Ejecutivo Estatal, el código de ética y reglas 

de integridad a que hace referencia el párrafo que 

antecede, para dar paso a una legislación que fomente 

el respeto entre las personas en su interacción con el 

estado y sus servidores públicos, como parte de las 

políticas públicas de igualdad, respeto a los derechos 

humanos, cero tolerancia a la violencia en cualquiera 

de sus formas, hostigamiento o acoso sexual o laboral, 

con la finalidad de lograr niveles deseables de 

armonía y convivencia social para alcanzar la paz, 

empezando por el trato digno y respetuoso que los 

funcionarios públicos deben otorgarse entre sí y en su 

trato hacia los gobernados 

 Es por ello, que atendiendo lo anterior, se 

procede a la emisión del presente código de conducta, 

con la finalidad primordial de que todos los servidores 

públicos adscritos al organismo público 

descentralizado denominado Servicios de Salud de 

Morelos, ejerzan su actuar con estricto apego 

promover la profesionalización del servidor público, 

mediante la competencia por mérito, la igualdad de 

oportunidades entre hombres y mujeres, la 

capacitación, desarrollo y evaluación de los 

funcionarios públicos para su óptimo desempeño, 

erradicando las prácticas viciosas que tanto daño 

hacen a la función pública, teniendo a su cargo, la 

responsabilidad de lograr el máximo aprovechamiento 

de los recursos públicos disponibles a través de su 

uso eficiente y racional, implementando al efecto, una 

serie de controles internos para asegurar la 

consecución de las metas y objetivos institucionales 

con eficacia, eficiencia y economía; garantizando la 

salvaguarda de los recursos públicos; prevenir riesgos 

de incumplimientos, y advertir actos de corrupción, con 

estricto cumplimiento de las políticas, leyes y normas, 

midiendo el logro de objetivos, metas y resultados 

derivados de su desempeño. 
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Con el presente código de conducta, Servicios 

de Salud de Morelos, pone énfasis en el respeto a los 

derechos humanos, con la finalidad de que los 

servidores públicos en el ámbito de sus competencias 

y atribuciones, los garanticen, promuevan y protejan 

acorde a los principios de universalidad, conforme al 

cual, a todas las personas les deben ser respetados 

por su simple calidad de ser humano; de 

interdependencia, que implica que se encuentran 

vinculados íntimamente entre sí, porque de ellos 

depende el ejercicio de otro tipo de derechos de igual 

o mayor rango; de indivisibilidad conforme al cual los 

derechos humanos conforman un todo y de 

progresividad, que prevé que este tipo de derechos 

están en constante evolución y bajo ninguna 

circunstancia se justifica un retroceso en su 

protección. 

Siendo de trascendencia además, el hecho de 

que este código, esté diseñado para fungir como un 

instrumento orientador para la conducta de aquellas 

personas que sin ser servidores públicos, presten 

servicio social, prácticas profesionales o realicen 

alguna otra actividad que implique su permanencia en 

instalaciones de Servicios de Salud de Morelos. 

Este código comprende las obligaciones la 

identificación de riesgos éticos, entendidos como las 

situaciones en las que potencialmente pudiera haber 

un acto de corrupción al transgredirse principios, 

valores o reglas de integridad durante las labores 

específicas de las diversas áreas que componen la 

dependencia o entidad pública; permitiendo emitir un 

posicionamiento relacionado con la no tolerancia a los 

actos de corrupción, el cual será difundido 

proactivamente entre todos los servidores públicos, 

debiendo reforzarse la habilidad de las personas 

servidoras públicas para solucionar dilemas, prevenir y 

erradicar la violencia de género, la discriminación, el 

acoso sexual u hostigamiento sexual, o cualquier otra 

conducta que vulnere los derechos humanos, para 

fortalecer los principios de eficacia, igualdad y lealtad 

a través de prácticas que faciliten el equilibrio entre la 

vida laboral y personal de las y los servidores públicos, 

comprendiendo en ello, la convivencia familiar, el 

desarrollo académico, o cualquier otra actividad que 

abone a la libertad y dignidad de éstas en lo particular; 

al tiempo en que se promueva conforme a la política 

de integridad del Sistema Anticorrupción del Estado de 

Morelos, el conocimiento y aplicación de las directrices 

que establece el artículo 6 de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Morelos. 

Finalmente, es dable mencionar que el código 

de conducta es una recopilación de normas que 

inspiran a las personas y despiertan su conciencia 

contribuyendo a mejorar sus relaciones, de manera 

particular en su campo laboral como servidores 

públicos al servicio de la población Morelense. Por lo 

expuesto y fundado, tengo a bien expedir el siguiente: 

CÓDIGO DE CONDUCTA PARA LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS DEL ORGANISMO PÚBLICO 

DESCENTRALIZADO DENOMINADO SERVICIOS DE 

SALUD DE MORELOS 

CAPITULO I 

De las Disposiciones Generales 

Artículo 1. El presente código de conducta es de 

observancia general y obligatoria para todos los 

trabajadores adscritos al organismo público 

descentralizado denominado Servicios de Salud de 

Morelos. 

Artículo 2. El presente código de conducta tiene 

por objeto enunciar y dar a conocer los principios 

rectores, las reglas concretas de actuación para 

propiciar ambientes laborales adecuados, fomentar su 

actuación ética y responsable, y erradicar conductas 

que representen actos de corrupción, así como, los 

valores morales y sociales que deben inspirar el 

quehacer y conducta de las personas servidoras 

públicas en el ejercicio de sus funciones y establecer 

mecanismos institucionales para la implementación del 

presente código, así como las instancias para 

presentar quejas o denuncias por incumplimiento.  

El presente código de conducta se encuentra 

alineado, con lo establecido en la política de igualdad 

laboral y no discriminación. 

Artículo 3. A través del presente código de 

conducta, se establece de manera precisa la 

obligación de las personas servidoras públicas para 

atender su trabajo con honestidad, legalidad, lealtad, 

profesionalismo, y con una clara orientación al interés 

público en todos sus actos y en todo momento. 

Artículo 4. El cumplimiento de las presentes 

disposiciones, con base a la deontología y normativa 

aplicable, deberá ser supervisado por parte de las 

personas titulares de las direcciones de área. 

Artículo 5. Las personas servidoras públicas que 

se desempeñen sin apego a los valores, principios y 

reglas de integridad señalados en este código de 

conducta, pueden incurrir en faltas e infracciones, en 

esos casos, las sanciones se aplicarán conforme a lo 

previsto en la Ley de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Morelos y Ley 

General de Responsabilidades Administrativas. 

Articulo 6. Las personas servidoras públicas de 

nuevo ingreso o al ocupar su cargo, empleo o 

comisión, en la administración pública, deberán cursar 

una capacitación en ésta materia, así como Servicios 

de Salud de Morelos deberán cumplir los principios, 

valores y reglas de integridad contenidos en el 

presente código, para lo cual suscribirán carta 

compromiso ante su respectivo órgano interno de 

control. 

Artículo 7. Para los efectos de este código se 

entiende por: 
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I. Acoso laboral: forma de violencia que se 
presenta en una serie de eventos que tienen como 
objetivo intimidar, excluir, opacar, amedrentar o 
consumir emocional o intelectualmente a la víctima, 
causando un daño físico, psicológico, económico o 
laboral-profesional. Se puede presentar en forma 
horizontal, vertical ascendente o vertical descendente, 
ya sea en el centro de trabajo o fuera de éste, siempre 
que se encuentre vinculado a la relación laboral; 

II. Acoso sexual: forma de violencia de carácter 
sexual, en la que, si bien no existe una subordinación 
jerárquica de la víctima frente a la persona agresora, e 
inclusive puede realizarse de una persona de menor 
nivel jerárquico hacia alguien de mayor nivel o cargo, 
hay un ejercicio abusivo de poder por parte de quien la 
realiza. Puede tener lugar entre personas servidoras 
públicas y personal que preste servicio social, 
prácticas profesionales, u otras personas que no se 
encuentren previstas como servidoras públicas pero 
guarden algún tipo de relación con el ente público y de 
éstas hacia particulares y es expresada en conductas 
verbales o no verbales, de hecho, físicas o visuales, 
como son aquellas mencionadas en la fracción IV del 
artículo 5 del presente código, independientemente de 
que se realice en uno o varios eventos; 

III. Código de ética, al código de ética y reglas 
de integridad a las que deben sujetarse los servidores 
públicos de la Administración pública estatal; 

IV. Código de conducta, al Código de Conducta 
para el organismo público descentralizado 
denominado Servicios de Salud de Morelos. 

V. Comité, al Comité de Ética del organismo 
público descentralizado denominado Servicios de 
Salud de Morelos; 

VI. Conflicto de interés, a la posible afectación 
del desempeño imparcial y objetivo de las funciones 
de los servidores públicos, en razón de motivos 
personales, familiares o de negocios; 

VII. Corrupción, en términos del segundo 
párrafo del numeral 5 del Programa nacional de 
combate a la corrupción y a la impunidad, y de mejora 
de la gestión pública 2019-2024, es el abuso de 
cualquier posición de poder, público o privado, con el 
objetivo de generar un beneficio indebido a costa del 
bienestar colectivo o individual; 

VIII. Dignidad: comprende a la persona como 
titular de derechos y a no ser objeto de violencia o 
arbitrariedades por parte de las instituciones de 
gobierno, de modo que todas las personas servidoras 
públicas, se encuentran obligadas en todo momento a 
respetar su autonomía, a considerarla y tratarla  como 
fin de su actuación, garantizando que no sea afectado 
el núcleo esencial de sus derechos; 

IX. Discriminación: es toda distinción, exclusión, 
restricción o preferencia que, con intención o sin ella, 
no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por 
objeto obstaculizar, disminuir o impedir los derechos 
de cualquier persona, cuando ello se base en uno o 
más de los motivos que establece la fracción II del 
artículo 5 del presente código; 

X. Ética pública: conjunto de principios, valores 

y reglas de integridad orientados al interés público, 

conforme a los cuales deben actuar todas las 

personas adscritas a las secretarías, dependencias y 

entidades de la Administración pública estatal, sin 

importar su nivel jerárquico, en aras de aspirar a la  

excelencia en el servicio público que logre contar con 

la confianza de la sociedad; 

XI. Hostigamiento sexual: es una forma de 

violencia de carácter sexual en la cual hay un ejercicio 

abusivo de poder por parte de quien la realiza y tiene 

lugar en una relación de subordinación jerárquica real 

de la víctima frente a la persona agresora. Es 

expresada en conductas verbales o no verbales, de 

hecho, físicas o visuales, independientemente de que 

se realice en uno o varios eventos; 

XII. Igualdad de género: situación en la cual 

mujeres y hombres acceden con las mismas 

posibilidades y oportunidades al uso, control y 

beneficio de bienes, servicios y recursos de la 

sociedad, así como a la toma de decisiones en todos 

los ámbitos de la vida social, económica, política, 

cultural y familiar; 

XIII. Interés público: es el deber de las personas 

servidoras públicas de buscar en toda decisión y 

acción, la prevalencia de la justicia y el bienestar de la 

sociedad, por lo que cualquier determinación u 

omisión es de importancia y trascendencia para el 

ejercicio de una debida administración pública; 

XIV. Lenguaje incluyente y no sexista: 

comunicación verbal y escrita que tiene por finalidad 

visibilizar a las mujeres para equilibrar las asimetrías 

de género, así como valorar la diversidad que 

compone nuestra  sociedad haciendo visibles a las 

personas y grupos históricamente discriminados; 

XV. Lineamientos:  lineamientos para la emisión 

del código de ética a que se refiere el artículo 16 de la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el doce 

de octubre del año dos mil dieciocho, mismos que 

definen los principios y valores del servicio público; 

XVI. Ley General de Responsabilidades, a la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas; 

XVII. Ley de Responsabilidades, a la Ley de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Morelos; 

XVIII. Órganos internos de control, a las 

contralorías internas y las comisarías públicas o sus 

equivalentes, que operan en la Administración pública 

estatal; 

XIX. Principios, a los mandatos de optimización 

y razones que orientan la acción de un ser humano en 

sociedad, los cuales son de carácter general y 

universal; 

XX. Secretaría, a la Secretaría de Contraloría 

del Poder Ejecutivo Estatal; 
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XXI. Personas servidoras públicas, a toda 

persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión 

de cualquier naturaleza en el organismo público 

descentralizado denominado Servicios de Salud de 

Morelos; 

XXII. Valores, a las convicciones de los seres 

humanos que determinan su manera de ser y orientan 

su conducta y decisiones. 

CAPITULO II 

De los Principios Rectores 

Artículo 8. Los principios rectores que toda 

persona servidora pública debe cumplir en el 

desempeño de su empleo, cargo o comisión, son los 

siguientes: 

a) Legalidad: Las personas servidoras públicas 

hacen sólo aquello que las normas expresamente les 

confieren y en todo momento someten su actuación a 

las facultades que las leyes, reglamentos y demás 

disposiciones jurídicas atribuyen a su empleo, cargo o 

comisión, por lo que conocen y cumplen las 

disposiciones que regulan el ejercicio de sus 

funciones, facultades y atribuciones; 

b) Honradez: Las personas servidoras públicas 

se conducen con rectitud sin utilizar su empleo, cargo 

o comisión para obtener o pretender obtener algún 

beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de 

terceros, ni buscan o aceptan compensaciones, 

prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de 

cualquier persona u organización, debido a que están 

conscientes que ello compromete sus funciones y que 

el ejercicio de cualquier cargo público implica un alto 

sentido de austeridad y vocación de servicio; 

c) Lealtad: Las personas servidoras públicas 

corresponden a la confianza que el estado les ha 

conferido; tienen una vocación absoluta de servicio a 

la sociedad, y satisfacen el interés superior de las 

necesidades colectivas por encima de intereses 

particulares, personales o ajenos al interés general y 

bienestar de la población; 

d) Imparcialidad: Las personas servidoras 

públicas dan a la ciudadanía y a la población en 

general el mismo trato, sin conceder privilegios o 

preferencias a organizaciones o personas, ni permiten 

que influencias, intereses o prejuicios indebidos 

afecten su compromiso para tomar decisiones o 

ejercer sus funciones de manera objetiva; 

e) Eficiencia: Todas las personas servidoras 

públicas deben ejercer los recursos públicos con 

austeridad, economía, racionalidad y sustentabilidad, 

logrando los mejores resultados a favor de la 

sociedad, incluyendo el cuidado de los recursos 

naturales; 

f) Economía: Las personas servidoras públicas 

en el ejercicio del gasto público administrarán los 

bienes, recursos y servicios públicos con legalidad, 

austeridad y disciplina, satisfaciendo los objetivos y 

metas a los que estén destinados, siendo éstos de 

interés social; 

g) Disciplina: Las personas servidoras públicas 
desempeñarán su empleo, cargo o comisión de 
manera ordenada, metódica y perseverante, con el 
propósito de obtener los mejores resultados en el 
servicio o bienes ofrecidos; 

h) Profesionalismo: Las personas servidoras 
públicas deberán conocer, actuar y cumplir con las 
funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, 
de conformidad con las leyes, reglamentos y demás 
disposiciones jurídicas atribuibles a su empleo, cargo 
o comisión, observando en todo momento la disciplina, 
integridad y respeto, tanto a las demás personas 
servidoras públicas como a las y los particulares con 
los que llegaren a tratar; 

i) Objetividad: Las personas servidoras públicas 
deberán preservar el interés superior de las 
necesidades  colectivas por encima de intereses 
particulares, personales o ajenos al interés general, 
actuando de manera neutral e imparcial en la toma de 
decisiones, que a su vez deberán de ser informadas 
en estricto apego a la legalidad; 

j) Transparencia: Toda la información generada 
por las personas servidoras públicas, en ejercicio de la 
función pública, debe ser del conocimiento de la 
sociedad para la efectiva rendición de cuentas, con 
excepción de aquella que sea considerada como 
confidencial o reservada en términos de la normativa 
aplicable; 

k) Rendición de cuentas: Las personas 
servidoras públicas asumen plenamente ante la 
sociedad y sus autoridades la responsabilidad que 
deriva del ejercicio de su empleo, cargo o comisión, 
por lo que informan, explican y justifican sus 
decisiones y acciones, y se sujetan a un sistema de 
sanciones, así como a la evaluación y al escrutinio 
público de sus funciones por parte de la ciudadanía; 

l) Competencia por mérito: Las personas 
servidoras públicas deberán ser seleccionados para 
sus puestos, de acuerdo a su habilidad profesional, 
capacidad y experiencia, garantizando la igualdad de 
oportunidad, atrayendo a los mejores candidatos para 
ocupar los puestos mediante procedimientos 
transparentes, objetivos y equitativos; 

m) Eficacia: Todas las personas servidoras 
públicas deben desarrollar sus funciones en apego a 
una cultura de servicio a la sociedad, con 
profesionalismo y disciplina, dando cumplimiento a los 
objetivos institucionales de la dependencia o entidad a 
la que se encuentren adscritas, con base en objetivos, 
metas, programas de trabajo y de seguimiento, que 
permitan llevar un control de desempeño; 

n) Integridad: Las personas servidoras públicas 
actúan siempre de manera congruente con los 
principios que se deben observar en el desempeño de 
un empleo, cargo, comisión o función, convencidas en 
el compromiso de ajustar su conducta para que impere 
en su desempeño una ética que responda al interés 
público y generen certeza plena de su conducta frente 
a todas las personas con las que se vinculen u 
observen su actuar; y, 
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o) Equidad: Las personas servidoras públicas 

procurarán que toda persona acceda con justicia e 

igualdad al uso, disfrute y beneficio de los bienes, 

servicios, recursos y oportunidades. 

CAPITULO III 

De los Valores 

Artículo 9. Para el adecuado ejercicio del 

servicio público, es importante contar con un ambiente 

laboral apropiado que incida de forma directa e 

indirecta en la sociedad, conforme a los valores de 

interés público, respeto, respeto a los derechos 

humanos, igualdad y no discriminación, equidad de 

género, cuidado del entorno cultural y ecológico, 

cooperación, cuidado del entorno cultural y ecológico y 

liderazgo. 

Los valores que toda persona servidora pública 

debe cumplir en el desempeño de su empleo, cargo o 

comisión, son los siguientes: 

a) Interés público. Las personas servidoras 

públicas actúan buscando en todo momento la 

máxima atención de las necesidades y demandas de 

la sociedad por encima de intereses y beneficios 

particulares, ajenos a la  satisfacción colectiva. 

b) Respeto. Las personas servidoras públicas, 

deberán otorgar un trato cordial a las personas en 

general, incluyendo a aquellas con quienes comparten 

espacios de trabajo, de todos los niveles jerárquicos, 

propiciando una comunicación efectiva. 

c) Respeto a los derechos humanos. Las 

personas servidoras públicas respetan los derechos 

humanos, y en el ámbito de sus competencias y 

atribuciones, los garantizan, promueven y protegen de 

conformidad con los principios de: universalidad que 

establece que los derechos humanos corresponden a 

toda persona por el simple hecho de serlo; de 

Interdependencia que implica que los derechos 

humanos se encuentran vinculados íntimamente entre 

sí; de Indivisibilidad que refiere que los derechos 

humanos conforman una totalidad de tal forma que 

son complementarios e inseparables, y de 

progresividad que prevé que los derechos humanos 

están en constante evolución y bajo ninguna 

circunstancia se justifica un retroceso en su 

protección. 

d) Igualdad y no discriminación. Las personas 

servidoras públicas prestan sus servicios a todas las 

personas sin distinción, exclusión, restricción, o 

preferencia basada en el origen étnico o nacional, el 

color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, económica, de 

salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las 

características genéticas, la situación migratoria, el 

embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias 

sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, 

la situación familiar, las responsabilidades familiares, 

el idioma, los antecedentes penales o en cualquier 

otro motivo. 

e) Equidad de género. Las personas servidoras 

públicas, en el ámbito de sus competencias y 

atribuciones, garantizan que tanto mujeres como 

hombres accedan con las mismas condiciones, 

posibilidades y oportunidades a los bienes y servicios 

públicos; a los programas y beneficios institucionales, 

y a los empleos, cargos y comisiones 

gubernamentales. 

f) Cooperación. Las personas servidoras 

públicas deben colaborar entre sí y propiciar el trabajo 

en equipo para  alcanzar los objetivos comunes 

previstos en los planes y programas gubernamentales, 

generando así una plena vocación de servicio a la 

sociedad. 

g) Cuidado del entorno cultural y ecológico. Las 

personas servidoras públicas deben respetar y cuidar 

el patrimonio cultural y natural de la nación, así como 

el de cualquier otra. 

h) Liderazgo. Las personas servidoras públicas 

deben ser una figura ejemplar frente a la sociedad y a 

sus equipos de trabajo, principalmente, ante quienes 

se encuentren a su cargo. 

CAPITULO IV 

De las Reglas de Integridad 

Artículo 10. Para proteger los principios y 

valores que rigen el ejercicio de la función pública, se 

observarán reglas de integridad con las cuales 

deberán conducirse las personas servidoras públicas 

en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, 

siendo estas las siguientes: 

a) Actuación, desempeño, comportamiento 

digno y cooperación con la integridad. Para consolidar 

un organismo confiable y aspirar a un servicio público 

de excelencia, actuarán y desempeñarán sus 

funciones conforme a los principios, valores y 

compromisos del servicio público, cooperando 

permanentemente con el fomento e  implementación 

de las acciones que fortalezcan la ética pública; 

b) Trámites y servicios. Con el propósito de 

atender los trámites y servicios que demande la 

población, actuarán con excelencia, de forma pronta, 

diligente, honrada, confiable, sin preferencias ni 

favoritismos, en apego a la legalidad y brindando en 

todo momento, un trato respetuoso y cordial; 

c) Recursos humanos. Para impulsar un servicio 

público que trabaje en beneficio de la sociedad, en 

materia de  recursos humanos, promoverán en su 

entorno la profesionalización, competencia por mérito, 

igualdad de género y de oportunidades, capacitación, 

desarrollo y evaluación de las personas servidoras 

públicas; asimismo, aplicarán rigurosamente toda 

disposición que tenga por objeto la correcta 

planeación, organización y Administración del servicio 

público; 
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d) Información pública. Con el fin de consolidar 
la transparencia y rendición de cuentas en el servicio 
público,  garantizarán, conforme al principio de 
máxima publicidad, el acceso a la información pública 
que tengan bajo su cargo, tutelando en todo momento, 
los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición de los datos personales, en los términos que 
fijen las normas correspondientes; 

e) Contrataciones públicas. Para asegurar la 
mayor economía, eficiencia y funcionalidad en 
contrataciones públicas de bienes, servicios, 
adquisiciones, arrendamientos, así como de obra 
pública y servicios relacionados con la misma, 
actuarán con legalidad, imparcialidad, austeridad 
republicana y transparencia; 

f)  Programas Gubernamentales. Para la 
implementación y operación de los programas 
gubernamentales, deberán sujetarse a la normativa 
aplicable con perspectiva de género, así como a los 
principios de honradez, lealtad, imparcialidad, 
objetividad, transparencia, eficacia y eficiencia, a fin de 
contribuir a garantizar el cumplimiento de los objetivos, 
estrategias y prioridades establecidas en el plan 
estatal de desarrollo y de los programas que deriven 
de éste; 

g) Licencias, permisos, autorización y 
concesiones. Para el otorgamiento de licencias, 
permisos, autorizaciones y concesiones, verificarán el 
cumplimiento de los requisitos, reglas y condiciones 
previstas en las disposiciones, y actuarán con 
legalidad, transparencia y con estricta objetividad e 
imparcialidad, en aras del interés público; 

h) Administración de bienes muebles e 
inmuebles. A fin de lograr la mayor utilidad y 
conservación de bienes muebles e inmuebles de las 
secretarías, dependencias y entidades, realizarán las 
acciones para su uso eficiente y responsable, así 
como para su óptimo aprovechamiento, control, 
supervisión, resguardo, o en su caso,  enajenación o 
transferencia; y promoverán, en todo momento, el 
cuidado de los mismos; 

i) Control interno. Para asegurar la consecución 
de las metas y objetivos institucionales con eficacia, 
eficiencia y economía; garantizar la salvaguarda de los 
recursos públicos; prevenir riesgos de 
incumplimientos, y advertir actos de corrupción, 
actuarán con profesionalismo, imparcialidad, 
objetividad y con estricto cumplimiento de las políticas, 
leyes y normas; 

j) Procesos de evaluación. Con el propósito de 
analizar y medir el logro de objetivos, metas y 
resultados derivados de su desempeño, efectuarán los 
procesos de evaluación correspondientes, actuando 
con integridad,  profesionalismo, legalidad, 
imparcialidad e igualdad, para obtener información útil 
y confiable que permita identificar riesgos, debilidades 
y áreas de oportunidad, así como instrumentar 
medidas idóneas y oportunas, a efecto de garantizar el 
cumplimiento de objetivos, estrategias y prioridades 
del plan estatal de desarrollo y de los programas que 
deriven de éste; y, 

k) Procedimiento administrativo. Las personas 

servidoras públicas que participen en la emisión de los 

actos administrativos, procedimientos y resoluciones 

que emita la Administración pública estatal, deberán 

conducirse con legalidad e imparcialidad, garantizando 

la protección de los derechos humanos y las 

formalidades esenciales del debido proceso. 

Artículo 11. Las personas servidoras públicas, 

deberán conducir su actuación con honestidad, 

legalidad, lealtad, profesionalismo y con una clara 

orientación de interés público, de acuerdo a lo 

siguiente: 

a) Ejercer las atribuciones y facultades que les 

impone el servicio público, de conformidad con los 

ordenamientos constitucionales y legales 

correspondientes; 

b) No utilizar las atribuciones de su empleo, 

cargo, comisión o funciones para beneficio personal o 

de terceros; 

c) No hacer uso de recursos humanos, 

materiales o financieros institucionales para fines 

distintos a los asignados;  

d) No favorecer o ayudar a terceros, a cambio o 

bajo la promesa de recibir dinero, dádivas, obsequios, 

regalos o beneficios personales o para terceros; 

e) No hacer proselitismo en su jornada laboral u 

orientar su desempeño laboral hacia preferencias 

político-electorales; 

f) No  permitir que los servidores públicos 

subordinados incumplan total o parcialmente con su 

jornada u horario laboral; 

g) Impedir cualquier tipo de discriminación tanto 

a otros servidores públicos como a toda persona en 

general; 

h) Generar soluciones a dificultades que se 

presenten para la consecución de las metas previstas 

en los planes y programas gubernamentales; 

i) Conducirse con  austeridad, sencillez y uso 

apropiado de los bienes y medios que disponga con 

motivo del ejercicio del cargo público; 

j) No actuar de forma ostentosa, es decir, 

incongruente y desproporcionadamente considerando 

la remuneración y apoyos que perciba con motivo del 

cargo público; 

k) Colaborar con otros servidores públicos y 

propiciar el trabajo en equipo para alcanzar los 

objetivos comunes, previstos en los planes y 

programas gubernamentales; 

l) No adquirir, para sí o para terceros, bienes o 

servicios de personas u organizaciones beneficiadas 

con programas o contratos gubernamentales, a un 

precio notoriamente inferior o bajo condiciones de 

crédito favorables, distintas a las del mercado; 
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m) Cerciorarse que con su actuación no se 

obstruya el cumplimiento de investigaciones o 

procedimientos sancionatorios en contra de personas 

servidoras públicas o particulares; 

n) No actuar como abogado o procurador en 

juicios de carácter penal. civil, mercantil o laboral que 

se promuevan en contra de instituciones públicas de 

cualquiera de los tres órdenes de Gobierno; 

o) Establecer medidas preventivas al momento 

de ser informado como superior jerárquico, de una 

posible situación de riesgo o de conflicto de intereses; y, 

p) Rehusarse de intervenir en cualquier forma 

en la atención, tramitación o resolución de asuntos en 

los que tenga interés personal, familiar, de negocios, o 

cualquier otro en el que tenga algún conflicto de 

interés. 

Artículo 12. Las personas servidoras públicas, 

deben conducir su actuación con base en el principio 

de rendición de cuentas y resguardarán la 

documentación e información gubernamental que 

tengan bajo su responsabilidad, de acuerdo con lo 

siguiente: 

a) Impedir actitudes intimidatorias hacia las 

personas que requieren de orientación para la 

presentación de una solicitud de acceso a la 

información pública; 

b) Asegurar una atención ágil y expedita a las 

solicitudes de acceso a la información pública; 

c) No declarar la incompetencia para la atención 

de una solicitud de acceso a la información pública, 

cuando se cuente con atribuciones o facultades 

legales o normativas; 

d) Asegurarse que los casos en que sea 

declarada la inexistencia de información o 

documentación pública, se haya realizado una extensa 

búsqueda en los expedientes y archivos institucionales 

correspondientes; 

e) Impedir que se altere o elimine de manera 

deliberada, y sin fundamento legal para ese efecto, 

información pública; 

f) Impedir la sustracción, destrucción o 

inutilización indebida, de información o documentación 

pública; 

g) Impedir el robo, destrucción o inutilización 

indebida, de información o documentación pública; 

h) Cuidar que no se proporcione, 

indebidamente, documentación e información 

confidencial o reservada; 

i) Impedir que se utilice con fines lucrativos las 

bases de datos a las que tenga acceso o que haya 

obtenido con motivo de su empleo, cargo, comisión o 

funciones; 

j) Cuidar que no se obstaculicen las actividades 

de identificación, generación, procesamiento, difusión 

y evaluación de la información en materia de 

transparencia; y,  

k) Promover la difusión de información pública, 

a través de formatos que promuevan los datos 

abiertos. 

Artículo 13. Las personas servidoras públicas 

que participen en contrataciones públicas, en el 

otorgamiento y prórroga de licencias, permisos, 

autorizaciones y concesiones, deben conducirse con 

imparcialidad, legalidad y rendición de cuentas, de 

acuerdo con lo siguiente: 

a) Exponer con su debida oportunidad, los 

posibles conflictos de interés que de manera particular 

tenga o haya tenido con personas u organizaciones; 

b) Respetar la equidad de la competencia entre 

los participantes dentro de tales procedimientos; 

c) Solicitar la información estrictamente 

necesaria para el cumplimiento del servicio público, sin 

provocar gastos excesivos e innecesarios; 

d) Evitar que se establezcan condiciones en las 

invitaciones o convocatorias que indebidamente 

representen ventajas o den un trato diferenciado a los 

licitantes; 

e) No favorecer a los licitantes teniendo por 

satisfechos indebidamente requisitos o reglas 

previstos en las invitaciones o convocatorias o 

coadyuvando al cumplimiento extemporáneo; 

f) Asegurar que no se proporcione de manera 

indebida información de los particulares que participen 

en los procedimientos de contrataciones públicas; 

g) Asegurar la imparcialidad en el proceso de 

selección, designación, contratación y, en su caso, 

remoción o rescisión del contrato dentro de los 

procedimientos de contratación; 

h) No influir en las decisiones de otros 

servidores públicos para que se beneficie a un 

participante en los procedimientos de contratación o 

para el otorgamiento de licencias, permisos, 

autorizaciones y concesiones; 

i)  No obstruir los procedimientos para la 

imposición de sanciones a licitantes, proveedores y 

contratistas que infrinjan las disposiciones jurídicas 

aplicables; 

j) Impedir que se generen comunicaciones a los 

licitantes, proveedores, contratistas o concesionarios a 

través de mecanismos distintos a los institucionales; 

k) No reunirse con licitantes, proveedores, 

contratistas y concesionarios fuera de los inmuebles 

oficiales, salvo para los actos correspondientes a 

visitas a los sitios respectivos; 

l) Vigilar que no se soliciten requisitos sin 

sustento legal, para el otorgamiento y prórroga de 

licencias, permisos, autorizaciones y concesiones; 

m) Dar trato equitativo a cualquier persona u 

organización en la gestión que se realice para el 

otorgamiento y prórroga de licencias, permisos, 

autorizaciones y concesiones; 
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n) No recibir o solicitar cualquier tipo de 

indemnización, regalo, donativo u obsequio en la 

gestión que se realice para el otorgamiento y prórroga 

de licencias, permisos, autorizaciones y concesiones; 

o) Cumplir en todo momento con la normativa 

vigente en materia de contrataciones públicas y 

otorgamiento de licencias, permisos, autorizaciones, 

concesiones y sus prórrogas; y, 

p) Cerciorarse de no ser beneficiario directo o a 

través familiares con parentesco por consanguinidad o 

afinidad hasta el cuarto grado, de contratos 

gubernamentales relacionados con la institución o 

área que dirige o en la que presta sus servicios. 

Artículo 14. Las personas servidoras públicas 

que participen en el otorgamiento y operación de 

subsidios y apoyos de programas gubernamentales, 

deben garantizar que la entrega de estos beneficios se 

apegue a los principios de objetividad, legalidad, 

imparcialidad y rendición de cuentas, de acuerdo a lo 

siguiente: 

a) Asegurarse de no ser beneficiario directo o a 

través de familiares con parentesco por 

consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado, de 

programas de subsidios o apoyos de la institución o 

área que dirige o en la que presta sus servicios; 

b) No llevar a cabo la entrega de subsidios o 

apoyos de programas gubernamentales, de manera 

diferente a la establecida en la reglas de operación; 

c) Cerciorarse que no se brinden apoyos o 

beneficios de programas gubernamentales a 

personas, agrupaciones o entes que no cumplan con 

los requisitos y criterios de elegibilidad establecidos en 

las reglas de operación; 

d) Impedir el trato inequitativo o preferencial, sin 

justificación alguna, a cualquier persona u 

organización en la gestión del subsidio o apoyo del 

programa, lo cual incluye ocultar, retrasar o entregar la 

información con engaños o privilegios indebidos; 

e) Certificar que no se discrimine a cualquier 

interesado para acceder a los apoyos o beneficios de 

un programa gubernamental; 

f) No alterar, ocultar, eliminar o negar 

información que impida el control y evaluación sobre el 

otorgamiento de los beneficios o apoyos a personas, 

agrupaciones o entes, por parte de las autoridades 

facultadas, y 

g) Asegurar la disposición y el uso de la 

información de los padrones de beneficiarios de 

programas gubernamentales, conforme a la normativa 

aplicable. 

Artículo 15. Las personas servidoras públicas 

que participen en la prestación de trámites y servicios 

administrativos y médicos, deben brindar a los 

usuarios una atención respetuosa, eficiente, oportuna, 

responsable e imparcial, de acuerdo a lo siguiente: 

a) Desenvolverse con respeto y cordialidad en 

el trato, respetando los principios y valores que rigen 

el ejercicio de la función pública; 

b) Otorgar información vigente sobre el proceso 

y requisitos para acceder a consultas, trámites, 

gestiones y servicios; 

c) No realizar trámites y servicios de forma 

deficiente, retrasando los tiempos de respuesta, 

consultas, trámites, gestiones y servicios; 

d) Impedir que se exijan, por cualquier medio, 

requisitos o condiciones adicionales a los señalados 

por las disposiciones jurídicas que regulan los trámites 

y servicios; 

e) Cerciorarse que no se discrimine a las 

personas en la atención de consultas, la realización de 

trámites y gestiones, así como la prestación de 

servicios, y 

f) No  recibir o solicitar cualquier tipo de 

compensación, dádiva, obsequio o regalo en la gestión 

que se realice para el otorgamiento del trámite o 

servicio. 

Artículo 16. Las personas servidoras públicas 

que desempeñen un empleo, cargo, o comisión, 

relacionado con procedimientos de administración de 

recursos humanos, se apegarán a los principios de 

objetividad, legalidad, imparcialidad y rendición de 

cuentas, de acuerdo con lo siguiente: 

a) Garantizar la igualdad de oportunidades en el 

acceso a la función pública con base en el mérito;  

b) No designar, contratar o nombrar en un 

empleo, cargo, comisión, a personas cuyos intereses 

particulares, laborales, profesionales, económicos o de 

negocios puedan estar en contraposición o percibirse 

como contrarios a los intereses del servicio público; 

c) Impedir que se proporcione a un tercero no 

autorizado, información confidencial o reservada 

contenida en expedientes del personal y en archivos 

de recursos humanos bajo su resguardo; 

d) Cerciorarse que no se seleccione, contrate, 

nombre o designe a personas, sin haber exhibido 

previamente la constancia que acredite la no 

existencia de registro de inhabilitación; o cuando no 

cuenten con el perfil del puesto, ni cumplan con los 

requisitos y documentos requeridos; 

e) Impedir que se seleccione, contrate, designe 

o nombre directa o indirectamente como subalternos a 

familiares con parentesco por consanguinidad o 

afinidad hasta el cuarto grado;  

f) No disponer del personal a su cargo en forma 

indebida, para que realice trámites, asuntos o 

actividades de carácter personal o familiar ajenos al 

servicio público; 
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g) No presentar información y documentación 

falsa o que induzca al error, sobre el cumplimiento de 

metas de su evaluación del desempeño; 

h) Impedir que se remueva, cese, despida, 

separe o solicite la baja de servidores públicos, sin 

tener atribuciones o por causas y procedimientos no 

previstos en la normativa aplicable; 

i) Excusarse de conocer asuntos que puedan 

implicar cualquier conflicto de interés; y, 

j) Permitir la reestructuración de áreas 

identificadas como sensibles o vulnerables a la 

corrupción o en las que se observe una alta incidencia 

de conductas contrarias al código. 

Artículo 17. Las personas servidoras públicas 

que participen en procedimientos de baja, 

enajenación, transferencia o destrucción de bienes 

muebles o de administración de bienes inmuebles y/o 

insumos, deben desempeñar sus funciones con 

eficacia e integridad, de acuerdo con lo siguiente: 

a) Impedir la baja, enajenación, transferencia o 

destrucción de bienes, cuando éstos sigan siendo 

útiles y adecuados para los espacios y el servicio 

público; 

b) No compartir información con terceros ajenos 

a los procedimientos de baja, enajenación, 

transferencia o destrucción de bienes públicos, o 

sustituir documentos o alterar éstos; 

c) No recibir o solicitar cualquier tipo de 

compensación, dádiva, obsequio o regalo, a cambio 

de beneficiar a los participantes en los procedimientos 

de enajenación de bienes muebles e inmuebles; 

d) No  intervenir o influir en las decisiones de 

otros servidores públicos, para que se beneficie a 

algún participante en los procedimientos de 

enajenación de bienes muebles e inmuebles; 

e) No anteponer intereses particulares que 

impidan las mejores condiciones en cuanto a precio 

disponible en el mercado; 

f) Impedir que se manipule la información 

proporcionada por los particulares en los 

procedimientos de enajenación de bienes muebles e 

inmuebles; 

g) No utilizar el parque vehicular terrestre o 

aéreo, sea propio o arrendado, para fines particulares, 

personales o familiares, utilizarlo solo para el servicio 

público; 

h) Utilizar los bienes inmuebles conforme a la 

normativa aplicable, y 

i) Disponer de los bienes y demás recursos 

públicos, observando la normativa aplicable, sin 

destinarlos a fines distintos al servicio público. 

Artículo 18. Las personas servidoras públicas 

que participen en procesos de evaluación, se 

apegarán en todo momento a los principios de 

legalidad, objetividad, imparcialidad y rendición de 

cuentas, de acuerdo con lo siguiente: 

a) Impedir que se proporcione indebidamente 

información contenida en los sistemas de información 

de la Administración pública o acceder a ésta por 

causas distintas al ejercicio de sus funciones y 

facultades; 

b) No  trasgredir el alcance y orientación de los 

resultados de las evaluaciones que realice cualquier 

instancia externa o interna en materia de evaluación o 

rendición de cuentas; 

c) Atender, en términos de la normativa 

aplicable, las recomendaciones formuladas por 

cualquier instancia de evaluación, ya sea interna o 

externa, y 

d) Impedir que se alteren los registros de 

cualquier índole para simular o modificar los 

resultados de las funciones, programas y proyectos 

gubernamentales. 

Artículo 19. Las personas servidoras públicas 

que participen en procesos en materia de control 

interno, generarán, obtendrán, utilizarán y 

comunicarán información suficiente, oportuna, 

confiable y de calidad, apegándose a los principios de 

legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas, de 

acuerdo con lo siguiente:  

a) Notificar los riesgos asociados al 

cumplimiento de objetivos institucionales, así como los 

relacionados con corrupción y posibles irregularidades 

que afecten los recursos económicos públicos; 

b) Plantear o actualizar las políticas o 

procedimientos necesarios en materia de control 

interno; 

c) Generar información financiera, 

presupuestaria y de operación con el respaldo 

suficiente; 

d) Notificar información financiera, 

presupuestaria y de operación de forma completa y 

clara; 

e) Revisar los planes, programas o proyectos a 

su cargo, en su caso, así como las actividades y el 

cumplimiento de las funciones del personal que le 

reporta; 

f) Proteger documentos e información que se 

deban conservar por su relevancia o por sus aspectos 

técnicos, jurídicos, económicos o de seguridad; 

g) Ejecutar sus funciones estableciendo las 

medidas de control interno que correspondan; 

h) Realizar, en su caso, mejores prácticas y 

procesos para evitar la corrupción y prevenir cualquier 

conflicto de interés; 

i) Promover las manifestaciones o propuestas 

que tiendan a mejorar o superar deficiencias de 

operación, de procesos, de calidad de trámites y 

servicios, o de comportamiento ético de los servidores 

públicos; y, 
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j) Instaurar, en su caso, estándares, 

procedimientos o protocolos de actuación en aquellos 

trámites o servicios de atención directa al público, así 

como observar aquéllos previstos por las instancias 

competentes. 

Artículo 20. Las personas servidoras públicas 

que participen en procedimientos administrativos, 

deben fomentar una cultura de denuncia, respetando 

las formalidades esenciales del procedimiento y la 

garantía de audiencia conforme al principio de 

legalidad, de acuerdo con lo siguiente:   

a) Informar el inicio del procedimiento y sus 

consecuencias; 

b) Conceder la oportunidad de ofrecer y 

desahogar pruebas; 

c) Dar la oportunidad de presentar alegatos; 

d) Emitir la resolución respectiva; 

e) Señalar los medios de defensa que se 

pueden interponer para combatir la resolución dictada; 

f) Informar, declarar o testificar sobre hechos 

que le consten relacionados con conductas contrarias 

a la normativa, así como al código de ética y código de 

conducta; 

g) Proporcionar la documentación o información 

que las autoridades competentes requieran para el 

ejercicio de sus funciones, así como colaborar con 

ellos en sus actividades; y, 

h) Observar criterios de legalidad, imparcialidad, 

objetividad y discreción en los asuntos de los que 

tenga conocimiento que impliquen contravención a la 

normativa, así como al código de ética y código de 

conducta; 

Artículo 21. Las personas servidoras públicas 

deben conducir su actuación con integridad, 

colaborando entre sí con una plena vocación de 

servicio y propiciando el trabajo en equipo, de acuerdo 

a lo siguiente:  

a) Impedir hostigar, agredir, amedrentar, acosar, 

intimidar, extorsionar o amenazar a personal 

subordinado o compañeros de trabajo; 

b) Comportarse con trato digno y cordial, ya sea 

en la atención al público o en la cooperación entre sus 

compañeros de trabajo; 

c) Impedir cualquier tipo de discriminación tanto 

en el trato con sus compañeros de trabajo, así como 

con las personas en general; 

d) Llevar a cabo las actividades de atención al 

público en general, de manera respetuosa, ágil y 

expedita; 

e) No realizar actividades particulares en 

horarios de trabajo que contravengan las medidas 

aplicables para el uso eficiente, transparente y eficaz 

de los recursos públicos; 

f) Fomentar en sus respectivas áreas de trabajo, 

el respeto, la cooperación, la disciplina y la integridad, 

para el desempeño eficiente de sus funciones; 

g) Conducirse con criterios de sencillez, 

austeridad y uso adecuado de los bienes y medios que 

disponga con motivo del ejercicio del cargo público; 

h) Promover el apoyo y la colaboración mutua 

hacia sus compañeros de trabajo, propiciando el 

trabajo en equipo y la vocación en el servicio público; 

i) Ayudar en la detección de áreas sensibles o 

vulnerables a la corrupción; 

j) No obstruir la presentación de denuncias, 

acusaciones o delaciones sobre el uso indebido o de 

derroche de recursos económicos que impidan o 

propicien la rendición de cuentas; 

k) Plantear, proponer o, en su caso, adoptar 

cambios a las estructuras y procesos a fin de inhibir 

ineficiencias, corrupción y conductas antiéticas, y 

l) Recomendar, diseñar y establecer mejores 

prácticas a favor del servicio público. 

Artículo 22. Las personas servidoras públicas 

deben conducir su actuación de forma digna y 

respetuosa sin proferir expresiones, adoptar 

comportamientos, usar lenguaje o realizar acciones de 

hostigamiento o acoso sexual, hacia las personas con 

las que tienen o guardan relación en la función pública 

y la ciudadanía en general, de acuerdo con lo 

siguiente:  

a) No proferir insultos, humillaciones, acoso u 

hostigamiento a sus compañeros de trabajo y 

ciudadanía en general; 

b) Evitar señales sexualmente sugerentes, a 

través de los movimientos del cuerpo, así como 

mostrar deliberadamente partes íntimas del cuerpo; 

c) No tener contacto físico sugestivo o de 

naturaleza sexual, como tocamientos, abrazos, besos 

y manoseos a sus compañeros de trabajo; 

d) Evitar hacer regalos, o dar preferencias 

indebidas o notoriamente diferentes, ni manifestar 

abiertamente o de manera indirecta interés sexual a 

sus compañeros de trabajo; 

e) Asegurarse de no llevar a cabo conductas 

dominantes, agresivas, intimidatorias u hostiles hacia 

cualquier persona; 

f) Evitar que se condicione la obtención de un 

empleo, su permanencia en él o las condiciones del 

mismo a cambio de aceptar conductas de naturaleza 

sexual; 

g) Impedir el obligar a otra persona a realizar 

actividades que no competen a sus labores u otras 

medidas disciplinarias, en represalia por rechazar 

proposiciones de naturaleza diferente al ámbito 

laboral; 
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h) Evitar que se condicione la prestación de un 

trámite o servicio público, a cambio de cualquier 

interés o condicionante ajena a los requisitos de dicho 

trámite o servicio; 

i) No hacer comentarios, burlas, piropos o 

bromas hacia otra persona, referentes a la apariencia 

o a su anatomía, ya sean de manera directa o a través 

cualquier otro medio; 

j) No hacer insinuaciones, invitaciones, favores 

o propuestas a citas o encuentros de carácter sexual 

con sus compañeros de trabajo; 

k) No hacer expresiones o utilizar lenguaje que 

denigre a las personas o pretenda colocarlas como 

objeto sexual; 

l) No  exhibir o enviar a través de algún medio 

de comunicación, imágenes o cualquier contenido de 

naturaleza sexual, no deseadas ni solicitadas por la 

persona receptora, y 

m) Cuidarse de no difundir rumores o cualquier 

tipo de información sobre la vida sexual o íntima de 

una persona. 

CAPITULO V 

Del Cumplimiento 

Artículo 23. Las personas servidoras públicas, 

deberán cumplir los principios, valores y reglas de 

integridad contenidos en el presente código de 

conducta y su vigilancia se realizará por conducto del 

comité, así como por el órgano interno de control. En 

caso de su inobservancia, pudiera ser constitutiva de 

responsabilidad administrativa, penal, civil o laboral y 

se procederá en términos de la normativa aplicable. 

Corresponderá a las personas titulares de las 

áreas o a toda persona de informar por escrito al 

órgano interno de control de cualquier tipo de 

conducta contraria a lo dispuesto por este código, para 

que se implementen las acciones correctivas y 

disciplinarias en términos de lo establecido por las 

disposiciones legales aplicables al caso concreto, el 

presente código no sustituye en forma alguna, el cabal 

cumplimiento de la normativa en materia de 

responsabilidades administrativas. 

CAPITULO VI 

Del Comité de Ética 

Artículo 24. El comité de ética, se constituirá 

como el órgano encargado de fomentar y vigilar el 

cumplimiento del presente código de conducta y del  

Código de Ética de la Administración pública estatal. 

Artículo 25. El Comité de Ética, se integrará de 

la siguiente forma:  

I. El director general, como presidente; 

II. El titular de la Dirección de Administración, 

como secretario técnico y enlace; 

III. El titular de la Subdirección Jurídica, como 

vocal; 

IV. En su caso, el superior jerárquico de la 

persona servidora pública señalada como responsable 

de la queja o denuncia, 

V. El titular del órgano interno de control; y, 

VI. En los asuntos en que se trate, delibere o 

resuelva un asunto que verse sobre un trabajador de 

base, se dará intervención en ese caso en específico a 

una persona representante del sindicato en donde 

esté agremiado el trabajador de base de que se trate.  

Los cargos del comité de ética serán 

honoríficos. y por su desempeño no se percibirá 

retribución, emolumento o compensación alguna. 

Los suplentes contarán con las mismas 

facultades que los propietarios en caso de ausencia de 

éstos. Los suplentes deberán contar con nivel mínimo 

de mando medio y dichas suplencias deberán 

acreditarse con el oficio de designación 

correspondiente. 

Artículo 26. El funcionamiento y desarrollo de 

las sesiones del comité de ética, se desarrollarán en 

términos de lo dispuesto en el artículo 34 de los 

Lineamientos Generales para la Integración, 

Organización y Funcionamiento de los Comités de 

Ética de la Administración pública.  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. El presente código de conducta, 

entrará en vigor a partir del día siguiente de su 

publicaci·n, en el Peri·dico Oficial ñTierra y Libertadò, 

Órgano de difusión del Gobierno del Estado de 

Morelos. 

SEGUNDA. Se abroga el Código de Conducta 

para los Servidores Públicos del organismo público 

descentralizado denominado Servicios de Salud de 

Morelos, publicado el veintidós de enero de 2020, en 

el Peri·dico Oficial ñTierra y Libertadò n¼mero 5774. 

TERCERA. Se abrogan todas las disposiciones 

reglamentarias o administrativas de igual o menor 

rango que se opongan al presente código. 

CUARTA. El presente instrumento deberá 

difundirse también a través del portal oficial de 

Servicios de Salud de Morelos.  

QUINTA. Se instruye a la Subdirección de 

Recursos Humanos de Servicios de Salud de Morelos, 

dar a conocer el presente código al personal de las 

diferentes unidades administrativas que componen los 

Servicios de Salud de Morelos, así como al personal 

de nuevo ingreso sobre la existencia y contenido del 

mismo para su observancia y cumplimiento.  

Dado en las instalaciones que ocupa el 

organismo público descentralizado denominado 

Servicios de Salud de Morelos, en la ciudad de 

Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

veintiún días del mes de abril de 2023. 

DR. HÉCTOR BARÓN OLIVARES  

DIRECTOR GENERAL DE SERVICIOS  

DE SALUD DE MORELOS 

RÚBRICA.  
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Al margen superior izquierdo un escudo del 

estado de Morelos que dice: ñTIERRA Y LIBERTADò.- 

LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 

CON SUS MANOS.- MORELOS.- 2018-2024 y un 

logotipo que dice: MORELOS ANFITRIÓN DEL 

MUNDO.- Gobierno del Estado.- 2018-2024; al 

margen superior un logotipo que dice: FIDEICOMISO 

BALNEARIO.- AGUA HEDIONDA; y, al margen 

superior derecho un logotipo que dice: BALNEARIO 

AGUA HEDIONDA.- MANANTIAL ÚNICO EN EL 

MUNDO. 

Al margen superior izquierdo un logotipo que 

dice: BALNEARIO AGUA HEDIONDA.- MANANTIAL 

ÚNICO EN EL MUNDO. Al centro un Escudo del 

Estado de Morelos que dice: ñTierra y Libertadò.- La 

tierra volverá a quienes la trabajan con sus manos.- 

2018-2024, y un logotipo que dice Morelos Anfitrión 

del Mundo Gobierno del Estado 2018-2024. 

C.P. MARÍA ALICIA ARREDONDO LÓPEZ, 

DIRECTOR GENERAL DEL FIDEICOMISO 

BALNEARIO AGUA HEDIONDA; CON 

FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS 

ARTÍCULOS 1, 3 y 82 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE MORELOS; 1, 21, 22 Y TERCERA 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA DEL CÓDIGO DE 

ÉTICA Y REGLAS DE INTEGRIDAD A QUE DEBEN 

SUJETARSE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LA 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL; Y CON 

BASE EN LA SIGUIENTE: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Derivado de la publicación del Código de Ética 

del Fideicomiso Balneario Agua Hedionda, al que 

deben de sujetarse los servidores públicos, emitida por 

la, Mtra. América Berenice Jiménez Molina, Secretaria 

de la Contraloría del Gobierno del Estado de Morelos. 

Derivado de la publicación en el Diario Oficial de la 

Federaci·n del ñacuerdo por el que se dan a conocer 

los lineamientos para la emisión del código de ética a 

que se refiere el artículo 16 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativasò, el Comit® 

Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, dio 

a conocer los elementos necesarios para la emisión 

del Código de Ética que deberán observar los 

servidores públicos de todos los órdenes de gobierno, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 5 de 

la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción.  

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 109, 

fracción III, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, los servidores públicos deben 

sujetarse a los principios de legalidad, honradez, 

lealtad, imparcialidad y eficiencia, en el ejercicio de 

sus funciones, empleos, cargos y comisiones. 

Mientras que la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas y la Ley Estatal de 

Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Morelos, señala que los servidores públicos 

observarán en el desempeño de su empleo, cargo o 

comisión, los principios de disciplina, legalidad, 

objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, 

imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, 

eficacia y eficiencia que rigen en el servicio público, 

los servidores públicos deben sujetarse a los principios 

de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 

eficiencia, en el ejercicio de sus funciones, empleos, 

cargos y comisiones, de conformidad con lo 

establecido en la Ley Estatal de Responsabilidades 

Administrativas para el Estado de Morelos, que señala 

que los servidores públicos observarán en el 

desempeño de su empleo, cargo o comisión, los 

principios de disciplina, legalidad, objetividad, 

profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, 

integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia 

que rigen en el servicio público. Así también, en 

términos de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas, los 

servidores públicos deberán observar el código de 

ética, que al efecto sea emitido por las secretarías o 

los órganos internos de control, conforme a los 

lineamientos que emita el Sistema Nacional 

Anticorrupción, para que en su actuación impere una 

conducta digna que responda a las necesidades de la 

sociedad y que oriente su desempeño. 

Derivado de lo anterior, y en cumplimiento de la 

fundamentación antes citada, el Fideicomiso Balneario 

Agua Hedionda tiene a bien expedir el presente código 

de conducta el cual define los principios, valores y 

reglas de integridad, a las que deberá apegarse el 

personal. Así mismo, se constituye el Comité de Ética 

del Fideicomiso Balneario Agua Hedionda, quien será 

el órgano encargado de fomentar y vigilar su debido 

cumplimiento. 

CÓDIGO DE CONDUCTA DEL FIDEICOMISO 

BALNEARIO AGUA HEDIONDA 

CAPÍTULO I 

DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. El presente código de conducta es de 

observancia general y obligatoria para todos los 

servidores públicos que laboran en el Fideicomiso 

Balneario Agua Hedionda. 

Artículo 2. El presente código de conducta tiene 

por objeto definir, emitir y dar a conocer los principios, 

valores éticos, y reglas de identidad que debe regir el 

actuar y proceder de los servidores públicos adscritos 

al fideicomiso en todos sus niveles durante el ejercicio 

de sus funciones. 

Artículo 3. Para efectos de este código, se 

entenderá por: 

I. Código de ética, al Código de Ética del 

Fideicomiso Balneario Agua Hedionda; 
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II. Código de conducta, al presente Código de 

Conducta del Fideicomiso Balneario Agua Hedionda; 
III. Comité, al Comité de Ética del Fideicomiso 

Balneario Agua Hedionda; 
IV. Fideicomiso, al Fideicomiso Balneario Agua 

Hedionda; 
V. Unidades administrativas, a las unidades 

administrativas adscritas del Fideicomiso Balneario 
Agua Hedionda; 

VI. Servidores públicos, a los servidores 
públicos del Fideicomiso Balneario Agua Hedionda; y, 

VII. Órgano interno de control, a la Comisaria 
Pública en el Fideicomiso Balneario Agua Hedionda. 

Artículo 4. Los servidores públicos que 
desempeñen un empleo, cargo o comisión en el 

fideicomiso, invariablemente deberán observar los 
principios rectores y valores que se consignan y 

definen en el código de ética; 
I. Principios rectores: 

a) Legalidad:  
Las personas servidoras públicas hacen sólo 

aquello que las normas expresamente les confieren y 
en todo momento someten su actuación a las 

facultades que las leyes, reglamentos y demás 
disposiciones jurídicas atribuyen a su empleo, cargo o 

comisión, por lo que conocen y cumplen las 
disposiciones que regulan el ejercicio de sus 

funciones, facultades y atribuciones. 
b) Honradez:  

Las personas servidoras públicas se conducen 
con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión 

para obtener o pretender obtener algún beneficio, 
provecho o ventaja personal o a favor de terceros, ni 

buscan o aceptan compensaciones, prestaciones, 
dádivas, obsequios o regalos de cualquier persona u 

organización, debido a que están conscientes que ello 
compromete sus funciones y que el ejercicio de 

cualquier cargo público implica un alto sentido de 
austeridad y vocación de servicio. 

c) Imparcialidad:  
Las personas servidoras públicas dan a la 

ciudadanía, y a la población en general, el mismo 
trato, sin conceder privilegios o preferencias a 

organizaciones o personas, ni permiten que 
influencias, intereses o prejuicios indebidos afecten su 

compromiso para tomar decisiones o ejercer sus 
funciones de manera objetiva. 

d) Eficiencia:  
Las personas servidoras públicas actúan en 

apego a los planes y programas previamente 
establecidos y optimizan el uso y la asignación de los 

recursos públicos en el desarrollo de sus actividades 
para lograr los objetivos propuestos. 

e) Economía:  
Las personas servidoras públicas en el ejercicio 

del gasto público administrarán los bienes, recursos y 
servicios públicos con legalidad, austeridad y 

disciplina, satisfaciendo los objetivos y metas a los que 
estén destinados, siendo éstos de interés social. 

f) Disciplina:  

Las personas servidoras públicas 

desempeñarán su empleo, cargo o comisión, de 

manera ordenada, metódica y perseverante, con el 

propósito de obtener los mejores resultados en el 

servicio o bienes ofrecidos. 

g) Profesionalismo:  

Las personas servidoras públicas deberán 

conocer, actuar y cumplir con las funciones, 

atribuciones y comisiones encomendadas de 

conformidad con las leyes, reglamentos y demás 

disposiciones jurídicas atribuibles a su empleo, cargo 

o comisión, observando en todo momento disciplina, 

integridad y respeto, tanto a las demás personas 

servidoras públicas como a las y los particulares con 

los que llegare a trata 

h) Objetividad:  

Las personas servidoras públicas deberán 

preservar el interés superior de las necesidades 

colectivas por encima de intereses particulares, 

personales o ajenos al interés general, actuando de 

manera neutral e imparcial en la toma de decisiones, 

que a su vez deberán de ser informadas en estricto 

apego a la legalidad. 

i) Transparencia:  

Las personas servidoras públicas en el ejercicio 

de sus funciones privilegian el principio de máxima 

publicidad de la información pública, atendiendo con 

diligencia los requerimientos de acceso y 

proporcionando la documentación que generan, 

obtienen, adquieren, transforman o conservan; y en el 

ámbito de su competencia, difunden de manera 

proactiva información gubernamental, como un 

elemento que genera valor a la sociedad y promueve 

un gobierno abierto, protegiendo los datos personales 

que estén bajo su custodia. 

j) Rendición de cuentas:  

Las personas servidoras públicas asumen 

plenamente ante la sociedad y sus autoridades la 

responsabilidad que deriva del ejercicio de su empleo, 

cargo o comisión, por lo que informan, explican y 

justifican sus decisiones y acciones y se sujetan a un 

sistema de sanciones, así como a la evaluación y al 

escrutinio público de sus funciones por parte de la 

ciudadanía. 

k) Competencia por mérito:  

Las personas servidoras públicas deberán ser 

seleccionados para sus puestos de acuerdo a su 

habilidad profesional, capacidad y experiencia, 

garantizando la igualdad de oportunidad, atrayendo a 

los mejores candidatos para ocupar los puestos 

mediante procedimientos transparentes, objetivos y 

equitativos. 
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l) Eficacia:  

Las personas servidoras públicas actúan 

conforme a una cultura de servicio orientada al logro 

de resultados, procurando en todo momento un mejor 

desempeño de sus funciones a fin de alcanzar las 

metas institucionales según sus responsabilidades y 

mediante el uso responsable y claro de los recursos 

públicos, eliminando cualquier ostentación y 

discrecionalidad indebida en su aplicación. 

m) Integridad:  

Las personas servidoras públicas actúan 

siempre de manera congruente con los principios que 

se deben observar en el desempeño de un empleo, 

cargo, comisión o función, convencidas en el 

compromiso de ajustar su conducta para que impere 

en su desempeño una ética que responda al interés 

público y generen certeza plena de su conducta frente 

a todas las personas con las que se vinculen u 

observen su actuar. 

n) Equidad:  

Las personas servidoras públicas procurarán 

que toda persona acceda con justicia e igualdad al 

uso, disfrute y beneficio de los bienes, servicios, 

recursos y oportunidades. 

II. Valores: 

a) Interés público:  

Las personas servidoras públicas actúan 

buscando en todo momento la máxima atención de las 

necesidades y demandas de la sociedad por encima 

de intereses y beneficios particulares, ajenos a la 

satisfacción colectiva. 

b) Respeto: 

Las personas servidoras públicas se conducen 

con austeridad y sin ostentación, y otorgan un trato 

digno y cordial a las personas en general y a sus 

compañeros y compañeras de trabajo, superiores y 

subordinados, considerando sus derechos, de tal 

manera que propician el diálogo cortés y la aplicación 

armónica de instrumentos que conduzcan al 

entendimiento, a través de la eficacia y el interés 

público. 

c) Respeto a los derechos humanos:  

Las personas servidoras públicas respetan los 

derechos humanos, y en el ámbito de sus 

competencias y atribuciones, los garantizan, 

promueven y protegen de conformidad con los 

principios de: universalidad que establece que los 

derechos humanos corresponden a toda persona por 

el simple hecho de serlo; de interdependencia que 

implica que los derechos humanos se encuentran 

vinculados íntimamente entre sí; de indivisibilidad que 

refiere que los derechos humanos conforman una 

totalidad de tal forma que son complementarios e 

inseparables, y de progresividad que prevé que los 

derechos humanos están en constante evolución y 

bajo ninguna circunstancia se justifica un retroceso en 

su protección. 

d) Igualdad y no discriminación:  
Las personas servidoras públicas prestan sus 

servicios a todas las personas sin distinción, exclusión, 
restricción, o preferencia basada en el origen étnico o 
nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, 
la edad, las discapacidades, la condición social, 
económica, de salud o jurídica, la religión, la 
apariencia física, las características genéticas, la 
situación migratoria, el embarazo, la lengua, las 
opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o 
filiación política, el estado civil, la situación familiar, las 
responsabilidades familiares, el idioma, los 
antecedentes penales o en cualquier otro motivo. 

e) Equidad de género:  
Las personas servidoras públicas, en el ámbito 

de sus competencias y atribuciones, garantizan que 
tanto mujeres como hombres accedan con las mismas 
condiciones, posibilidades y oportunidades a los 
bienes y servicios públicos; a los programas y 
beneficios institucionales, y a los empleos, cargos y 
comisiones gubernamentales. 

f) Entorno cultural y ecológico:  
Las personas servidoras públicas en el 

desarrollo de sus actividades evitan la afectación del 
patrimonio cultural de cualquier nación y de los 
ecosistemas del planeta; asumen una férrea voluntad 
de respeto, defensa y preservación de la cultura y del 
medio ambiente y en el ejercicio de sus funciones y 
conforme a sus atribuciones, promueven en la 
sociedad la protección y conservación de la cultura y 
el medio ambiente, al ser el principal legado para las 
generaciones futuras. 

g) Cooperación:  
Las personas servidoras públicas colaboran 

entre sí y propician el trabajo en equipo para alcanzar 
los objetivos comunes previstos en los planes y 
programas gubernamentales, generando así una plena 
vocación de servicio público en beneficio de la 
colectividad y confianza de la ciudadanía en sus 
instituciones. 

h) Liderazgo:  
Las personas servidoras públicas son guía, 

ejemplo y promotoras del código de ética y las reglas 
de integridad; fomentan y aplican en el desempeño de 
sus funciones los principios que la constitución y la ley 
les imponen, así como aquellos valores adicionales 
que por su importancia son intrínsecos a la función 
pública. 

Artículo 5. Para salvaguardar los principios y 
valores que rigen el ejercicio de la función pública, el 
código de ética emite las reglas de integridad con las 
cuales deberán conducirse los servidores públicos en 
el ejercicio de sus atribuciones y obligaciones. 

III. Reglas de integridad:  
a) Actuación pública; 
El servidor público que desempeña un empleo, 

cargo, comisión o función, conduce su actuación con 
transparencia, honestidad, lealtad, cooperación, 
austeridad, sin ostentación y con una clara orientación 
al interés público. 
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b) Información pública; 

El servidor público que desempeña un empleo, 

cargo, comisión o función, conduce su actuación 

conforme al principio de transparencia y resguarda la 

documentación e información gubernamental que tiene 

bajo su responsabilidad.  

c) Contrataciones públicas, licencias, permisos, 

autorizaciones y concesiones; 

El servidor público que con motivo de su 

empleo, cargo, comisión o función o a través de 

subordinados, participa en contrataciones públicas o 

en el otorgamiento y prórroga de licencias, permisos, 

autorizaciones y concesiones, se conduce con 

transparencia, imparcialidad y legalidad; orienta sus 

decisiones a las necesidades e intereses de la 

sociedad, y garantiza las mejores condiciones para el 

estado. 

d) Programas gubernamentales; 

El servidor público que con motivo de su 

empleo, cargo, comisión o función o a través de 

subordinados, participa en el otorgamiento y operación 

de subsidios y apoyos de programas 

gubernamentales, garantiza que la entrega de estos 

beneficios se apegue a los principios de igualdad y no 

discriminación, legalidad, imparcialidad, transparencia 

y respeto. 

e) Trámites y servicios; 

El servidor público que con motivo de su 

empleo, cargo, comisión o función participa en la 

prestación de trámites y en el otorgamiento de 

servicios, atiende a los usuarios de forma respetuosa, 

eficiente, oportuna, responsable e imparcial. 

f) Recursos humanos; 

El servidor público que participa en 

procedimientos de recursos humanos, de planeación 

de estructuras o que desempeña en general un 

empleo, cargo, comisión o función, se apega a los 

principios de igualdad y no discriminación, legalidad, 

imparcialidad, transparencia y rendición de cuentas. 

g) Administración de bienes muebles e 

inmuebles; 

El servidor público que con motivo de su 

empleo, cargo, comisión o función, participa en 

procedimientos de baja, enajenación, transferencia o 

destrucción de bienes muebles o de administración de 

bienes inmuebles, administra los recursos con 

eficiencia, transparencia y honradez para satisfacer los 

objetivos a los que están destinados.  

i) Procesos de evaluación; 

El servidor público que con motivo de su 

empleo, cargo, comisión o función, participa en 

procesos de evaluación, se apega en todo momento a 

los principios de legalidad, imparcialidad y rendición de 

cuentas. 

i) Control interno; 

El servidor público que en el ejercicio de su 

empleo, cargo, comisión o función, participa en 

procesos en materia de control interno, genera, 

obtiene, utiliza y comunica información suficiente, 

oportuna, confiable y de calidad, apegándose a los 

principios de legalidad, imparcialidad y rendición de 

cuentas. 

j) Procedimiento administrativo; 

El servidor público que en el ejercicio de su 

empleo, cargo, comisión o función, participa en 

procedimientos administrativos tiene una cultura de 

denuncia, respeta las formalidades esenciales del 

procedimiento y la garantía de audiencia conforme al 

principio de legalidad. 

k) Desempeño permanente con integridad 

El servidor público que desempeña un empleo, 

cargo, comisión o función, conduce su actuación con 

legalidad, imparcialidad, objetividad, transparencia, 

certeza, cooperación, ética e integridad. 

l) Cooperación y desempeño permanente con 

integridad; 

El servidor público en el desempeño de su 

empleo, cargo, comisión o función coopera con la 

dependencia o entidad en la que labora y con las 

instancias encargadas de velar por la observancia de 

los principios y valores intrínsecos a la función pública, 

en el fortalecimiento de la cultura ética y de servicio a 

la sociedad. 

CAPÍTULO II 

APLICACIÓN Y ALCANCE DE LAS REGLAS DE 

INTEGRIDAD 

Artículo 6. Los servidores públicos del 

fideicomiso en el desempeño de sus atribuciones y 

obligaciones invariablemente deberán conducir su 

actuación basados en los principios de honestidad, 

legalidad, lealtad y profesionalismo, conforme a lo 

siguiente: 

I. Conocer, cumplir y hacer cumplir la 

normatividad que regula las atribuciones y 

obligaciones que corresponden al puesto; 

II. Utilizar de manera racional los recursos 

humanos, materiales o financieros única y 

exclusivamente para el cumplimiento de las 

atribuciones asignadas y en cumplimiento del objeto 

del fideicomiso; 

III. Abstenerse de realizar acciones fuera de 

legalidad para favorecer a terceros, o para obtener un 

beneficio personal, familiar o de una tercera persona; 

IV. Hacer del conocimiento de las áreas 

competentes, las conductas o hechos contrarios a la 

ley que detecten; 

V. Asegurarse que con su actuación no se 

obstruya el cumplimiento de investigaciones o 

procedimientos sancionatorios en contra de servidores 

públicos o particulares; 
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VI. Ejercer sus funciones de manera objetiva, 
sin permitir la influencia indebida de otras personas. 

Artículo 7. El principio de rendición de cuentas y 
resguardo de información y documentación que 
tengan bajo su responsabilidad, será fundamental para 
el desempeño de sus atribuciones, debiendo conducir 
su actuación de acuerdo con lo siguiente: 

I. Utilizar la información y documentación 
reservada o confidencial para uso exclusivo del 
fideicomiso, resguardándola de manera segura; 

II. Facilitar la consulta de información a la 
ciudadanía conforme a los mecanismos establecidos 
al respecto; 

III. Cuidar que no se oculte información y 
documentación, ya sea dentro o fuera de las 
instalaciones del fideicomiso; 

IV. Evitar que la información y documentación 
se altere o elimine de manera deliberada, y sin 
fundamento legal para ese efecto; 

V. Impedir la sustracción, destrucción o 
inutilización indebida de información o documentación. 

Artículo 8. Los servidores públicos, que, por sus 
atribuciones, efectúen procedimientos para la 
administración de recursos humanos, deberán 
apegarse a los principios de objetividad, legalidad, 
imparcialidad y rendición de cuentas, de acuerdo con 
lo siguiente: 

I. Abstenerse de contratar a personas cuyos 
intereses particulares, laborales, profesionales, 
económicos o de negocios puedan estar en 
contraposición de los intereses del fideicomiso; 

II. Asegurar que no se contrate a personas que 
no cumplan con los requisitos y documentos 
requeridos para el puesto, que se encuentren 
inhabilitadas o cuando no cuenten con el perfil del 
puesto; 

III. Propiciar la actualización y capacitación para 
el desarrollo personal. 

Artículo 9. Los servidores públicos que 
participen en procedimientos de baja, enajenación, 
transferencia o destrucción de bienes muebles, 
deberán desempeñar sus funciones con eficacia e 
integridad, de acuerdo con lo siguiente: 

I. Evitar la baja, enajenación, transferencia o 
destrucción de bienes, cuando éstos sigan siendo 
útiles y/o adecuados para la operación del fideicomiso; 

II. Utilizar el parque vehicular, para el servicio 
público y no para fines particulares, personales o 
familiares. 

Artículo 10. Los servidores públicos del 
fideicomiso que participen en procesos de control 
interno, generarán, obtendrán, utilizarán y 
comunicarán información suficiente, oportuna, 
confiable y de calidad, apegándose a los principios de 
legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas, de 
acuerdo con lo siguiente: 

I. Comunicar los factores de riesgo asociados al 
cumplimiento de los objetivos del fideicomiso, así 
como, los relacionados con corrupción y posibles 
irregularidades que afecten los recursos económicos 
del fideicomiso; 

II. Diseñar y/o actualizar las políticas o 

procedimientos necesarios en materia de control 

interno e implementar, en su caso, mejores prácticas 

para evitar la corrupción y prevenir cualquier conflicto 

de interés; 

III. Generar la información financiera, 

presupuestaria y de operación con el respaldo 

suficiente, así como, presentarla de forma clara y 

completa; 

IV. Salvaguardar información y documentos que 

se deban conservar por su relevancia o por sus 

aspectos técnicos, jurídicos, económicos o de 

seguridad. 

Artículo 11. Los servidores públicos del 

fideicomiso deben invariablemente conducir su 

actuación bajo el principio de integridad, con una plena 

vocación de servicio y propiciando el trabajo en 

equipo, de acuerdo a lo siguiente: 

I. Conducirse con un trato digno, respetuoso y 

cordial, ya sea en la atención al público o con sus 

compañeros de trabajo; 

II. Evitar cualquier tipo de discriminación tanto 

en el trato con sus compañeros de trabajo, así como, 

con las personas en general, además respetaran los 

derechos humanos, en el ámbito de su competencia, 

garantizando promoverlos y protegerlos; 

III. Conducirse con criterios de austeridad y uso 

adecuado de los bienes asignados; 

IV. Fomentar en sus áreas de trabajo, el 

respeto, la cooperación, la disciplina y la integridad, 

para el desempeño eficiente de sus funciones, 

además garantizaran que tanto mujeres como 

hombres accedan con las mismas condiciones y 

oportunidades a los servicios públicos. 

V. Promover el apoyo y la colaboración con sus 

compañeros de trabajo, propiciando el trabajo en 

equipo; 

VI. Recomendar, diseñar y establecer mejores 

prácticas a favor del fideicomiso, 

Artículo 12. Los servidores públicos del 

fideicomiso las personas servidoras públicas deben 

evitar conductas tales como: 

I. Realizar, con motivo de su empleo, cargo o 

comisión, y sin justificación alguna, actos u omisiones 

que pongan en riesgo o dañen el cuidado de las áreas 

verdes, biodiversidad, reservas naturales o, en 

general, la naturaleza o medio ambiente; 

II. Actuar en contravención a la cultura de uso 

racional de agua potable, energía eléctrica, papel o 

combustibles; 

III. Transgredir o abstenerse de seguir y 

respetar las políticas ambientales, sean internas o de 

aplicación general de no contaminación del aire; 

separación de residuos o reciclaje;  

IV. Realizar actos u omisiones que vulneren los 

derechos o manifestaciones culturales; o bien, dañen 

o perjudiquen los monumentos arqueológicos, 

artísticos o históricos; y,  
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V. No informar o denunciar ante las autoridades 

correspondientes los daños o afectaciones al entorno 

cultural y ecológico, de que se tenga conocimiento. 

CAPÍTULO III 

DE LA VIGILANCIA Y CUMPLIMIENTO 

Artículo 13. Para la vigilancia del código de ética 

y código de conducta, se establece el comité de ética 

del fideicomiso, mismo que estará integrado de la 

siguiente forma: 

I. La persona titular del fideicomiso, quien 

fungirá como presidente; 

II. La persona titular de la unidad de enlace 

financiero administrativo, en carácter de secretario 

técnico; 

III. La persona del departamento de finanzas y 

contabilidad; y, 

IV. La persona del departamento de recursos 

humanos y materiales. 

Los integrantes contarán con voz y voto, en 

caso de empate el presidente tendrá el voto de 

calidad. 

El órgano interno de control, deberá participar 

en todas las sesiones con derecho a voz. 

Artículo 14. El comité tendrá las funciones 

siguientes:  

I. Sesionar conforme la normativa aplicable; 

II. Realizar acciones para promover al interior de 

las unidades administrativas de la secretaría, el código 

de ética y código de conducta; 

III. Analizar los asuntos de los que se desprenda 

alguna presunta acción u omisión por parte de algún 

servidor público en contra de los principios rectores 

establecidos en el código de ética y en el código de 

conducta; 

IV. Determinar las acciones tendientes para que 

los servidores públicos, en su caso, sean sancionados 

conforme la normativa aplicable; y, 

V. Tramitar ante las autoridades competentes, 

las acciones necesarias cuando del análisis a las 

conductas realizadas por los servidores públicos, se 

desprenda alguna infracción que pudiera ser 

constitutiva de alguna responsabilidad administrativa, 

penal, civil o laboral, en términos de la normativa 

aplicable. 

CAPÍTULO IV 

DE LA DIFUSIÓN 

Artículo 15. La secretaría deberá publicar el 

presente código de conducta en su portal institucional 

de internet, así como en los medios que estime 

convenientes. 

CAPÍTULO V 

DEL CUMPLIMIENTO 

Artículo 16. Las y los servidores públicos de la 

secretaría, deberán cumplir, los principios rectores, 

valores y reglas de integridad contenidos en el código 

de ética y el presente código de conducta.  

Artículo 17. El comité será el encargado de 
vigilar cumplimiento y el apego en el actuar de los 
trabajadores de la secretaría con el presente código 
de conducta. 

CAPÍTULO VI 
DE LA INTERPRETACIÓN 

Artículo 18. La interpretación administrativa de 
los presentes lineamientos corresponde a la 
Secretaría de la Contraloría del Gobierno del estado 
por lo que respecta al Poder Ejecutivo estatal. 

En el Poder Legislativo, los órganos autónomos 
y ayuntamientos, la interpretación del presente 
instrumento, así como su aplicación, corresponde a los 
órganos internos de control y sus homólogos. 

Asimismo, la interpretación administrativa de los 
lineamientos, así como su aplicación, respecto del 
Poder Judicial del Estado de Morelos, corresponde a 
la junta de administración, vigilancia y disciplina. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERO. Publíquese los presentes 

lineamientos en el Peri·dico Oficial ñTierra y Libertadò, 
órgano de difusión oficial del Gobierno del Estado de 
Morelos.  

SEGUNDO. Los presentes lineamientos 
entrarán en vigor a partir de su aprobación por parte 
del Comité Coordinador del Sistema Anticorrupción del 
Estado de Morelos. 

TERCERO. Los entes públicos, y los órganos 
internos de control deberán emitir sus códigos de ética 
en un plazo no mayor a sesenta días hábiles a partir 
de la publicación de los presentes lineamientos y los 
códigos de conducta en un plazo no mayor a treinta 
días hábiles posteriores a que hayan sido difundidos 
los códigos de ética. 

CUARTO. Para los entes públicos que no 
tengan órgano interno de control, el plazo que dispone 
la disposición transitoria anterior, empezará a correr 
una vez que el mismo sea formalmente designado por 
la autoridad competente. 

QUINTO. Para aquellos entes públicos que ya 
cuenten con código de ética, la autoridad facultada 
para su emisión realizará la revisión a su contenido 
para verificar que cumplan con los criterios de los 
presentes lineamientos y de estimarlo necesario 
deberán realizar adecuaciones que al efecto procedan 
o en su caso, emitir de nuevo el código de ética dentro 
del plazo que se refiere en el artículo tercero 
transitorio. 

SEXTO. Para aquellos entes públicos que no 
dieron cumplimiento con la emisión del código de ética 
dentro del plazo establecido en el acuerdo por el que 
se dan a conocer los lineamientos para la emisión del 
código de ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, 
deberán ser sancionados por la autoridad competente.  

Dado en la Dirección General del Fideicomiso 
Balneario Agua Hedionda, en la ciudad de Cuautla, 
Morelos, siendo los diecisiete días del mes de junio de 
2023. 

C.P. MARÍA ALICIA ARREDONDO LÓPEZ 
DIRECTORA GENERAL DEL FIDEICOMISO  

BALNEARIO AGUA HEDIONDA. 
RÚBRICA.  
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Al margen superior izquierdo un logotipo que 
dice: impepac.- Instituto Morelense de Procesos 
Electorales y Participación Ciudadana.- CONSEJO 
ESTATAL ELECTORAL. 

ACUERDO IMPEPAC/CEE/160/2023 QUE 
PRESENTA LA SECRETARÍA EJECUTIVA AL 
CONSEJO ESTATAL ELECTORAL DEL INSTITUTO 
MORELENSE DE PROCESOS ELECTORALES Y 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA QUE EMANA DE LA 
COMISIÓN EJECUTIVA TEMPORAL DE ASUNTOS 
INDÍGENAS, MEDIANTE EL CUAL SE APRUEBA EL 
ñPLAN DE TRABAJO PARA CONVOCAR A LAS 
AUTORIDADES REPRESENTATIVAS DE LAS 
COMUNIDADES INDÍGENAS DEL ESTADO DE 
MORELOS A REGISTRAR SUS SISTEMAS 
NORMATIVOS Y FORMAS DE TOMAS DE 
DECISIÓN ANTE EL INSTITUTO MORELENSE DE 
PROCESOS ELECTORALES Y PARTICIPACIÓN 
CIUDADANAò; LA ñCONVOCATORIA PARA LA 
CREACIÓN DE UN CATÁLOGO DE SISTEMAS 
NORMATIVOS INTERNOS Y FORMAS DE TOMA DE 
DECISIčNò Y LA ñC£DULA PARA RECABAR 
INFORMACIÓN SOBRE LOS SISTEMAS 
NORMATIVOS, FORMAS DE ORGANIZACIÓN 
INTERNA Y PROCESOS DE TOMAS DE DECISIÓN 
DE LOS PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS 
DEL ESTADO DE MORELOSò.  

ANTECEDENTES 
1. CREACIÓN E INTEGRACIÓN DE LA 

COMISIÓN EJECUTIVA TEMPORAL DE ASUNTOS 
INDÍGENAS. En sesión extraordinaria del Consejo 
Estatal Electoral, llevado a cabo el día veintiocho de 
enero del año dos mil veinte, se aprobó por mayoría 
de votos el acuerdo IMPEPAC/CEE/021/2020, 
mediante el cual se determinó la creación e 
integración de la Comisión Ejecutiva Temporal de 
Asuntos Indígenas. 

2. OFICIO 401.2C.6.2022/1381. Mediante oficio 
401.2C.1.2020/0188, de fecha veintiocho de enero de 
dos mil veinte, signado por la jefa de Departamento de 
Trámites Legales del Centro INHA Morelos, mediante 
el cual se anexan los dictámenes antropológicos de 
los municipios de Hueyapan y Coatetelco, así como de 
las comunidades indígenas de Amilcingo, 
perteneciente al municipio de Temoac, y el Chisco, 
perteneciente a Jojutla, todos del estado de Morelos. 

3. REFORMA CÓDIGO LOCAL. Con fecha ocho 
de junio del año dos mil veinte, fue reformado el 
Código de Instituciones y Procedimientos Electorales 
para el Estado de Morelos, en donde se reforman los 
artículos 27 segundo párrafo y 66, fracción III, 
mediante los cuales se garantiza la representación 
política-electoral de las personas indígenas en la 
entidad, cuyo criterio de identificación sea el de 
permanencia. 

4. SENTENCIA DEL JUICIO PARA LA 
PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-
ELECTORALES DEL CIUDADANO SCM-JDC-
88/2020 Y ACUMULADOS. Con fecha trece de agosto 
del dos mil veinte, la Sala Regional de la Ciudad de 
México del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, resolvió en sesión pública el Juicio 
Ciudadano SCM-JDC-88/2020 y sus acumulados. 

5. ACCIONES AFIRMATIVAS A FAVOR DE 
LAS PERSONAS INDÍGENAS. Con fecha veintinueve 
de agosto del año dos mil veinte, en sesión 
extraordinaria urgente, el Consejo Estatal Electoral del 
Instituto Morelense de Procesos Electorales y 
Participación Ciudadana, aprobó el acuerdo 
IMPEPAC/CEE/117/2020, mediante el cual se 
establecen las acciones afirmativas a favor de las 
personas indígenas en candidaturas de ayuntamientos 
y diputaciones locales en el proceso electoral local 
2020-2021, en cumplimiento a la sentencia de fecha 
trece de agosto del año que transcurre, emitida por la 
Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, en el expediente 
SCM-JDC-88/2020 Y ACUMULADOS. 

6. LINEAMIENTOS PARA EL REGISTRO Y 
ASIGNACIÓN DE CANDIDATURAS INDÍGENAS. Con 
fecha veintinueve de agosto del dos mil veinte, en 
sesión extraordinaria urgente, el Consejo Estatal 
Electoral del Instituto Morelense de Procesos 
Electorales y Participación Ciudadana, aprobó el 
acuerdo IMPEPAC/CEE/118/2020, mediante el cual se 
aprueban los Lineamientos para el Registro y 
Asignación de Candidaturas Indígenas que 
participaran en el proceso electoral 2020-2021, en el 
que se elegirán diputaciones locales al Congreso del 
Estado e Integrantes de los ayuntamientos, en 
cumplimiento a la sentencia de fecha trece de agosto 
del año dos mil veinte, emitida por la Sala Regional 
Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, en el expediente SCM-JDC-
88/2020 Y ACUMULADOS. 

7. INVALIDEZ DE LA REFORMA ELECTORAL 
DEL 8 DE JUNIO DE 2020. El cinco de octubre del 
año dos mil veinte, el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la acción de 
inconstitucionalidad 139/2020 Y ACUMULADOS, 
determinó invalidar la reforma electoral del ocho de 
junio del dos mil veinte, publicada mediante el decreto 
690 en el Periódico Oficial ñTierra y Libertadò, ·rgano 
de difusión de gobierno del estado. 

De acuerdo con la corte, la promulgación y 
expedición de este decreto representó una violación al 
artículo 105, fracción II de la Constitución Federal que 
indica: 

ñLas leyes electorales federal y locales deberán 
promulgarse y publicarse por lo menos noventa días 
antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a 
aplicarse, y durante el mismo no podrá haber 
modificaciones legales fundamentalesò. 

Frente a esta situación, la corte resolvió la 
reviviscencia de la legislación anterior, la cual deberá 
ser aplicada al proceso electoral que ya está en curso, 
esto es que, ante la invalidez de esta reforma, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, dispuso que, 
en los próximos comicios de Morelos, a realizarse el 
primer domingo de junio de dos mil veintiuno, se 
apliquen todas las normas electorales que estaban 
vigentes antes de las reformas declaradas 
inconstitucionales. 



Página 104  PERIÓDICO OFICIAL  02 de agosto de 2023 

8. SENTENCIA EMITIDA POR LA SALA 
REGIONAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO DEL TEPJF. 
Con fecha veintidós de octubre de dos mil veinte, la 
Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, correspondiente a la Cuarta 
Circunscripción Plurinominal, con sede en la Ciudad 
de México, emitió la sentencia en los Juicios de 
Revisión Constitucional y Juicios para la Protección de 
los Derechos Político-Electorales del ciudadano, SCM-
JRC-4/2020, SCM-JRC-5/2020, SCM-JDC-145/2020, 
SCM-JDC/146/2020, SCM-JDC-147/2020 Y SCM-
JDC-148/2020, ACUMULADOS, en la que resuelve 
confirmar los acuerdos IMPEPAC/CEE/117/2020 e 
IMPEPAC/CEE/118/2020, emitidos por el Instituto 
Morelense de Procesos Electorales y Participación 
Ciudadana. 

9. ADECUACIÓN DE LAS ACCIONES 
AFIRMATIVAS Y LOS LINEAMIENTOS A FAVOR DE 
CANDIDATURAS INDÍGENAS. En sesión 
extraordinaria del Consejo Estatal Electoral, celebrado 
el día dieciséis de noviembre del dos mil veinte, se 
aprobaron los acuerdos IMPEPAC/CEE/263/2020 e 
IMPEPAC/CEE/264/2020, relativo a la adecuación de 
las acciones afirmativas de candidaturas indígenas y 
la adecuación de los artículos 16, 17 y 27 de los 
Lineamientos para el registro y asignación de 
candidaturas indígenas que participarán en el proceso 
electoral 2020-2021, derivado de la resolución emitida 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
acción de inconstitucionalidad 139/2020 y sus 
ACUMULADOS, respectivamente. 

10. ACUERDO IMPEPAC/CEE/134/2021. En 
fecha seis de marzo de dos mil veintiuno, el Consejo 
Estatal Electoral de este instituto, emitió el acuerdo 
IMPEPAC/CEE/134/2021, mediante el cual se aprobó 
el ñCATĆLOGO DE COMUNIDADES INDĉGENAS DEL 
ESTADO DE MORELOSò. 

11. ACUERDO PLENARIO DE 
CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA SCM-JDC-88/2020 
Y ACUMULADOS. En fecha primero de marzo de dos 
mil veintidós, la Sala Regional Ciudad de México del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
emitió acuerdo plenario en autos del expediente SCM-
JDC-88/2020 y acumulados, mediante el cual 
determinó tener por cumplida la sentencia de trece de 
agosto de dos mil veinte, emitida en el juicio de la 
ciudadanía antes referido. 

12. SENTENCIA EMITIDA EN AUTOS DEL 
EXPEDIENTE SCM-JDC-21/2022 Y ACUMULADOS. 
En fecha catorce de julio de dos mil veintidós, la Sala 
Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, emitió sentencia en 
autos del expediente SCM-JDC-21/2022 y 
acumulados. 

13. OFICIO 401.2C.6.2022/1381. Mediante 
oficio 401.2C.6.2022/1381, de fecha catorce de julio 
de dos mil veintidós, signado por el director del Centro 
del Instituto nacional de Antropología e Historia en 
Morelos, se hizo del conocimiento a este órgano 
electoral local, lo siguiente: 

[é] 

Enviando a usted un cordial saludo, acusamos 
recibo e su oficio número 
IMPEPAC/SE/VAMA/021/2022 de fecha 05 de julio de 
2022, por medio del cual informa a este Centro INAH 
Morelosò...que el Instituto Morelense del Procesos 
Electorales y Participación Ciudadana, a petición del 
Congreso del Estado de Morelos se encuentra 
realizando actividades..., respecto a la creación del 
municipio indígena de Tetelcingo, Morelos...ò, por lo 
que solicita a este Centro INAH Morelos ñ...tenga a 
bien proporcionar a este instituto el peritaje 
antropológico que la institución a su cargo realizó para 
constatar la autenticidad como pueblo indígena de 
Tetelcingo...ò. 

En razón de lo anterior y en términos de lo 
previsto en el artículo 3, fracción IV de la Ley Federal 
sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos 
e Históricos, y atendiendo a los objetivos generales del 
Instituto Nacional de Antropología e Historia, como lo 
es la investigación científica sobre antropología e 
historia, relacionada principalmente con la población 
del país, me permito adjuntar al presente el siguiente 
documento denominado: 

ǒ ñ...Peritaje Antropológico para constatar la 
autenticidad como pueblo indígena de Tetelcingo, 
tanto del pueblo como las comunidades que 
conforman a este delegación...ò de fecha 17 junio de 
2017, suscrito por el Antrop. Luis Miguel Morayta 
Mendoza, profesor investigador adscrito al área de 
Antropología Social de este Centro INAH Morelos, 
consistente en 16 fojas útiles. 

En espera de que esta información sea de 
utilidad, quedo de ustedes. 

[é] 
14. OFICIO 401.2C.6.2022/1874. Mediante 

oficio 401.2C.6.2022/1874, de diecinueve de 
septiembre de dos mil veintidós, signado por el 
director del Centro del Instituto nacional de 
Antropología e Historia en Morelos, se hizo del 
conocimiento a este órgano electoral local, lo 
siguiente: 

[é] 
Enviando a usted un cordial saludo, acusamos 

recibo de su oficio número 
IMPEPAC/SE/NAMA/405/2022 de fecha 02 de 
septiembre de 2022, y recibido mediante correo 
electrónico el pasado 06 del mismo mes y año, por 
medio del cual remite el catálogo de comunidades 
indígenas del estado Morelos aprobado mediante 
Acuerdo IMPEPAC/CEE/134/2021 en fecha 6 de 
marzo del año 2021, solicitando a este Centro INAH 
Morelos ñ... la información antropológica que obre en 
sus archivos sobre las comunidades que lo integra...ò. 

En razón de lo anterior y en términos de lo 
previsto en el artículo 3, fracción IV de la Ley Federal 
sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos 
e Históricos, y atendiendo a los objetivos generales del 
Instituto Nacional de Antropología e Historia, como lo 
es la investigación científica sobre antropología e 
historia, relacionada principalmente con la población 
del país, me permito poner a su disposición los 
siguientes ejemplares en donde encontrará 
información relacionada con algunas comunidades, 
mismos que puede consultar en la biblioteca de este 
Centro INAH Morelos en un horario de 09:00 a 16:00 
horas: 
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ǒ Ocotepec, Un Cerro de Mexicanidad (entre la 
realidad y el sueño) de Jesús Pérez Uruñuela. 

ǒ Tepalcingo, su historia y sus tradiciones de 
Ma. Cristina Toledano Vergara; y 

ǒ Los pueblos nahuas de Morelos, Atlas 
Etnografico, de Luis Miguel Morayta Mendoza, María 
Elizabeth Hernández Vázquez, Alfredo Paulo Maya, 
Adriana Saldaña Ramírez y Marco A. Pacheco 
González. 

Agradeciendo de manera anticipada su 
atención, y en espera de que esta información sea de 
utilidad, quedo de usted 

[é] 
15. ACUERDO IMPEPAC/CEE/020/2023. En 

fecha veintisiete de enero de dos mil veintitrés, el 
Consejo Estatal Electoral aprobó el acuerdo 
IMPEPAC/CEE/020/2023, a través del cual se 
modificó de manera temporal la conformación, 
integración y vigencia de las Comisiones Ejecutivas 
Permanentes y Temporales de este Órgano Electoral 
Local, integrando a la Comisión Ejecutiva Temporal de 
Asuntos Indígenas, de la siguiente forma: 

COMISIÓ
N 

PRESIDEN
TE 

INTEGRAN
TE 

INTEGRAN
TE 

Asuntos 
Indígenas 

Mayte 
Casalez 
Campos 

Pedro 
Gregorio 
Alvarado 
Ramos 

Elizabeth 
Martínez 
Gutiérrez 

16. APROBACIÓN DE LA CONVOCATORIA 
PARA PARTICIPAR EN LA CONSULTA, SOBRE LAS 
ACCIONES AFIRMATIVAS ORDENADAS EN LA 
SENTENCIA DEL JUICIO DE LA CIUDADANÍA SCM-
JDC-21/2022 Y ACUMULADOS. El veintisiete de 
enero de dos mil veintitrés, el Consejo Estatal 
Electoral aprobó la convocatoria para participar en la 
consulta, sobre las acciones afirmativas ordenadas en 
la Sentencia del Juicio de la Ciudadanía SCM-JDC-
21/2022 y acumulados, que junto con la ponderación 
que haga el IMPEPAC sobre las circunstancias de 
Morelos, puedan servir de insumo para, en su caso, 
modificar o implementar nuevas acciones afirmativas a 
favor de las personas indígenas en candidaturas de 
ayuntamientos y diputaciones, así como las formas de 
elección de candidaturas, registro y elección, misma 
que fue ampliamente difundida. 

17. ACUERDO IMPEPAC/CEE/054/2023. En 
fecha diecisiete de marzo de dos mil veintitrés, el 
Consejo Estatal Electoral aprobó el acuerdo 
IMPEPAC/CEE/054/2023 mediante el cual se presentó 
la lista de las autoridades representativas de las 
comunidades indígenas del estado de Morelos que 
firmaron el protocolo para la consulta sobre la 
idoneidad de las acciones afirmativas implementadas 
por el IMPEPAC en el proceso electoral local 2020-
2021, y se aprueba la publicación de la misma, de 
conformidad a lo ordenado por la sentencia emitida 
por la Sala Regional Ciudad de México del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, en autos 
del expediente SCM-JDC-021/2022. 

18. ACUERDO IMPEPAC/CEE/065/2023. En 
fecha veintinueve de marzo del año en curso, el 
Consejo Estatal Electoral aprobó el acuerdo 
IMPEPAC/CEE/065/2023, mediante el cual se 
presentó a las comunidades indígenas que participan 
en la consulta sobre la idoneidad de las acciones 
afirmativas implementadas por el IMPEPAC en el 
proceso electoral local 2020-2021, de conformidad a lo 
ordenado por la sentencia emitida por la Sala Regional 
Ciudad de México del Tribunal Electoral del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, en autos 
del expediente SCM-JDC-021/2022, y se aprueba la 
publicación de la misma. 

19. ACUERDO IMPEPAC/CEE/110/2023. En 
fecha veintidós de mayo de dos mil veintitrés, el 
Consejo Estatal Electoral aprobó el acuerdo 
IMPEPAC/CEE/110/2023, mediante el cual ñinforme 
sobre la consulta previa, libre e informada a las 
comunidades indígenas de Morelos, sobre las 
acciones afirmativas implementadas por el impepac 
para garantizar el derecho de representación política-
electoral de pueblos y comunidades indígenas a través 
de personas indígenas a los diferentes cargos de 
elección popular en el estado de Morelosò; as² como el 
ñdictamen t®cnico sobre la procedencia o 
improcedencia de las propuestas, sugerencias y 
observaciones recibidas durante la consulta sobre la 
idoneidad de las acciones afirmativas implementadas 
por el impepac en el proceso electoral local 2020-
2021, de conformidad a lo ordenado por la sentencia 
emitida por la sala regional Ciudad de México del 
tribunal electoral del Poder Judicial de la Federación, 
en autos del expediente SCM-JDC-021/2022ò. 

20. PUBLICACIÓN DE LA REFORMA EN 
MATERIA POLÍTICO ELECTORAL PARA 
GARANTIZAR LA INCLUSIÓN DE GRUPOS 
VULNERABLES Y LA PARIDAD DE GÉNERO. En 
fecha siete de junio de dos mil veintitrés, se publicaron 
en el Peri·dico Oficial ñTierra y Libertadò, identificado 
con el número 6200, los decretos Mil Trece y Mil 
Dieciséis, por los cuales se reforma el Código de 
Instituciones y Procedimientos Electorales para el 
estado de Morelos. 

21. APROBACIÓN DEL ACUERDO POR LA 
COMISIÓN EJECUTIVA TEMPORAL DE ASUNTOS 
INDÍGENAS. En fecha once de julio del año en curso, 
la Comisión Ejecutiva Temporal de Asuntos Indígenas, 
aprobó el acuerdo mediante el cual se aprueba el 
ñplan de trabajo para convocar a las autoridades 
representativas de las comunidades indígenas del 
estado de Morelos a registrar sus sistemas normativos 
y formas de tomas de decisión ante el instituto 
morelense de procesos electorales y participación 
ciudadanaò; la ñconvocatoria para la creaci·n de un 
catálogo de sistemas normativos internos y formas de 
toma de decisi·nò y la ñc®dula para recabar 
información sobre los sistemas normativos, formas de 
organización interna y procesos de tomas de decisión 
de los pueblos y comunidades indígenas del estado de 
Morelosò. 
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CONSIDERANDOS 

I. COMPETENCIA. De conformidad con lo 

establecido por el artículo 41, segundo párrafo, base 

V, apartado A, párrafo primero de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 

organización de las elecciones es una función 

exclusiva del Instituto Nacional Electoral y de los 

Organismos Públicos Locales, en esas circunstancias 

la organización de las elecciones debe regirse bajo la 

función de los principios rectores de la materia, a 

saber; los de constitucionalidad, certeza, 

imparcialidad, independencia, legalidad, máxima 

publicidad, objetividad, equidad, definitividad, 

profesionalismo y paridad de género. 

Ahora bien, tomando en consideración que con 

fecha veintiocho de enero de dos mil veinte, el 

Consejo Estatal Electoral del Instituto Morelense de 

Procesos Electorales y Participación Ciudadana, 

aprobó el acuerdo IMPEPAC/CEE/021/2020, mediante 

el cual determinó la creación, integración y objeto de la 

Comisión Ejecutiva Temporal de Asuntos Indígenas, 

para el mejor desempeño de sus atribuciones, por 

tanto, tomando en consideración que entre nuestras 

atribuciones, se encuentra precisamente el apoyo para 

el desahogo de consultas relacionadas al tema y 

tareas determinadas que guarden relación los 

derechos de los pueblos y las comunidades indígenas 

en el estado. 

II. De conformidad con el artículo 23, párrafo 

séptimo, fracción V de la Constitución para el Estado 

Libre y Soberano de Morelos, la organización de las 

elecciones es una función estatal que le corresponde a 

este organismo público local, en términos de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. En tales circunstancias, la Constitución 

Local dispone que el Instituto Local es un Organismo 

Público Local Electoral Autónomo, dotado de 

personalidad jurídica y patrimonio propio, en cuya 

integración concurren los partidos políticos y la 

ciudadanía, en términos de la normativa aplicable. 

Será autoridad en la materia electoral y de 

participación ciudadana, profesional en su 

desempeño, autónomo en su funcionamiento e 

independiente en sus decisiones, conforme lo 

determine la normativa aplicable, se estructurará con 

órganos de dirección, ejecutivos y técnicos. 

III. Por su parte, el Código de Instituciones y 

Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, 

establece en su ordinal 63, párrafo tercero, que el 

Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana, tendrá a su cargo la 

preparación, desarrollo y conclusión de los Procesos 

Electorales Locales ordinarios y extraordinarios, así 

como los de participación ciudadana a que se 

convoquen, según sea el caso, de acuerdo a los 

términos previstos por la normativa aplicable. 

IV. FINES DEL INSTITUTO MORELENSE DE 

PROCESOS ELECTORALES Y PARTICIPACIÓN 

CIUDADANA. En términos del artículo 65 del Código 

Electoral vigente son fines del Instituto Morelense de 

Procesos Electorales y Participación Ciudadano; 

contribuir al desarrollo de la vida democrática y 

coadyuvar en la promoción y difusión de la cultura 

política; consolidar el régimen de partidos políticos; 

garantizar a los ciudadanos el ejercicio de los 

derechos político electorales y vigilar el cumplimiento 

de sus obligaciones; asegurar la celebración periódica 

y pacífica de las elecciones para renovar a los 

integrantes de los poderes legislativo y ejecutivo y de 

los ayuntamientos del estado y, en su caso, los 

procesos de participación ciudadana; así como 

promover la participación ciudadana en la emisión del 

sufragio y velar por la autenticidad y efectividad del 

mismo. 

V. FUNCIONES DEL INSTITUTO MORELENSE. 

Asimismo, el numeral 66, fracción V del Código de 

Instituciones y Procedimientos Electorales para el 

estado de Morelos, establece como una de las 

funciones del Instituto Morelense de Procesos 

Electorales y Participación Ciudadana, la de orientar a 

los ciudadanos en la entidad para el ejercicio de sus 

derechos y cumplimiento de sus obligaciones político-

electorales. 

VI. INTEGRACIÓN DEL INSTITUTO. De igual 

forma, el numeral 69 del Código Electoral local 

estipula que el Instituto Morelense, ejercerá sus 

funciones en toda la entidad, y se integra con los 

siguientes órganos electorales:  

I. El Consejo Estatal Electoral;  

II. Las Comisiones Ejecutivas Permanentes y 

Temporales;   

III. Los Consejos Distritales Electorales;  

IV. Los Consejos Municipales Electorales;  

V. Las Mesas Directivas de Casilla, y  

VI. Los demás organismos que la normativa y 

este código señalen. 

VII. ÓRGANO DE DIRECCIÓN SUPERIOR Y 

DELIBERACIÓN. De conformidad con el artículo 71, 

del Código Electoral vigente establece que el Consejo 

Estatal es el órgano de dirección superior y 

deliberación del Instituto Morelense y responsable de 

vigilar el cumplimiento de las disposiciones 

constitucionales y legales en materia electoral. 

VIII. En ese orden de ideas, el numeral 88 Bis, 

del Código de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, establece que las Comisiones Ejecutivas 

Permanentes y Temporales, por conducto de su 

Presidente cuentan para el cumplimiento de sus 

funciones con las siguientes atribuciones genéricas 

entre otras las siguientes:  

¶ Supervisar, vigilar y coadyuvar con las 

unidades administrativas respectivas del instituto 

Morelense en el cumplimiento de sus atribuciones; 
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¶ Realizar informes y dictámenes relacionados 

con el ámbito de su competencia; 

¶ Representar electoralmente a la comisión para 

dar a conocer las actividades que desempeñan;  

¶ Ejecutar y suscribir todas aquellas acciones de 

carácter operativo, presupuestal y administrativas para 

el buen desempeño de las atribuciones de la 

Comisión; y,  

Las demás que deriven de este código, de las 

disposiciones reglamentarias, de los acuerdos del 

consejo estatal y de las demás disposiciones 

aplicables, que les resulten compatibles conforme a 

sus objetivos, para su mejor desarrollo, atendiendo a 

la naturaleza de su función. 

IX. Por otra parte, se estableció en el Acuerdo 

IMPEPAC/CEE/021/2020, que las atribuciones que 

corresponden a la Comisión Ejecutiva Temporal de 

asuntos indígenas son:  

¶ La generación y garantía de la tutela y 

protección de los derechos político electorales de los 

pueblos indígenas tales como el derecho de 

participación política, asociación, representación 

política entre otros; 

¶ Fomentar el desarrollo de las políticas 

inclusivas, participativas y de acceso a la justicia 

encaminadas a la salvaguarda de los derechos de las 

comunidades indígenas;  

¶ La búsqueda de una mayor progresividad en 

los derechos indígenas; Identificar obstáculos 

normativos, técnicos o fácticos que impidan o inhiban 

el ejercicio de las comunidades indígenas o de 

cualquiera de sus integrantes;  

¶ Generar y estrechar vínculos con instituciones 

públicas y privadas, de carácter estatal, nacional e 

internacional, interesadas en la promoción, respeto, 

protección y garantía de los derechos de los pueblos y 

comunidades indígenas;  

¶ Desplegar actividades de educación científica 

respecto de estudios, análisis y posibles implicaciones 

de los derechos político-electorales de los pueblos y 

comunidades indígenas, dentro del marco del sistema 

electoral local y en el marco de eventuales sistemas 

normativos indígenas; 

¶ La elaboración en su caso, de acciones 

afirmativas por definición temporal en o respecto de 

los pueblos originarios para que tengan presencia en 

candidaturas de los partidos políticos a cargos de 

elección popular en los ayuntamientos;  

¶ Dar cumplimiento a la resolución dictada 

dentro del expediente SCM-JDC-403/2018. 

Asimismo, mediante el Acuerdo 

IMPEPAC/CEE/182/2022, se aprobó ampliar el objeto 

de la Comisión Ejecutiva Temporal de Asuntos 

Indígenas, para realizar las acciones conducentes 

para dar cumplimiento a la resolución dictada por la 

Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación, en autos del 

expediente SCM-JDC-21/2022 y sus acumulados. 

X. Atento a lo anterior, se colige que la 
Comisión Ejecutiva Temporal de Asuntos Indígenas, 
es la autoridad competente para la elaboración en su 
caso, de acciones afirmativas por definición temporal 
en o respecto de los pueblos originarios para que 
tengan presencia en candidaturas de los partidos 
políticos a cargos de elección popular en los 
ayuntamientos. 

XI. Ahora bien, de conformidad con el artículo 
41, fracción V, apartado C, numeral 8 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, señala que los organismos públicos 
locales, ejercerán funciones en materia de resultados 
preliminares, encuestas o sondeos de opinión, 
observación electoral, y conteos rápidos. 

XII. Ahora bien, el ordinal 78, fracciones I, III, 
XLIV y LV del Código de Instituciones y 
Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, 
establece las atribuciones del Consejo Estatal 
Electoral del IMPEPAC, respecto de llevar a cabo la 
preparación, desarrollo y vigilancia de los procesos 
electorales; expidiendo los reglamentos y lineamientos 
necesarios para el cumplimiento de sus atribuciones; 
dictando todas las resoluciones que sean necesarias 
para hacer efectivas las disposiciones normativas en 
el ámbito de su competencia y las demás que le 
confiere el propio código y otras disposiciones legales. 

XIII. Ahora bien, el artículo segundo 
constitucional reconoce que la nación tiene una 
composición pluricultural sustentada originalmente en 
sus pueblos indígenas que son aquellos que 
descienden de poblaciones que habitaban en el 
territorio actual del país al iniciarse la colonización y 
que conservan sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 

En ese sentido, el apartado A del artículo antes 
mencionado, señala que la constitución reconoce y 
garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades 
indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, 
a la autonomía para lo siguiente: 

[é] 
I. Decidir sus formas internas de convivencia y 

organización social, económica, política y cultural. 
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la 

regulación y solución de sus conflictos internos, 
sujetándose a los principios generales de esta 
constitución, respetando las garantías individuales, los 
derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad 
e integridad de las mujeres. La ley establecerá los 
casos y procedimientos de validación por los jueces o 
tribunales correspondientes. 

III. Elegir de acuerdo con sus normas, 
procedimientos y prácticas tradicionales, a las 
autoridades o representantes para el ejercicio de sus 
formas propias de gobierno interno, garantizando que 
las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y 
ejercerán su derecho de votar y ser votados en 
condiciones de igualdad; así como a acceder y 
desempeñar los cargos públicos y de elección popular 
para los que hayan sido electos o designados, en un 
marco que respete el pacto federal, la soberanía de 
los estados y la autonomía de la Ciudad de México. En 
ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar 
los derechos político-electorales de los y las 
ciudadanas en la elección de sus autoridades 
municipales. 
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IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, 
conocimientos y todos los elementos que constituyan 
su cultura e identidad. 

V. Conservar y mejorar el hábitat y preservar la 
integridad de sus tierras en los términos establecidos 
en esta constitución. 

VI. Acceder, con respeto a las formas y 
modalidades de propiedad y tenencia de la tierra 
establecidas en esta constitución y a las leyes de la 
materia, así como a los derechos adquiridos por 
terceros o por integrantes de la comunidad, al uso y 
disfrute preferente de los recursos naturales de los 
lugares que habitan y ocupan las comunidades, salvo 
aquellos que corresponden a las áreas estratégicas, 
en términos de esta constitución. Para estos efectos 
las comunidades podrán asociarse en términos de ley. 

VII. Elegir, en los municipios con población 
indígena, representantes ante los ayuntamientos, 
observando el principio de paridad de género 
conforme a las normas aplicables. 

Las constituciones y leyes de las entidades 
federativas reconocerán y regularán estos derechos 
en los municipios, con el propósito de fortalecer la 
participación y representación política de conformidad 
con sus tradiciones y normas internas. 

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del 
estado. Para garantizar ese derecho, en todos los 
juicios y procedimientos en que sean parte, individual 
o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus 
costumbres y especificidades culturales respetando 
los preceptos de esta constitución. Los indígenas 
tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por 
intérpretes y defensores que tengan conocimiento de 
su lengua y cultura. 

[é]  
El énfasis es nuestro. 
XIV. En esa tesitura, el 34 de la Declaración de 

las Naciones Unidas sobre los derechos de los 
pueblos indígenas, establece lo que se cita a 
continuación: 

[é] 
Los pueblos indígenas tienen derecho a 

promover, desarrollar y mantener sus estructuras 
institucionales y sus propias costumbres, 
espiritualidad, tradiciones, procedimientos, prácticas y, 
cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, de 
conformidad con las normas internacionales de 
derechos humanos. 

[é]  
XV. Asimismo, el artículo 7 Bis del Código de 

Instituciones y Procedimientos Electorales para el 
Estado de Morelos, reconoce los sistemas normativos 
indígenas como medio de organización y libre 
determinación de los municipios y comunidades 
indígenas, para el ejercicio de los derechos y 
obligaciones de la ciudadanía en lo que respecta a la 
elección de sus autoridades municipales y 
comunitarias por el régimen de sistemas normativos 
indígenas. 

XVI. En ese sentido, el artículo 17 del Código 
Electoral Local, en sus párrafos cuarto y quinto, 
establecen que en el registro de las candidaturas para 
las presidencias, sindicaturas y regidurías, deberán 
garantizarse el principio de paridad de género, así 
como las candidaturas indígenas que correspondan 
conforme lo establece este código. 

Asimismo, los municipios indígenas, conforme a 
lo establecido por el artículo 2 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 2 Bis de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos, en ejercicio de su derecho a la 
autodeterminación y autonomía, decidirán libremente 
sus formas de convivencia y organización política y 
elegirán a sus autoridades y representantes conforme 
a sus sistemas normativos. 

XVII. En esa misma tesitura, la fracción III del 
artículo 18 del multicitado código, refiere que la 
asignación de regidurías se sujetará a las siguientes 
reglas: 

[é]  
III) Garantizar la representación de las personas 

indígenas y grupos vulnerables de conformidad con 
los criterios establecidos por este código: 

a) Que el número de regidurías de personas con 
autoadscripción indígena, en cada uno de los 
municipios de conformidad con los porcentajes de 
población indígena, serán: 

¶ 3 regidurías indígenas: Cuautla, Cuernavaca, 
Tepoztlán, Tetela del Volcán, Tlalnepantla y Temoac; 

¶ 2 regidurías indígenas: Axochiapan, Ayala, 
Huitzilac, Jantetelco, Jiutepec, Jonacatepec de 
Leandro Valle, Tlayacapan, Totolapan, Xochitepec y 
Yautepec: 

¶ 1 regidurías indígenas: Amacuzac, 
Atlatlahucan, Coatlán del Río, Emiliano Zapata, 
Jojutla, Mazatepec, Miacatlán, Ocuituco, Puente de 
Ixtla, Temixco, Tepalcingo, Tetecala, Tlaltizapán de 
Zapata, Tlaquiltenango, Yecapixtla, Zacatepec y 
Zacualpan de Amilpas. 

Se verificará que una vez integrado el cabildo 
conforme a la votación obtenida por los partidos 
políticos, se cumpla con el número de candidaturas 
indígenas respecto del total de municipio 
correspondiente, observando el principio de paridad de 
género. 

En caso contrario se determinará cuantas 
candidaturas indígenas son necesarias para que se 
cumpla con el número que corresponde al municipio 
en cuestión y se sustituirán tantas fórmulas como sean 
necesarias para alcanzar dicho porcentaje. Para este 
fin, se alternarán a los partidos políticos que hayan 
recibido regidurías por el principio de representación 
proporcional, empezando por el partido que recibió el 
menor porcentaje de votación emitida, y de ser 
necesario continuando con el partido que haya 
recibido el segundo menor porcentaje de la votación 
emitida y así sucesivamente en el orden ascendente 
hasta cubrir las regidurías que correspondan a 
candidaturas indígenas. 

En términos de lo anterior, si a un partido se le 
deduce una regiduría asignada a una persona no 
indígena, tendrá que ser sustituida por una 
candidatura indígena, pero en todos los casos dicha 
sustitución deberá provenir de la lista donde haya sido 
deducida, respetando la prelación y la paridad de 
género. 

[é]  
XVIII. Asimismo, de acuerdo con el último 

párrafo del artículo 21, del Código de Instituciones y 
Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, 
cada partido político de acuerdo a sus reglamentos y 
lineamientos establecidos en su vida interna, 
determinará los criterios para garantizar la postulación 
en las candidaturas de personas indígenas, y las 
pertenecientes a grupos vulnerables. 
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XIX. El numeral 65, fracción IV, del multicitado 
código, establece que son fines del Instituto Morelense 
de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, el 
garantizar a los pueblos y comunidades indígenas el 
ejercicio de su derecho a la autodeterminación y 
autonomía para decidir sus formas internas de 
convivencia, organización política y elección de sus 
autoridades o representantes, en los términos de sus 
Sistemas Normativos Indígenas y de lo establecido por 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos. 

XX. En ese mismo orden de ideas, el artículo 
66, fracción XIX, del Código ya referenciado, señala 
que corresponde a este órgano electoral local, 
fomentar que los partidos políticos garanticen a las 
personas indígenas su participación en los procesos 
de selección interna de candidaturas a cargo de 
elección popular de diputados y diputadas, y de 
integrantes de los ayuntamientos, por el sistema de 
partidos políticos, así como, en todo momento 
respeten los sistemas normativos indígenas, las 
tradiciones y prácticas comunitarias. 

XXI. Asimismo, el artículo 101, en sus 
fracciones XVI, XVII Y XVIII del Código Electoral 
Local, se establece lo que se cita a continuación: 

[é]  
XVI. Promover que todos los asuntos y 

controversias se resuelvan con base en los sistemas 
normativos indígenas de municipios, pueblos y 
comunidades indígenas, o en su caso, recurrir a otras 
instancias jurisdiccionales; 

XVII. Llevar el libro de registro de los 
municipios, pueblos y comunidades indígenas y 
autoridades que las integran, que electoralmente se 
rigen por sistemas normativos indígenas; 

XVIII. Recopilar y organizar la información 
relacionada con las reglas indígenas, o en su caso, los 
estatutos electorales comunitarios de los municipios, 
pueblos y comunidades que electoralmente se rigen 
por sistemas normativos indígenas; 

[é]  
XXII. En esa tesitura, el numeral 109, fracción IV 

del Código Electoral Local, estipula que compete a los 
Consejos Distritales Electorales, verificar que las 
solicitudes de candidaturas indígenas tengan anexa el 
acta original o copia certificada de asamblea general 
comunitaria o el documento por la autoridad facultada 
para ello y en su caso lo que establezcan sus 
Sistemas Normativos Indígenas. 

En los mismos términos, el 110, fracción III, del 
código local en la materia, señala que compete a los 
consejos municipales electorales, verificar que las 
solicitudes de candidaturas indígenas cumplan con lo 
determinado en los artículos 183 y 184 del mismo 
código, y tengan anexa el acta original o copia 
certificada de asamblea general comunitaria o el 
documento por la autoridad facultada para ello y en su 
caso lo que establezcan sus Sistemas Normativos 
Indígenas. 

XXIII. En esa misma línea de pensamiento, el 
artículo 163, fracción V, del Código de Instituciones y 
Procedimientos Electorales para el Estado de Morelos, 
señala que para ocupar un cargo como integrante del 
congreso o de un ayuntamiento mediante una 
candidatura indígena, deberá acreditar con acta 
original o copia certificada de la asamblea general 
comunitaria o el documento expedido por la autoridad 
facultada para ello y en su caso lo que establezcan 
sus sistemas normativos indígenas. 

XXIV. Finalmente, el artículo 179 Bis, párrafo 

quinto, del multicitado código, señala que para 

acceder a la postulación bajo el criterio de candidatura 

indígena se debe acreditar que dicha condición 

deviene de una autoadscripción calificada, misma que 

tendrá que ser comprobada con la documentación 

idónea para ello, la cual acredite la pertenencia o 

vinculación requerida con la comunidad que se trate, 

debiendo ser expedidas por las asambleas 

comunitarias, las autoridades administrativas o las 

autoridades tradicionales reconocidas en cada 

comunidad. 

XXV. En ese sentido, el Instituto Morelense de 

Procesos Electorales y Participación Ciudadana, 

deberá garantizar el acceso de las personas indígenas 

a los cargos de elección en el estado durante el 

proceso electoral ordinario local 2023-2024, para lo 

cual deberá en todo caso, revisar los diferentes 

requisitos de las candidaturas que presenten su 

solicitud de registro, entre los cuales se encuentra 

para el caso de las candidaturas indígenas, el de 

cumplir con la autoadscripción calificada, es de suma 

importancia contar con los elementos que permitan 

establecer la plena validez de las documentales que 

en su caso se presenten, a la par de garantizar el 

derecho de las comunidades indígenas del estado a 

aplicar sus propios sistemas normativos internos y 

forma de toma de decisiones. 

Por tal motivo, este Consejo Estatal Electoral, 

resulta oportuno recopilar la información de las 

comunidades indígenas del estado respecto de sus 

sistemas normativos y tomas de decisiones. 

XXVI. Para lo anterior, se considera que en 

ejercicio de su derecho a la libre autodeterminación, 

consagrado en el artículo segundo constitucional, se 

invita a participar a los pueblos y comunidades 

indígenas del estado de Morelos, para que nos den a 

conocer la manera en que toman sus decisiones, y 

todo lo que ello implica, desde quiénes son, como 

convocan; y de qué manera garantizan la participación 

de las comunidades en la toma de decisiones. 

Por lo antes expuesto, este Consejo Estatal 

Electoral aprueba el ñplan de trabajo para convocar a 

las autoridades representativas de las comunidades 

indígenas del estado de Morelos a registrar sus 

sistemas normativos y formas de tomas de decisión 

ante el Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participaci·n Ciudadanaò, de conformidad con el 

anexo primero, mismo que corre agregado al presente 

acuerdo y forma parte integral del mismo. 

XXVII. Asimismo, este Consejo Estatal Electoral 

aprueba la convocatoria para la creación de un 

catálogo de sistemas normativos internos y formas de 

toma de decisión, de conformidad con el anexo 

segundo, mismo que corre agregado al presente 

acuerdo y forma parte integral del mismo. 
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XXVIII. Finalmente, resulta necesaria una 

herramienta que permita recolectar los datos relativos 

a los requisitos y formalidades con las cuales se 

toman decisiones en los pueblos y comunidades 

indígenas de Morelos, lo que será tomado en cuenta 

por este Instituto Electoral Local, para llevar a cabo las 

acciones encaminadas al desarrollo de las actividades 

electorales, tanto de participación ciudadana, a fin de 

dar certeza y facilitar el análisis de las actuaciones 

este organismo públicos local electoral, o en su caso, 

de cuestiones y controversias jurisdiccionales. 

Motivo por el cual, este Consejo Estatal 

Electoral aprueba la ñC®dula para recabar informaci·n 

sobre los sistemas normativos, formas de organización 

interna y procesos de tomas de decisión de los 

pueblos y comunidades indígenas del estado de 

Morelosò, de conformidad con el anexo tercero, mismo 

que corre agregado al presente acuerdo y forma parte 

integral del mismo. 

Vale la pena señalar, que los documentos 

anexos al presente acuerdo son de carácter 

preventivo, esto con la finalidad de conocer de manera 

objetiva previo de los comicios, los sistemas 

normativos y formas de tomas de decisión internar, 

cumpliendo con los principios de certeza y legalidad; y 

previendo a que pueda existir alguna inconformidad. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, en 

términos de lo señalado en su conjunto por los 

artículos 2, 41, segundo párrafo, base V, apartado A, 

párrafo primero de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 23, párrafo séptimo, 

fracción V de la Constitución para el Estado Libre y 

Soberano de Morelos; 7 Bis, 17, 18, 21, 63, 65, 66, 

fracción V, 69, 71, 78, fracciones I, III, XLIV y LV, 88 

Bis, 109, fracción IV, 110, fracción III, 163, fracción V, 

179 Bis, Código de Instituciones y Procedimientos 

Electorales para el Estado de Morelos; las sentencias, 

este Consejo Estatal Electoral; emite el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Este Consejo Estatal Electoral, es 

competente para emitir el presente acuerdo, de 

conformidad con lo razonado en el mismo. 

SEGUNDO. Se aprueba el ñplan de trabajo para 

convocar a las autoridades representativas de las 

comunidades indígenas del estado de Morelos a 

registrar sus sistemas normativos y formas de tomas 

de decisión ante el Instituto Morelense de Procesos 

Electorales y Participación Ciudadanaò de conformidad 

con el anexo primero, mismo que corre agregado al 

presente acuerdo y forma parte integral del mismo. 

TERCERO. Se aprueba la ñconvocatoria para la 

creación de un catálogo de sistemas normativos 

internos y formas de toma de decisiónò, de 

conformidad con el anexo segundo, mismo que corre 

agregado al presente acuerdo y forma parte integral 

del mismo. 

CUARTO. Se aprueba la ñcédula para recabar 

información sobre los sistemas normativos, formas de 

organización interna y procesos de tomas de decisión 

de los pueblos y comunidades indígenas del estado de 

Morelosò, de conformidad con el anexo tercero, mismo 

que corre agregado al presente acuerdo y forma parte 

integral del mismo. 

QUINTO. Publíquese el presente acuerdo en la 

página oficial de internet del Instituto Morelense de 

Procesos Electorales y Participación Ciudadana, en 

atención al principio de máxima publicidad. 

SEXTO. Se instruye al secretario ejecutivo para 

que publique el presente acuerdo en el Periódico 

Oficial ñTierra y Libertadò, ·rgano oficial de difusi·n del 

Gobierno del Estado de Morelos. 

El presente acuerdo es aprobado por 

unanimidad, de las consejeras y los consejeros 

estatales electorales presentes, en sesión 

extraordinaria del Consejo Estatal Electoral del 

Instituto Morelense de Procesos Electorales y 

Participación Ciudadana, celebrada en la ciudad de 

Cuernavaca, Morelos, el catorce de julio de dos mil 

veintitrés, siendo las trece horas con nueve minutos. 

MTRA. MIREYA GALLY JORDÁ 

CONSEJERA PRESIDENTA 

M. EN D. VÍCTOR ANTONIO MARURI ALQUISIRA 

SECRETARIO EJECUTIVO 

RÚBRICAS 

CONSEJEROS ELECTORALES 

DR. ALFREDO JAVIER ARIAS CASAS 

CONSEJERO ELECTORAL 

LIC. JOSÉ ENRIQUE PÉREZ RODRÍGUEZ 

CONSEJERO ELECTORAL 

MTRO. PEDRO GREGORIO ALVARADO RAMOS 

CONSEJERO ELECTORAL 

MTRA. ELIZABETH MARTÍNEZ GUTIÉRREZ 

CONSEJERA ELECTORAL 

MTRA. MAYTE CASALEZ CAMPOS 

CONSEJERA ELECTORAL 

REPRESENTANTES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS 

LIC. MARÍA DEL ROCÍO CARRILLO PÉREZ 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 

LIC. KARINA AZUCENA CARRILLO OCAMPO 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO 

VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO 

MTRA. KENIA LUGO DELGADO 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO 

NUEVA ALIANZA MORELOS 

C. ELIZABETH CARRISOZA DÍAZ 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO ENCUENTRO 

SOLIDARIO MORELOS 

LIC. JOSÉ ISAÍAS POZAS RICHARDS 

REPRESENTANTE DEL PARTIDO 

MOVIMIENTO ALTERNATIVA SOCIAL.  
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